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PREFACIO

Con esta nuéstra monografia hemos pretendido colmar di-
versos afanes querabrigamos hace va muchos afiog. Obligada es -
para abrazar, al menos formalmente, la profesidn hermosa de Abo
gado. Para entregarla con pﬁofundo carifio a mi santé Madre y -
pagarle un segundo de‘sus gquinientos afios de sacrificio y amor-
que nos ha gratuitamente obsequiado. -Para hbménajear, con la -
humildad propia de nuestro trabajo, a la memoria adorada de mi-
Padre. Para ver brotar una duice sonrisa a éuien tiéne va en -

su corazon el mio.

Con los tumbos obligados de nuestra inexperiencia en la
investigacién juridico-econdmica, nos adentramos en el debatido
tema de la personalidad de las sociedades extranjeras eﬁ el jui

N
cio de amparo. Para €llo hubimos de recoger las opiniones de -

connotados tratadistas, principalmente mexicanos. Analizamos -

diversas cuestiones que plantean la capacidad, personalidad y

legitimacidén de los Derechos Comin y Procesal para adecuarlo,
luego, al Juicio Constitucional, y observar asi las caracteris-

ticas que le son propias.



N

Tratamos igualmente a la “accidn" en general, y, poste-

riormente, comentamos sobre la misma en el amparo. -

Finalmente, abordamos el estudio de la sociedad, consi-
derada genéricamente, para subrayar, despﬁés, las particularida
des de las sociedades mexicahas, las cuales nos sirven de ante-
cedente para compararlas con las sociedades extranjeras; los re
quisitos que exigen las 1eyes‘naciona1es para su funcioﬁamientd
en el pais, estuaiar algunas de sus principales iimitaciones Yo
por ﬁltimo; observarlas ante el uso de las garantias constitu-—-
cionales cuando se ven afectadas por ‘algdn vehiculo auﬁoritario

que lesiona su esfera de derechos.

Qulzas con un desarrollo poco fellz pero con un gran te
zoén y esfuerzo nos aventuramos Yy obtuv1mos como resultado lo -
que ahora ponemos a la consideracion benévola. y comprensiva del

lector.

ﬁo podemos meénos que asentar en estas lineas unypar dé—
‘reconocimientoé sinéeros. Al Sr. Lic. doﬁ Viétdr’Payré F;, ;—-
quienrcon sus consejos sanos y ilenos de sabiduriavnés ayudékno
sélo a~1a terminacidn ﬁe nuestro'trabajo, siﬁo que,>ademés, noé
inculcd la’disciplina y amor que debe un ébogado honesto a su -
Profeéiéﬁ, Igualmente, al Sr.'Lic.vdon Jorgé Truebé Bafrera,'Q‘
joven y brillante amparista, egregio méestro j muy quérido ami ~

go. Para ambos en testimonio de profundo agradecimiento.
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1. EN EL DERECHO COMUN B
A) CAPACIDAD

a) En lo sustantivo

Dé los atributos dé las personas fisicas el mas impor--
tante es la capacidad. Todos los hombres la tienen, ya parcial
yva total. Tanto. la doctrina como las legislaciones vigentes --
sostienen las siguientes formas de capacidad: capacidad de goce

y capacidad de ejercicio.

La capacidad de goce consiste en poder ser sujeto de de
rechos y deberes: la persona no puede dejar de tenerla ya que -

. , s . 1
equivaldria a la supresidén de la personalidad.

L.os hermanos Mazeaud nos dicen que "el ser humano, dota
do de la personalidad, es apto para ser sujeto de derechos y de
obligaciones; es capaz de adquirir derechos: posee lo que se de

nomina la capacidad de goce“.2

El derecho moderno consagra el principio de que la capa
cidad de goce se adquiere, para determinados efectos sucesorios,
por el solo efecto de la concepcidn, siendo desde entonces sus-
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‘ééptible de ser titulér de ‘derechos N deberes siempre y cuando-
se satisfagan los requisitds qﬁe ias mismas leyes establecen; -
en nuestro pais se requiere nacer vivo y viable o ser presenta-
,dd vivo al Registro Civil como lo séfiala el CSdigo. Civil vigen-
te para el Distrito y Territorios Federales; de lo contfario di

cha personalidad se ve destruida y sin efecto alguno.

En efecto, el articulo 22 del Cédigé Ccivil éitado pre--
ceptia: la~capa§idad juridicavae las personas fisicas se adquie
re por el nacimiento y se pierde por la muerte; pero desde el -:
momeénto en que un individuo es concebido, entré bajo la protec-
cién de la ley y se le tiene porVnécido para los efectos decla-

rados en el presente cddigo.

Asi, para determinadas consecuencias de derecho, el em-
bridn humano posee personalidad, principalmente en traténdose -
de la capacidad para heredar,- para recibir en legados y en dona

ciones. -

'En cuanto a la capacidad de ejercicio, estriba en la po.
sibilidad juridica de actuar por si en su propia esfera de dere
chos y deberes o en la de un tercero, cubiertos que sean los re

guerimientos legales.

Los hermanos Mazeaud afirman: "Decir que toda persona =

fisica tiene, en principio, la plena capacidad de gdce; signifi
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ca que puede adquirir derechos, conservarlos o disponer de ——--

ellos; pero no que los pueda ejercer por si misma..."3

por lo tanto, es factible la representacidén de quien ca
rece de la'capacidéd :uridi;a neéesafia pafa actuarvpor si mis-
mo, ya por razones de edad, ya que las fueren por limitaciones-~
legales como estér afectado de idiotismo, imbecilidad, etc., o-
simplemente por un acto.volitivo de quien, teniendo capacidad -
de ejercicio, ‘encomienda a otro la celebracién de algln acto ju

ridico en su nombre y representacidn.

En la ausencia de capacidad de ejercicio podemos distin
guir diferentes grados; la incapacidad de ‘ejercicio absoluta de
quien ha sido concebido pero no nacido, el gque en todo caso es-
tard representado por su madre o su madre y su padre. Lo mismo
podriamos decir de los mayores de edad privados de sus faculta-
des'mentales, ebrios cdnsuetudinarios,‘idiotas, imbéciles, sor -

domudos que no sepan leer y escribir, etc.

Estas causas de incapacidad, por obvias y evidentes que
parezcan no cperan por €l solo hecho de su irrefutable aparien-
cia sin0~que €s necesario que previamente haya sido declarado -
por sentencia firme, pronunciada en el juicio de interdiccidn -

correspondiente, el estado de incapacidad de que se trate.

Asi lo ha sostenido la Suprema Corte de Justicia de la-
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Nacidn al establecer que "un cetificado médico, por si solo, no
es suficiente para declarar de plano el estado de incapacidad -
mental de un individuo, y por ende, su estado de incapacidad ju

ridica" (tomo XXV, pag. 505 y tomo XXXII, pag. 2049).

Las personas que se encuentren en estas hipdtesis en to
do caso serén representadas e€n sus intereses por un tércerd, -
salvo en materia sucesoria en qﬁe quienes se hallen en estado -
de interdiccién puedenktestér durante un intervalo'de iucidez -

mental.4

La incapagidad ée ejercicio del menor de edad que, aun-
que también tiene incapacidad natural y legal, tiene lé‘capaci—
dad de administrar los bienes adquiridos por su trabajo, segin-
se desprendé de los articulos 428 y 429 del Cdédigo civil‘del -
Distrito y Territorios. Los menores de edad.emancipados quie-~
nes tienen la capacidad de administracién de sus bienes muebles
e inmuebles y dominio de sus bienes muebles; en general para.tg
dos los demas actos juridicos requieren de su representante o -

de autorizacidén judicial.

Es un principio universalmente aceptado que la regla ge
neral es la dapacidad de goce y la capacidad de ejercicio,  asi-
nuestra legislacidn de la materia sefiala que las diferentes for

mas de incapacidad son, en rigor, excepciones. Desprendemos lo



anterior de la lectura del articulo 1798 del Cédigo Civil que -
dice: "Son habiles para contratar todas las bersonas no eXcep—w

tuadas por la ley".

" De lo anterior se infiere que la capacidad como excep--
cidén debe ser éxpresamente declarada en la ley. Igualmente co-
legimos que no pueden crearse incapacidades por contrato, testa

mento y, en general, .por lo que no sefialen los cuerpos*legaléé.S

GE“EY En lo'adjetivo

El1 pchesaiista argentino Hugo Alsina nos ofrece el si-
>§uien§e_¢oncepto de parte en el proceso: "Parte es aguel que en
nombre propiq o en cuyo nombre se pretenderla a;tuacién de una-
norma legal y aquel reépecto del cual se formula esa pretensidn. .
Por consiguiente, tiene calidad de tal quien com& actor o deman
dado’ pida la proteccidn de‘una pretensidén juridica por loé‘érgg

nos jurisdiccionales".6

A . e ;
"Esriche define al litigante, o parte, como "el que dig
puta con 6tro en juicio sobre alguna cosa, ya se€a como actor o-

demandante, ya sea como reo o demandado".

- Por su parte, el ilustre procesalista italo Chiovenda®-
dice‘qugmes¥pgxte quien demanda en nombre propio (o en cuyo nom

bre se demanda) una actuacidn de ley. Lo anterior supone de me



nos dos .partes:.quien o quienes la hacen y aquella frente a la-

cual o las. cuales se hace.

Asevera Chibvenda que el litigio hismo, dada éu natura-
leza, nos sugiere la idea mas sencilla de parte;yya'que como lu
cha por el derecho no puede concebirse sin la duplicidad de peg‘
sonas, pidiendo la una contra la otra una deterﬁinéda actualizgy

cidn de la norma.

Aho;é bien, la capacidad juridica de que hablabamos ai—
referirnos al derecho susﬁantivo, equivale a la capacidéd para-
ser parte ante los Srganos jurisdiccionales, esto es, 15 capaci
dad juridicé llevada al proceso, la que puede traducirse en la-

aptitud juridica para entablar la relacidén procesal.

Asi pues, la capacidad de obrar o de hecho, como la lla
man algunos autores, podemos concebirla como la facultad para -

intervenir activa y por si mismo en el proceso.

No toda persona que pueda ser parte en un proceso tiene
la‘posibilidad juridica de hacer valer "per se" sus acciones u-
oponer sus excepciones; para ello, es necesario que esté inves-
tida de capacidad procesal. Si bien es cierto que en la mayo--
ria de las legis}aciones a la capacidad de goce corresponde la-
capacidad de ejercicio como regla generél, también lo es que --

quien crea tener en su haber un derecho lo haga valer por si --
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mismo ante los organos de justicia; pero, asimismo, aunada a la
incapacidad de ejercicio estd la incapacidad procesal, ambas ~--
formas imposibilidadas para incitar a los aparatos jurisdiccio-

'-na‘lGS.:LO

El cédigo de Procedimientos Civiles del Distrito Fede--
ral y Territorios asienta en su articulo 44 que todo el que, --
conforme a la ley, esté en pleno ejercicio de sus derechos civi

les, puede comparecer en juicio.

Hay en nuestra legislacidn un sinnimero de limitaciones
incapacidades, para la realizacidn de determinados actos, prohi-
biciones e incompatibilidades que'a decir verdad seria prolijo-
enumerar. Sélo mencionaremos algunos casos que seé ofrecen con-
mayor frecuencia: losvpiovenientes de penas de prisidén en que -~
de conformidad con loé articuloé 45 vy 46 del Cédigo Penal, auna
da a la suspensidn de los derechos'politicos conlleva la de al-
gunos de cardcter civil tales como el ejercicioc délrderecho de—
tutela, apoderado, albaceé y otros varios. Las incapacidades -
de los individuos sujetos a quiebra, concﬁréo, suspensién de pa
gos y cuyas‘incapacidadesVseﬁala el mismo C6digo Peﬁally la Léy

de Quiebras 'y Suspensidn de Pagos.

Nuestra legislacidn vigente es coincidente con la doc-~-

trina, por cuanto el articulo 35 del C6digo de procedimientos -



Civiles del Distrito Federal sefiala en su fraccién IV a la inca
pacidad procesal o falta de personalidad en el actor como causa
de excepcidn dilatoria, por lo que faltando ese prespuestd, no-
se forma la relacidn procesal. Ya al tratar lo referente a la-
capacidad en materia sustantiva vimos soméramente cdmo y cudndo

se limita la capacidad de obrar.
B) LEGITIMACION

Quedd ya sentada la primera premisa necesaria de toda -
relacidn procesal: la capacidad, tanto en su aspecto de Derecho
sustantivo como en lo adjetivo o procesal. Corresponde ahora,-—

sobre la base mencionada, hablar sobre la legitimacidn.

Para que alguien pueda actuar en juiqu, no basta que -
posea la capacidad personal a que hemos aludido en los puntos -
precé&entes, sinoc que se requiere, ademés, que se encpentre en-
una determinada posicién. Es obvio gue quien se encuentra en -
mejor condicidén para ejercitar la accién, es EIkprqpia titularw:
del interés en litigio, puesto que nadie mejqr que €1 puede sen
tirse estimulado a servir de medium entre los hechos y quien --
los haya dGVValorér. Es manifiestamente intuitivo’que mientras
el desinterés es requisito necesario para decidir, el interés -

es requisito excelente para demandar.ll

El interés en conflicto se utiliza como propulsor-dél -
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Prdceso;Ftan'&til como es la accién del interesado, tan inﬁtil—
o, mejor dicho, peligrosa, seria la accidn de uh extrano al li-
tigio.
. Répidamente se desprende, del somero anilisis de los fe
némenos procesales, que dicha‘interferencia‘no avanza hasta el-
punto de convertirse en coincidencia: continuamente se ve ac---
tuarnen juiciora quien no es el titular del intefés en litigio-
Q; pgr‘égia‘égrté, basta pensar que ello tiené que suqeder por-
fuér%é édéné; el interesado éea inéapaz, para deducir desde aho
ra qﬁeylé lééitimacién no puede cohfundirse con la cualidad de-
sdjeto dei interé litigioso. La teoria de la’legitimacién se -

esfuerza, precisamente, por aclarar los principios en que se --

fﬁgéa 1évcéﬁ§efgencia o divergencia entré la accién y el inte--
lfé;;k rpa i

La hdcién de la legitimacidén se conecta, por lo menos -
‘en parte; - con la nocidén de la capacidad, ya que la incgpacidad~
del interesado constituye el motivo de la legitimacién para -—--
obra;»de qpa persona distinta, esto es, de su ;epresentante le-

IR R

gal.

- La divergencia entre inter8s y accién, va més alld de -
Yos casosi devincapacidad, puesto que comprende, junto a la figu

‘ra ‘de’Tal representacidn legal de los incapaces, la de la repre-
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sentacidn de las personas juridicas y, ademas, la de ‘la repre--

sentacidn voluntaria.

Carnelutti considera que "la legitimacidén procesal ex--
presa la idoneidad de .una persona para actuar en el proceso, de
bido a su posicidn y més.exactamente, a su interés o a su ofi--

cio".

Por su parte, Kisch nos dice queviakfacultad por la que
Qna accién o derecho pueden'y deben ser ejercitados por o én —;
contfa dé uné persona en proéio ﬁombre se llama leéiéimaciég4én
causa, o facultad de 1le§ar, gesfi@nar o conducir el'procesé, -
activa para quien preténde judiciglmente a su faﬁo& un derecho;
éasiva en contra de guien ese dereého se pretende'hécef\QAiéf;—
Este autor‘sostiene, ademés; que la cuestidn de iéﬁiégifimééién
activa o pasiva no corresponde al. campo del Derecho Procesai‘sg
no al de Derecho Privado y, particularmente, al Derecho Civil.-
De esto se infiere, afirma, que la legitimacidn en causa difie-

re fgndamentalmenﬁe-de la capacidad procesal.

L"La iﬁstitucién'de la:legitimacién es, po£ dgé ééité,';-
una limitacién a la amplitud de la facultad de ejercicio'devla~
accidn como garantia de la eficacia ae la labor jurisdiccional-"
y: por otra, igualmente limita la capacidad para. ser. parte, ya-

quévimposibilita que cualquier individuo demande sin;limitacién
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alguna sujetando a otra persona .a la carga. de comparecer en jul

cio, o estar a las consecuencias de su inactividad procesal.;14

Siguiendo con Kisch,l5 afirma: "Al que posee capacidad—
negocial y reclamaAjudicialmen£e dﬁ derecho que en absoluto no-
1evperteneée sinﬁ,a‘un,terCEro, no ie falta pafa la realizacidn
de;eéte dérecho la capacidad procesal, pero si la legitimacién—
én causé. Al éontrario, el méno: gue demanda un derecho suyo -
estd totalmente legitimado, perb 1é falta la cépacidad procesal.
En el‘primer caso, la demanda esti afectada de uné falta de ca-
racter material; en el -segundo, de una de naturaleza procesal y,
por tal motivo,:es rechazada, alli por ser infundada y aqui por

sér inadmisible el modo en que se ha planteado”.

Existe pues, falta de legitimacién cuando no se acredi-
ta el caricter o representacidn con que se reclama o cuando no-
se tiene el cardcter o representacidén con que a alguien se le -

‘demanda.ls

El eminente maestro de la Universidad de Gé€nova, Ugo --

Rocco, nos dice que "la posibilidad o autorizacién para obrar -

en orden a la declaracidn o realizacidn coactiva de un interés-
3

determinado, constituye la legitimacidn para obrar®.17

Consgide
ra el citado maestro que tal concepto no es suficiente, porque-~

es necesario, afirma, profundizar més todavia qué debe entender
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se€ por legitimacidn para obrar. "Por tal debemos enfender’el -
conjuntb‘de aquellas circunstancias, condicidnes y calidades, -
determinadas en forma genérica y abstracta bor las normas rela-
tivas a la legitimacidén para obrar, existentes en determinados-
sujetos y por 1és cuales pueden estos pretender y deben preten-
der la declaracién de la existencia o inexistencia de una deter
minada relacidén juridica o cualquiera otra providencia‘por par-

te de los 6rganos jurisdiccionales".18

Para nuestro aludido jurista la "ILegitimatio ad. Causam"”
es pues, un estado en que‘llega a encontrarse una persona o una
categoria de personas: no repugnandole, dice, desde su punto de
vista publicista, colocarla entre las condiciones de la acci5n.
Concluye Rocco que el criterio bdsico para determinar la legiti
macidén para obrar estad constituido por la titularidad efectiva-

o solamente afirmada de la relacidn o del estado juridico.

Este criterio no puede confundirse, sigue arguyendo Ro-
cco, con el concepto de pertenencia del derecho, porque el ser-
titular, o el afirmarse tal, de una relacidn juridica, no impli
ca que la providencia solicitada sobre esa relacidn deba afir--
mar en todo caso la pertenencia o la existencia de la relacidn-

misma.
La titularidad de la relacidén puede ser activa o pasiva,

13



y'dé alli” que éxista la legitimacidén activa y la legitimacién -
CpEEIVALE L e T v T

Ademds, la titularidad puede ser éimplemente afirmada. -
La titularidad efectiva -activa y pasiva- no puede establecerse

a priori, sino que habréan de declararla-los Srganos jurisdiccio

nales.

féalamandrei;lg‘por‘su parte, opina que cuando se contra
“vierte én juicio sobre una relacidn de Derecho Privado, la legi
timacién para obrar y para contradecir corresponden, respectiva
mente, alhsujetq actiyo’y al sujeto pasivo de la relggién sus-—-
»ﬁanéial e§£ablecida. Pero esta»régla tiene sus excepciones, en
?;;?qd”qé:las cqéles puede corresponder a personas diversas, co
mo en el caso en que la relacién juridica sustancial tenga lu--
gég ééngnt;e_QOg gujetoé, sino entre una plu;alidad‘de ellos, =
ya ac;i?osi“yatpasivés,”en la que la ley puedekdisponer de que-
ca@a»gnonde elloslesté‘legitimado por si solo o bien disponga -
que élvﬁﬁez no puedevpronunciar sobre la relacién si no actﬁana
o no estdn llamados a contiadecir todas las personas que segin-
el dérecho ’sustancial estan interesadas en la relacidén misma —-
‘(litisconsorcio necesario); también en el caso de que habiendo-

‘tenido “Lugar ‘una sucesidn en relacién sustancial, durante un --

“procéseyt esté dispuesto se prosiga entre las’ partes originarias
y sobre todo, en aguellos casos €n que se contravierte sobre -—-
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una relacidén de status personal o familiar (en que la legitima-
cién puede. corresponder a personas incluidas en un determinado-
grado de circulo parental) y, mas todavia, cuando la legitima--

cidén-se atribuye, eépecialmente, al Ministerio pdblico.
C) PERSONALIDAD

Despu€s de haber anotado algunos conceptos sobre capaci
dad y legitimacidn, con el afan de un estudio mas o menos siste
madtico, caemos ahora en el campo de la personalidad con que ha-

bran de ostentarse las partes durante el proceso.

Todo litigante tiene derecho de comparecer personalﬁén~
te ante cualquier juez para la defensa de sus derechos, perd en
algunds casos es la parte misma quien delega esta intervencidn-
en un tercero que actda en nombre suyo, mientras qué en ofros,-
por tratarse de incapaces de hecho, ia ley impone la iﬁ&efvenm—
cién de una persona que integra su capacidad. En ellprimér su-
puestd existe reP:esentacién convencional, y en el segundo réw—

presentacién legal.

Si el titular del litigio se encuentra incapacidado pa-
ra actuar por si ante los S8rganos jurisdiccionales, es preciso-
que en su lugar o a la vez que €1 se designe a alguna persona -

para actuar. De no ser asi, el litigio gque le concierne gueda-—

200

ria sin componer.
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Ahora bien, asi como para la determinacidn de la capaci
dad la ley procesal se remite a‘'la ley material que'regﬁlafla -
capacidad para contratar, asi tambi€n hace para la determina---

cidn de la persona llamada a actuar en lugar o en compafifa del-

incapaz, o sea de quien fuere llamado a ser su representante.

Asi por ejempio, tratandose de las personas por hacer, -
encontrardn en sus padres o sélo en su madre sus naturales re--
presentantes. Por incépaéidad de ambos, ehtfa al escenario ju-
fidico la vieja figura del curador. Si la madre dejase de exis
tir sobreviviendo el infante, procederia entonces la representa
cidén del menor pér la persona que dicha funcidn deba cumplir‘ya

por parentesco ya por sefialamiento legal.

CarnEIﬁtti en su obra gque hemos mencionado y.refiriénag
se a 1aAfepfesentaci6n procesal voluntaria nos dicé: "El estu--
dioso sabe gue junto a la representacidén (administracidn) legal
o, mejor ain, juhto a la representacién necesaria, esta 1a're——
presentaéiénvvol&ntaria, que ﬁos ofrece una disociacidn del in-
terég y de la voluntad en la realizacidn del negocio juridico,-
debida exclusivamente a la-voluntad del interesado, por lo que-
dos tipos de representacidén son opuestos entre si: en la repre-
sentacidén voluntaria, el poder de la voluntad, lejos de serle -
guitado al interesado, viene de tal manera aumentado que se 1e;
permite delegarlo eﬁ otra persona".21
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También en nuestro derecho el concepto de: personalidad-

presenta matices poco faciles de precisar. Pérez palmaZ?2

nos -~
dice que se puede definir como el derecho, o la facultad de al-
guna persona, para intervenir en determinado juicio, ya sea que

comparezca por su propio derecho, ya como mandatario de alguna-

de las partes o como su legitimo representante.

De acuerdo con el articulo 95 del cédigo de Procedimien
tos Civiles para el Distrito Federal y Territorios, toda deman-
da o contestacidén deberd acompafiarse necesariamente del poder -
que acredita la personalidad del que comparece en nombre de -—--
otro, o el documento que acredite el cérécter con que el liti--
gante se présente en el juicio, cuando se ostente como represen
tante de otra persona fisica o moral: el juez, de acuerdo con -
el articulo 47 del misho ordenamiento, examinéré bajo su respon
sabilidad, la personalidad del litigante, y adn mas, deberi exa
minérla de oficio; este precepto se refiere tanto a la persona-

lidad del actor, como a la del demandado o de los terceristas.

Cualquiera que sea la decisidn judicial al respecto, --
las partes se encuentran en entera libertad de objetar 1a‘per39
nalidad del coiitigante. El demandado mediante la excepcidn di
latoria de félta de personalidad; y con respecto del actor, ei~
éédigo adjetivo guarda silencio, ya gue no establece un proée——
dimiento especial para este casé; razén por la que debera énteg
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derse que al actor no le quedard mds que recurrir el auto del -

juez.

TESIS JURISPRUDENCIAL No. 252. "La personalidad de las

partes e€s un presupuestd,proCeSai que debe examinarse de oficio

_por el-juzgador, coﬁo expfesamente lo dispone el articulo 47 --
del.cédigo de P:océdimientos Ci?iles para el Distrito y Territo

rios Fedérales en relacidn con los articulos 35, fraccidn IV 'y-

36 del mismo ordenamiento, por lo que, también,debe regolver la

.objecidn que al respecto presenteén las‘partes, cualquiera que -
‘seatel,momento,én que lo hagan, porque la falta de impugnacién—
‘pportuna.nonuede‘generar la egistencia de una representacidn -
que no existe y solamente debe omitir la reiteracién del examen

de la personalidad en caso de haber sido resuelto antes de mane

Vfévexﬁréégvyvé5£é cbnsentido el fallo porque éntonces opera el-

principio de la preclusidn.

TESIS RELACIONADA. “La excepcidén de falta de personali
dad en el actor consiste segin doctrina uniforme, en carecer &s
te de la calidad necesaria para comparecer en juicio, o en no -
acréaitar élwéérééter o representacién con que reclame y, por -
léfmismo;yla e#cépcién 5& falta dé éersonalidad no puede oponeg.
se al qﬁé?égmééfeée/en jﬁiéio por su propio derecho, no debién-
dose confundir, por otra parte, la falta de personalidad con la
falta de accidn o de derecho a la cosa litigiocsa, pues la prime
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ra se refiere a la calidad de litigantes y no a la ‘sustancia --

del pleito.

La falta de personalidad en el actor, no tiene mas con-
secuencia que la de tener por no presentada su demanda, para --
que-la corrija el demandante y la vuelva a intentar; pero la —;
falta de personalidad en el demandado, ante la fatalidad del --
término para la contestacidn de la demanda tendrd como conse---
cuencia la de que la contestacidn se ténga por no formulada y -
con ello por presuntivamente ciertos los hechos aducidos.por el
acfor, considerandosele rebelde, y en general deberd sufrir una
serie de consecuencias que lo colocaran en una situacién desven

tajosa frente a su opositor.

Al decir de Pérez Palmé, la causa de esta inﬁusta situa
cidn es séio una: la de que los redactores del‘cédiéo ﬂo pensa-
ron, ni consideraron la posibilidad de qﬁe en el demandado tam-
bi€n puedan ocurrir casos de falta de personalidad, gque debie-—

ron ser previstos y reglamentados.

A reserva de tratar detenidamente el problema concer---
niente a las personas morales, adelantaremos un valioso concep-

to que el procesalista italiano Carnelutti nos presenta:

"El substrato de las personas juridicas est& constitui-
do invariablemente por un grupo de interesados el que es inidd-
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neo para la accién, no por las condiciones de cada uno de 1osv-
hombres que lo fqrman, sino por su nﬁﬁe:o: no cabe pensar gue -
el contrato o el proceso relativos a los intereses de una impor
tante sociedad anénima o de un municipio se celebre o se conduz
ca mediénte ia accién de todos los socios o de todos los veci--
nos.‘ Aﬁn prescindiendo del riesgo de discordias, bastaria la -
obstruccidén motivada por una accidén asi planteada, para expli--
car la inidoneidad del grupo como tal paré su ejercicio. ~Por -
tanto, en este caso, lo mismo que en de los incapaces, el ejer-
cicio‘se atribu&e también a uno o més administadores (represen-
tantes) que tienen un oficio y una figura por completo anéloéa—

a la del progenitor o del tutor".?3

2. EN EL JUICIO DE AMPARO
A) CAPACIDAD

Hemos apuntado yva en pdginas precedentes qde la capaci-
dad procesal en general corresponde al derecho de incitar a los
Srganos jurisdiccionales en demanda de justicia. Pﬁes bién, la
relativa al amparo -nos referimos akla capacidaa précesai- se -
traduce en la facultad o posibilidad juridica de iniciar y pro-
seguir el juicio de amparo en general, no alguno particularmen-

te determinado.

Este tema de conocimiento juridico ha merecido una espe
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cial regulaciénkeh la ley reglamentaria de los articulos 103 y-
- 107 Conétitucionales, con objeto de suprimir deferminadas inca-
paéidades gue el derecho comin coﬁtempla, y como afirma Palla--
res,24 para hacer ﬁés facil la promocién y consecucidén del jdi~
cio de amparo, a fin de proteger a las personas de las violacioc

nes constitucionales que las perjudiquen.

Lo mé&s conveniente es, dados los limitados fines de eg~
te trabajo, hacer el distingo de las diferentes situaciones ju-
ridicas que se presentan seglin se trate de diversos sujetos de-
derecho, cuyas esferas juridicas son también éiferentes. En ge
neral, para ello seguiremos los lineamientos de orden que nos -
sefiala el sistematiéadorrmexicano del Juicio de Amparo: el maes

tro Ignacio Burgoa.

Deciamos al tratar de la capacidad en Derecho Civil que
al existir la de goce se supone la de ejercicio y, por ende, ha
bré de suponerse la capacidad procesal. Aseveramos, igualmente
que s6lo las excepciones a esta regla general se consignan en -

los cuerpos normativos.

En obvio de repeticiones damos por reproducidos aqui, -
los diversos criterios que asisten a los autores que citamos, -
para sefialar ahora las diferencias que existen entre lo apunta-

do alld y la materia que nos interesa.
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Del menor de edad. Este caso lo contempla el articulo-

6°. de la Ley de Amparo, el que es del tenor siguiente: "El me-
nor de edad podré pedir amparo sin la intervencidén de su legiti
mo representante cuando éste se halle ausente o impedido: pero-
en tal caso, el juez, sin perjuicic de dictar las providencias-
que sean urgentes, le nombrard un representante especial para -

que intervenga en el juicio.

Si el menor hubiere cumplido ya catorce afios, podrad ha-

cer la designacidén de representante en el escrito de demanda".

En principio, si difiere dél tratamiento que el derecho
comiin le da al menor de edad al pefmitirle al menos iniciar la-
acéiéﬁ de amparo cuando su représentante se halle ausente o im-
pedidb; comenta Burgoa que es muy relativa la excepcidn, puesto
que una vez entablada la demanda deja, el menor, de tenerrcapa—

cidad juridica sin poder continuar por si mismo, comoc quejoso.

El menor también estd facultado para deducir la accidn-
de amparé cuando seé actualicen las hipdtesis del articulo 17 de
la Iey de Amparo, el que dice: "Cuando se trate de éctos que im
porten peligro de privacidn dé la vida, ataques a la libertad ;
personal fue;a;debprocedimiento judicial, deportacidn o deétie—
rro, o’a}gqnq de los actos prohibidos por el articulo 22 de la-

Constitucidn rFederal, y el agraviado se encuentre imposibilita-

22



do para‘promover el amparo, podrd hacerlo cualquiera otra persg‘
‘na en éu nombre, aunque sea mehor de edad o mujer casada. En ~
este caso, el juez dictaré todas las medidas necesarias para lo
grar la comparecencia del agraviado, y habido que sea, ordenara
se le'requiera para que dentro del término de tres dias ratifi-
que la demanda de amparo; si el interesado la ratifica se trami
tard el juicio; si no la ratifica se tendrad por no presentada -
la deménda, qgedando sin efecto las providencias que se hubie--

sen dictado".

AlUn cuando en la préctica este precepto acusa sumas ven
tajas, puede caber el comentario hecho con relacién a la accidn
de amparo en ausencia o impedimentos del representante del me--

nor.

El segundo parrafo del articuio 23 de la Nueva Ley Fede
ral del Trabajo, vigente desde el 15. de mayo del presente‘aﬁo,
nos interesa en tantb que de su inﬁerpretacién se desbrende que
faculta al menor frabajador para interponer la demanda de ampa-
ré que nazca de la relacidn o contrato de trabajo:; dicho aparta

do reza:

"Los menores trabajadores pueden percibir el pago de --

sus salarios y ejercitar las acciones que les correspondan".

Lo anterior facilmente se comprende si se piensa que --
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nuestro Cddigo Civil vigente para el Distrito Federal y Territo
rios con muchos afios de vida juridica, ya plantea como excep---
ciﬁﬁka la incapacidad del ménor, los bienes que logre con su --
£rabajo, otofgéndole capacidad juridica para realizar los actos

de administracidn inherentes a tales bienes.

La'ley y la jurisprudencia tratan de proteéer, con toda
justeza,bal menor en su incipiente esfera juridica. >Tal sucede
por ejemplo cuando el Supremo Colegio-de Justicia ha afirmado:-
"Las disposicioneés legales relativas a ellos -a los menores- --
son consideradas como de interés publico y, por tanto, es impro
'cedenﬁe éoncedér:ia suépensién coﬁtra las ordenes que tiendan a

nacer efectivas dichas disposiciones” (Tesis 684).

De paso comentemos algunos aspectos de la situacidn que
priva tratandose de personas carentes de sus facultades menta--
les; la ley dé amparo no acusa excepcidn alguna al principio --
que éomentamos en el derecho comin en el sentido de negarles ii
sé y llénaménte lé capacidad dé obrarven juicio; por tanto, de-
bemos enténder que este principio es aplidabie én la matefiaV-—
del Juicio Conétitucionai.‘ Como qued5 dicho, aétﬁarén porvellos

sus legitimos representantes.

Del tercero perijudicado. A esta figura hace referencia

el articulo 5°., fraccidén IIT de la Ley de Amparc reputdndolo, -
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explicitamente, como parte en el juicio de garantia.

Surge la figura del tercero perjudicado con la persona-
fisica o moral de derecho privado que tiene un especial interés

juridico en que subsista el acto reclamado.

En esta forma lo ha definido con claridad la H. Suprema

Corte de Justicia en su jurisprudencia.

Sefiala casuisticamente en los tres incisos de la mencio

nada fraccidén que se trata de:

a) En materia civil, mercantil del trabajo, la contra-
parte del agraviado o cualquiera de las partes del mismo juicio,
cuando el amparo haya sido promovido por persona ajena al proce

dimiento.

bj En el procedimiento penal,’tefcero perjudicado es el
lesobo sus causahabientes si los actos afectan la reparacién --
del dafio o la responsabilidad civil ejerciﬁadas contfafpersonas
distintas del delincuente, segln lo disponen los articﬁlos 29 y
32 del cédigo Penal Federél; 489 y demds relativos del Cédigo -

Federal de Procedimientos Penales.25

El ofendido Unicamente tiene derecho a ser aceptado co-
mo tercero perjudicado -o como quejoso en su caso- en el amparo
penal contra las providencias que se dicten en el incidente de-
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résponsabilidad exigible a terceros, en el que es actor, y en -
el proceso penal cuando el resarcimiento sea exigido al‘delin——
cuente, sdlo en lo atafiadero a los especificqs actos de autori-
dad que sin examinar la pretensidn punitiva estatal, afectan el
aseguramiento dél objeto del delito, la entréga del mismo obje-

to, €l monto del resarcimiento y su distribucidn.

Se excluye la absolucidén del resarcimiento porque enton
ces la accidn corresponde al Ministerio piblico y consecuente--
mente ningdn interés procesal -como parte del Derecho Procesal-

asiste al lesionado.

¢) Dicho inciso sefiala que también es parte en el jui--
cio de amparo la persona que haya gestionado a su favor el acto
contra el que ge pide amparo, cuando se trata de providencias -

dictadas por autoridades distintas de la judicial o del trabajo.

El jurista Jos€ Ramdn Palac10826 nos dice que es inexac
ta y ambigua la anterior disposicidn que se refiere, concreta--
mente, al tercero perjudicado en el derecho administrativo que-
ha gestionado en su favor el acto reclamado, ya que verdadera--
mente es tercero el que tiene un interé€s opuesto, en pugna, in-
compatible con el del quejoso, y no solamente el que ha gestio-

nado a su favor el acto.

La critica del maestro Palacios nos parece acertada pe-
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ro felizmente la‘suprema Corte salva el error en éue se pudiera
incurrir ciando afirma en su ﬁésis 1074 que la disposicidon que-~
se comenta debe entenderse en el sentiao’de consideiar tercéros
pefjudiqados a todos aqﬁellos que tengan’dereéhos Opdestoska -
los.del guejoso e interésg por~lokmisﬁo; en'que‘subsiséa el acto
reclamado, pues de otro moéo se lés perjudicaria de ia oportuq;
dad de defender las prerrogativas que pudiere proporcionarles -

el acto o resolucidén motivo de la violacidn alegada.

Aniadidos estos comentarios, no encontramos e€n la legis-
lacién de amparo algin principio o excepcidn propios de este te
ma, por lo gue .estaremos a las reglas que a este respecto sefia~-

la el Derecho Comin, a las que ya hemos hecho referencia..
B) LEGITIMACION
En principio debemos claramente distinguir la legitima-

tio ad causam de la legitimacidn en proceso.

La legitimacién en la causa estd referida a la relacidn
sustancial que con el cardcter de litigiosa, ©s materia del jui
cio, v no a la relacidn procesal que concierne al proceso de an

paro,27

Comoc lo enunciamos al tratar de la, legitimacidn en Dere

cho Comin, €sta puede ser activa o pasiva en el juicio de garan
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tias. La activa estd contenida en que el sujeto sea el titular
de la accidén y en su caso del derecho controvertido; la pasiva-
en que la persona sea la obligada a intervenir en juicio para -

aceptar o negar la pretensién de su contraparte.

Concretamente en el Juicio Constitucional la legitima--
cidén activa corresponde a la persona fisica o‘moral que alega -
haber sufrido la violacién constitucional.que se impugna. La -
pasiva, atafie a la autoridad responsable que haya dictado o eje
cutado el acto lesivo de los intereses constitucionales; asi --

pues, frente a ella se ejercita la accidén de amparo.

Del quejoso. El maestro Eduardo Pallares, al tratar es
te tema,; asieénta una interesante diferencia dbctrinaria entre -
lo gue debemos entender por agraviado y lo que debe ser por que
josof este 61timo, afirma, es guien presenta la demanda de ampa
ro o en cuyo nombre se présenta, mientras que aquél es el que -
de hecho ha sufrido.un agravio por la violacidn constitucional:
pPuede suceder que el quejoso no haya sido victima de dicha vio-
lacién, en cuyo caso no estd legitimado en la causa que se con-

trovierte en el amparo.

Ignacio Burgoa pasa por alto esta diferencia que, aun--
gue es doctrinal, no por elloneja de ser importante para el --

aservo juridico mexicano. En efecto, a este tdpico demanda el-
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citado catedratico: "Siendo el quejoso el sujeto agraviado por-

cualquier acto de autoridad™.

La figura de legitimacidén que nos ocupa en realidad no-
ofrece serios problemas en la préctica ni auln en la doctrina, -
es menester tan sélo que,.actualizadas las hipbétesis de ley, se
tenga la calidad de "parte" para poder actuar legitimamente en-

el juicio de garantias.

Le legitimacidén activa en el juicio de amparoc se infie-
re del articulo 4°. de la ley qué lo reglamenta, el que conside
ra como habiiitado para demandar la proteccién de la justicia -
fe@eral a todo sujeto pérjudicado por la ley o actos viclato---

rios de sus garantias como gobernado.

Existen aléuﬁas salvedades legales en que se niega a‘dg
terminados entes juridicos la posibilidad y, por ende, la legi-
timacidén activa, para acudir en demanda del amparo. Daremos a-
grandes rasgos algunos éasos vy caracteristicas‘que sefialan la -

Constitucidén y la ley reglamentaria relativa.

a) El ofendido (o la victima) por un delito

A este caso, en rigor, corresponden los comentarios que
formulamos al tratar el tema del tercero perjudicado que contem
pla el articulo 5°. fraccidén III, inciso b) de la Ley de Amparo

vigente.
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La sustancia del particular queddé ya dicha, sefialaremos
solaménte'algﬁnds coméntarios importantes a este respecto. Ig-
nacio Burgoa, coincidente con las opiniones vertidas con antela
cidén, asienta que el alcance del articulo 10 de la ley de ampa-
ro que contiene -al asunto que comentamos, no presenta el carac-
ter equivoco gue ficticiamente le ha atribuido el critefio ve-—-—

28 Por el -

1eidoso y hasta contradictorio de la Suprema Corte.
contrério,’su interpretacidn es estricta en el sentido de que -
las personas: lesionadas por un delito o sus causahabientes, no-
‘tienen legitimacidén para impugar en amparo un auto de soltura o
un -fallo absolutorio que se hayan dictado en favor del ageﬁte -

delictiVOazg"

ﬂéeﬁaia él autor citado, y con razdn, que es verdad que-
las personas sefialadas se encuentran en un franco estado de in-
defensidn -frénte a resoluciones distintas a las de reparacidn -
del dafio o responsabiliad civil que favorezcan al inculpado; pe
ro también es cierto que el remedio estd en una adecuada refor—
ma legal vy no a través de interpretaciones absurdas, que por to

do se apartan del espiritu claro de la ley.

s -ooab)i Sociedades extranijeras

Este tema tiene un lugar preferente en nuestro trabajo-

y serd en su oportunidad, cuando con mayor abundamiento y tezdn
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abordemos este tdpico de tanto interés e importancia, dado el -
pujante desarrollo econdémico que en las uUltimas décadas ha lo--

grado nuestro pais.

Anotaremos pues, una breve referencia: el articulo 1l°.-
de nuestro C6digo Politico sefiala que para hacerse acreedor a -
las garantias que en €1 se piasman, es requisito indispensable-
la residencia del sujeto fisico o moral en el territorio que ba
jo sus normas se desarrolla. Por tal, si una sociedad extranje
ra no'reside en el territorio nacional, no establece aqui algu-
na sucursal o simplemente no tiene en el pais una reiteracidn -
de actividades que su objeto permita, estari fuera del alcance-
de nuestras garantias constitucionales v, por ende, tendré’vedg
do su acéeso a reclamar la proteccidén de la justicia de la ----

Unidn.

En el sentido que quedd apuntado se ha expresado el Su-
premo Colegio de Justicia Nacional en reiteradas ejecdutorias --
que sobrepasan el minimo necesario para sentar jurisprudencia -

definida.

c) Del tercero perjudicado

ﬁste sujeto procesél, tambi€n fue tratado con- anteriori
dad cuando hablamos de €1 al referirnos a las partes en el jui-
cio de amparo, que»él afticulo 50, fraccidn III éeﬁala.*
;EE;_BQEEEa 9 yrsiguienteé de este trabajo: |
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No obstante, nos parece interesante’ la opinidn que a es

te mérito asienta el maestro Eduardo PallaresBO

al decir que -
aunque aparentemente parezca erroneo cénsiderar al teréero per—
5udicado como legitimado pasivamente, asi lo es en realidad, --
porque’la accidn constitucional tiene por objeto nﬁlificar el -
acto reclamado y volver las cosas al estado que antes tenian. -
Por tal motivo, el actor en el juicio de .amparo, demandé al 6:4
gano jurisdiccional que se nulifique dicho aéto, y de obtener -
’la proteccidén de la justicia federal, légicamente la sentencia-
que lo ampare tendrd efectos contra el tercero perijudicado, da-

do que las cosas vuelven al estado en que sé& encontraban hasta-

antes de la violacidn constitucional alegada.

En conclusidn, el quejoso pretende, tanto con relacidén-
a la autoridad responsable como al tercero perjudicado, que se-
pronuncie una sentencia cuyos efectos seradn obligatorios para -~

esas dos partes.

PorVotro lado, no debemos éonfundir iaylegitimacién ac~
tiva o pasivé eh el juicio de>garantias con el sujeto activo o-
pasivo en la accidén de amparo; a este tema nos referimos al tra
tar el siguiente capitulo sobre la accidén en el Juicio de Ampé—

Yo.
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C) PERSONALIDAD

Hemos aseverado que personalidad en general,‘dentro de-
juicio, es la posibilidad juridica de desplegar validamente una
con@ucta dentro‘de €1l. Como afirma Burgoa, desde este punto de
vista, la personalidad es un concepto opuesto al de “ger extra;

fio © ajeno" a un determinado juicio.

A lo largo de este inciso comprobaremos que se puede te
‘ner personalidad originaria o derivada, segin se trate del suje
to que despliega por si la actividad procesal, esté‘ovnoflegiti
mado activa o pasivamente; o bien, la persona que actda a nom--
bre y representacidén de otra, ya sea por representacidn legal o
convencional, independientemente gque su representada esté o no-
legitimada activa o pasivamente. Asi lo sefiala la ley reglamen

taria del amparo, en su articulo cuarto, al preceptuar:

"El juicio de amparo Unicamente puede promoverse por la
parte a quien perjudique el acto o la ley gque se reclama, pu---
diendo hacerlobpor si o por su representénte; por su defensor -
si sentrata de un acto que corresponda a una causa criminal, o-
por médio de algin pariénte o persoﬁa extrafia en los casos €n -
que esta 1ey lo permita expresamente; y séio podra seguirse por

el agraviado, por su representante legal o por su defensor”.

Estudiamos en las primeras paginas de este trabajo que -
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uno de los presupuestos procesales es la personalidad; sin ella,

pues, no podra validamente iniciarse ni continuarse la relacidn
. s . . 31

procesal. Tratandose del juicio de amparo, afirma Burgoa, la

personalidad se traduce en ese estado o situacidén de las diver-

sas partes dentro del mismo.
DEL QUEJOSO Y DEL TERCERO PERJUDICADO

“Personas fisicas. Sélo de esté sujeto procesal es da--
ble hablar de personalidad originaria en tratandose del ejerci-
cio'de la accién de amparo, debido a su sustantividad y unidad-
individual. ' Podrd entonces comparecer por si misma en cual-=-~

. ) . 9
quieér juicio determinado.

Generalmente el problema surge en los distintos casos -

de representacién; esto es, en la personalidad derivada.

» Eniloé albores del amparo se discutié si las personas -
moralésipqgﬁepiéézar de las garantias individuales y. por tanto,
estar lééiﬁimééés para promover el juicio de ampar0532 La dis-
cusign éé’iigréﬁé’eg,torno a las éersonas morales en general v~

no sélo sobre las de Derecho Privado.

L Comenta Eduardo Pallares que el jurisconsulto Jacinto -
Pallares al “aboidar el problema demostrs la improcedencia del -
amparo respecto de ellas, arguyendo los origenes histdricos de-
la institucién de que tratamos. Afirmaba que la naturaleza de~
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las garantias individuales son derechos concedidos a los seres-
humanos; que las garantias individualés son imposibles para pro
teger a las personas morales en que la propiedad se despersona-

liza (personas morales pidblicas).

Sin embargo ~afirma Eduardo Pallares- las necesidades -
de ordenfpréctico y la evolucidn posterior que sufrid él amparo
hasta convertirlo de hecho, que no de derecho, en una tercera -
instancia en‘los juicios civiles y penales, todo produjo que la
Suprema Corfe de Justicia, estableciera la jurisprudencia con--—
traria a la tesis sotenida por Jacinto Pallares;rde tal manera-
gue ya no se pone en duda/ﬁue las personas morales en general ~
puedan acudir al juicio de amparo. Asi, el articulo Sg. y el -
g°. de 1la Ley ae Amparo 1eskotorgén‘ese derechb yﬂdeferminan su

representacidén procesal en el amparo.

Tratandose de personas morales oficiales, rige respecto’
a ellas, el principio general de que no pueden éompafeéer en Q-
juicio por si misﬁasipor'tratarse'de entes inmétefiaieé: Eﬁ'é—
virﬁud dé ello, déberén sujetar su actuacidn a‘ttaQés dé 1bs‘~—
funcionarios que por ley deban representarlas; de éété ﬁéﬁdato?
contenidd en el articulo 9°. de la Ley de Amparo, inferimos la-
representacién legal, quedando excluida la posibilidad de ser -

representadas convencionalmente.
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Corresponde ahora hablar de la personalidad derivada de
las personas morales de derecho privado o, mejor dicho, de su -
representacidén como quejosas en el juicio constitucional. Noso
itros nos cefiiremos a tratar lo referente a las sociedades mer--
cantiles para llegar directamente al enfoque principal de nues-
fro opusculo. Es necesario que de conformidad con el articulo-
6°. fraccidén VIII de la iey de Sociedades Mercantiles, en el ac
ta cénstitufiva de la sociedad de que se trate, se nombre un --
consejo de administracién o un administradér Unico; a éste o al
presidente de aquél les corresponde la representacidn natural -
de la socieda& y por tanto actuar en los juicios en que su ré—*
presegtada fu¢r¢ parte, pudiendo, segin el caso particular, de—
legar sus’facultades, conservéndo}as en todo caso como Seﬁéla -
el primer’pérrafo del articulo 150 de la Ley de Sociédades Mer-
cantiles, él que, traténdosé del ;clmparo débemos relacionarlo ;-
con el articulo 8°. de la Ley de la Materia que a la letra di--

ce:

"Las personas morales privadas podrén pedir amparo por-

medio de sus legitimos representantes".

Si bien es cierto que es necesario registrar los pode--
res conferidos ‘a los admihistradores, también es cierto que tra
téndose del juicio de amparo la Suprema Corte de Justicia ha in
troducido una liberalidad tendiente a la salvaguarda irrestric-
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ta de las garantias del gobernado al sefialar:

"Aun cuando fuere necesario el registro de los poderes-
generales otorgados por compafiias, la falta de registro no es -
obstéaculo para que el apoderado pueda intentar la accidn consti

3
tucional“.3

Visto el problema de fondo, tratemosvahdra lag diferen-
tes formas de establecer la personalidad en juicio. El caﬁino—
para tal objeto lo sefiala el articulo 12 de la ley reglamenta--
ria del amparo. Este precepﬁé, en su primer parrafo, reza: “En
los casos no previstos pdr esta ley, la personalidgd se justiﬁi
cara en el juicio de amparo en la misma forma que determine la-
ley que rija la materia de la gue emane el acto reélamado; v en

caso de que ella no lo prevenga, se estard a lo dispuesto por -

el C6digo. Federal de Procedimientos Civiles.

Es cierto que dicha enunciacién es perfectamente clara-
en el sentido de que no habiendo en 1a\LEy de Amparo'disposi———
cidn ex?resa para establecer la personélidad; se establecerd se
gdn lo disponga la ley de la materia de la gue haya emanado la-
violacidn alegada (ley civil, mercantil, administrativa, penal,
del trabajo), y en caso de omitir la regulacidén necesaria, se -
estard a lo que disponga el CS&digo Federal de Procedimientos Ci

viles.
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,:Estelprimer parrafo del articulc 12 carece de practici-
da@ dgdog;q establecido en el segundo parrafo del citado articg
lo. En,efecto, éste afirma: “"Tanto el agraviado como el terce-
ro perjudicado podrén conétituir apoderado para qﬁe los repre--
sente en el juicio de amparo, por medio de escrito ratificado -
antéiglﬁJuez_ﬁe Distrito o autoridad que conozca de dicho jui--
cio".

La aplicabilidad de la ley que rige la materia de la --
que emahéféibécféAféclamaao,kasi como las disposicionés que al-
reééécééwéghgégfa el CédigorFederél de procedimientos Civiles;;
rééﬁiféﬁ:ﬁhéaéériéé aﬁte La'liberal disbosiéién dél alﬁaido se -
'ghnaakbéfféfb del articulo 12 por el que se puede constituir --
épé&eréab?itanfb dé“parte del quéjoso como del tercero perjudi-
'Eédb}”pb} ééibyﬁnyescrito en ese sentido y ratificédo judicial—
mente.

NyxEs;a_gumaffacilidad para establecer la personalidad en-
jgi;igfseivevgumentada cuando sé atiende a lo que dispone el ar
ggculg 27 de la Ley de Amparo: "... La facultad de recibir noti
fi§§9i9235;39t9¥i2§ a la persona designada para promover o inff
terponer los recursos que procedan, ofrecer y rendir las prue--
bas.y.alegar en.las audiencias".

ﬁ”fDéi_pfécéptd:citado se deduce que es suficiente la autg

rizacién para récibir notificaciones a nombre del quejoso o ter
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cero perjudicado para que tenga, en la practica, la calidad de-
su representante. Como aijimos, este articulo sélo amplia la -
gran facilidad que brinda el éegundo péfrafo del articulo 12, -
puesto Que sélo se refiére a la intervencidn del autorizado en-
tratandose de determinados actos procesales; lo qgue si, coadyu-
va a hacer mas inGtil lo dispuesto por el primer parrafo del --

multicitado articulo 12.34

Ahora bien, por ningdn punto de vista es admisible la -
teoria que.sostiEne que la personalidad pueda acreditarse pre--
suntivamente de conformidad con el articulo 149 de la Ley Orgé-
nica del Juicio de Garantias, Ya que tal presuncidn opera vali-
damenterrespecto de la existeneié de los actos reclamados, pero
no en realcién con todas las aseveraciones contenidas en una de

manda. .

Contrario a ello; siendo la personalidad un presupuesto
procesal, su comprobacidén la exige, como carga para él demandan
teVIOS“articulos.llG y 166-I de la Ley de Amparo, y para que se
acepte la personalidad con que se actda es preciso, segin diség
ne el articulo 13 de la misma ley, apoyado por la jurispruden--
cia, en el sentido de presentar algin elemento de conviccién --
que evidencie el reconocimiento hecho por la aﬁtoridad responsa
ble, ya que es precaria la sola afirmacién del quejoso o terce—

ro perjudicado. En este sentido se ha expresado.la Suprema Cor
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te‘de Justicia de la Nacidn en la jurisprudencia éefin;da que -
afirma: "No hay motivo para desconocer la personéliaad dei que-
joso cuando hé sido reconocida por‘las autoridadES‘responsables
-debiendo demostrarse dicﬁo reconocimienté ante el juzgador dé -
amparo".35 |

Otra modalidad en el juicio de garantias en lo tocante~
a personalidad estd en el articulo 14 de la ley en-que no se re
quiere clausula especial en los poderes generales otorgados pa-
ra que se entienda la facultad de iniciar y contiﬁuar el juicio

de amparo, "pero si para que se desista de éste".

‘El articulo 15 de la ley sefiala que el mandatario o re-
presentante continuari en el desempefio de su cometido cuando, -
fallecido el agraviado o tercer perjudicado, no haya interveni-
do la sucesidén en el juicio de amparo; esto siempre gue no se -
frate de derechos estrictamente personales como la libertad, la

vida, etc.

El maestro Ignacio Burgoa ve en este articulo 15 una ex
cepcidn a La regla de derecho comin. Invoca para apoyo de su ~
aseveracidén el articulo 2595, fraccién IIT del Cédigo Civil, en
que sefiala que el mandato termina, entre otras causas, por la -
muerte del.mandante o mandatario. A nuestro modo de ver, tan -
autorizada opinidn olvidd observar lo’ preceptuado por €l articu-
lo 2600 del mismo cédigo, que-dice: "Aunque el mandato termine-.
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POfvla muerfe del mandénté, debe el mandétério contindaf”én la-
administracidn, entretanto los herederos prbveen por si mismos-
a los negocios, siempre que de lo contrario pueda resultar al--
gﬁn perjuicio“. Por ello creemos que lejos de ser una excep---
cidn a la regla contenida por las normas del mandato, se apoyan
mutuamente, teniendo la Ley de Amparo su inspiracidn al respec-

to en nuestro cédigo Civil de 1928 (1932).

Hemos visto que la personalidad de los litigantes es ﬁn
presupuestobprocesal sin el que no es posible iniciar ni conti-
nuar validamente un juicig determinado, en otras pélabras,'lasm
actuaciones procesales serdn nulas y sin efecto alguno. Ni la-
Ley de Amparo ni el Qrdenamiento Procesal Civil rederal, suple-
torio de la primera, establecen concretamente este principio --
universalmente aceptado; sin embargo, el articulo 32 de la Ley-
de Amparo\relacionado con los articulos 28 y 29 del mismo taci-
tameﬁte'lo sefialan al decir: "Las notificaciones gque no fueren-
hechas en la forma que establecen las disposiciones precedentes
seran nulas", b sea, cuando las diligencias no seaﬁ ehtendidas—
con las partes interesadas o sus representantes en el juicio de

garantias de que se trate.

Comenta Burgoa que esta interpretacidn puede hacerse ex
tensiva a los casos en que falte la capacidad o personalidad, -

puesto que expresa, a contrario sensu, que solamente habrd vali
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dez en aquéllas cuando se hagan directamente a las partes -per-
sonalidad originaria- o a sus representantes legitimos -persona
lidad derivada- las cuales, claro esta, presuponen capacidad --

procesal.36

Estuviﬁos céntemplando el caso de la falta de personali
dad y sus efectos, lo que también puede decirse para la falta -
de capacidaé;salﬁanaé los caéos que ya comentamos del articulo-
i? de la Ley de Amparo referentes a privacién de la libertad y-

otros.

. Ahora el asunto se enfoca a la falta de justificacién -
de 1akrepresentaci6n. Existen dos corrientes contradictorias -
para soluqionar,tal cuestidn. Primeramente, la que sostiene --
que,la:demanda presentada sin la comprobacidén del caracter de -
representante debe ser desechada por improcedente; la segunda,-

que sostiene que el juez de amparo debe mandarla aclarar.

. El carécter veleidoso de la Suprema Corte ha sostenido-
en ocasiones el primer criterio y en ocasiones el segundo. Dogc
t;inariamentg'ambas cuentan con fuerte y decidido apoye. El --
maestro Burgoa se. adhiere a la segunda y don Eduardo Pallares é
la primera; aqui sus aseveraciones: Burgoa:37 Estima que la se-
gpnﬂgf puesto. que las causas de improcedencia del amparo se con

tienen en su articulo 73 y en ellas no se encuentra la de falta
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de comprobacidn de la personalidad'del promovente:, es pués ab--
surdo e ilégal -afirma- que la no jusfificacién‘de la represen-
tacidn se inclﬁya en un sistema integral de improcédeﬁcia; cus-
yos elementos la ley consigna énumerativamente. Por el contra-
rio, cuando el promovente no acredita su caricter de represen-—
tante, es mds correcto estimar tal circunstancia como un factor

de oscuridad en la demanda, la que debe mandarse aclarar.

Eduardo Pallares: No estd conforme con esta postura por

dos razones:

a) Porque no puede calificarse de obscura una demanda, -
debido a la falta'de presentacidén del poder. TLa demanda serd -
obscura si en su redaccidén existen conceptos o términos caren--
tes de claridad, pero puéde‘ser muy bien, demasiado explicita,-
y no dejar de serlo porque no se acoﬁpaﬁe el documento probato-

rio de la personalidad.

b) No se trata en el caso de una improcedencia especifi
ca de juicio de ampéro para exigir que debe estar consignada en
el articulo 73 gue sélo se refiere a las causas egpeciales, pe~-
ro no las generales relativas a todos los juicios. De admitir-
se la tesis Burgoa -afirma Pallares- se llegaria al extremo de-
gue si se presenta la demanda ante un juez sincompetente deberd-

ser considerada como obscura y exigir al interesado la correc--
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¢ion correspondiente. . Si éomo ya se dijo el requisito de la -~
personalidad es presupuesto general de tédos los juicios, debe-
serlo también en el améaro aunque no esté consignado en las pri
meras fracciones del articulo 73, pero si puede estarlo en la -
XVIII.

LA PERSONALIDAD DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE

EN EL JUICIO DE AMPARO

En principio expondremos el concepto que sébre autori--
déd noé brinda Jorgé Trueba Barrera, que dice: "El término de -
autoridédbpara los efectos del amparo comprende a todas aque---
llas personas queidisponen de la fuerza piblica, en virtud de -~
circunstancias ya légales, ya de hecho y, por lo mismo, estdn -
en pésibilidad material de obrar como individuos que ejercen ac
tbs piblicos por el hecho de ser plblica la fuerza de que dispo

nen".

. En concepto del maestro Eduardo Pallares, la autoridad-
es el individuo o conjunto de individuos que de hecho o de dere
cho, ejecuten actos de caracter legislativo, administrativo o -

judicial.

El referido maestro, al formular su definicidén, se fun-
da en el hecho de que todas las autoridades del estado estédn --

comprendidas dentro de alguno de los tres deeres: Legislativo,
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Ejecutivo o Judicial, por lo que el concepto general de autori-
dad ha de comprender a cualquier entidade juridica que de un mo
do u otro realice alguﬁa de las tres funciones propias del esta
do.

Entrando al fondo del problema, el articulo 11 de la ~--
Ley de Amparo dice que es autoridad responsable "la que dicta u
ordena, ejecuta o trata de ejecutar la ley o el acto reclamado®

El multicitado‘maestro Ignacio Burgoa define al concep-
to de autoridad responsable en la siguiente forma: "Auﬁoridad -
responsable es aquel Srgano estatal de hecho o de dereché, in—;
vestido con facultades‘de'decisién o de ejecucidn cuyo ejerci--
‘ciq engendra la creacion, modificacién o extincidén de situacio-
nes en general, de hecho o juridicas, convﬁrascendencia particu
lar y determinada de una manera imperativa".

Autoridad responsable -afirma el maestro Eduardo Palla-
res- es la autoridad de hecho o de derecho que viole las qarén—
tias individuales o ataque la soberania local o federal de los-

‘estados,’dictando, ordenando, ejecutando o tratando de ejecutar
el acto reclamado, de acuerdo con lo que disponen los articulos
103 de la Constitucién y l°. de la Ley de Amparo.

Por lo que se refiere a su representacidén en el amparo,
la autoridad responsable no puede estar representada en dicho -
juicio, asi lo sefiala en ei articulo i9 de la Ley Reglamentaria
de los’articulos 103 y 107 de la>Constitucién, éuE'diée: l"Las -
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auﬁoridédéé rééponsables no puéden ser représéntédas en el Jui-
cio de.Aﬁparé, pero’si podréan, por medio de simple oficio, acre -
ditar delégéadé en las audiencias para el sélo efecto de Que -
iindaﬁ prﬁébas,valeguen y hagan promociones e€n ias mismas au---—
diencias".

Esée‘preceptb, bien claro en su redaccidén niega a las -
autériaadés fesponsables la facultad de ser represehtadas en el
Juiéié dé4ﬁﬁ§éfo pudiendo tan sélo designat delegados, los que-
dnica y exclusivamente tienen facultades para desempefiar actos-
proceéalés éspecificos yydetérminadds, como son €l ofrecimiento-
de pruébés; formulacidn de aIEgatbsby presentar las promociones
en las‘éudiencias.

El comentario sefialado difiere de 1la opinién que al res
pecto ha emitido pallares. Este maestro afirma que entre el --
cargo de delegado y el de procurador judicial o representante,-
no existe ninguna diferencia, puesto que el ilamado delegado es
en realidad un éuténtico representante de la autoridad responsa
ble. Las Unicas diferencias que encuentra el aludido autor en-
tre las figuras sefijaladas consisten en que al delegado se le --
puede nombrar mediante un simple oficio y al representante re--—
quiere un poder en forma; ademds, la delegacidn se contrae ex--
clusivamente para efectuar los mencionados actos procesales en-
la audiencia constitucional, mientras que el répresentante tie-
ne facultades mucho mds amplias.
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Por nuestra parte, nos sumamos é la primera de las opi-
niones emitidas} El parrafo éeéundo del citado-articulo 19 de-
la ey de Amparo sefiala que nb obstante lo dispuesto en el pa--
rrafo primero, el Presidente de la Republica puede ser represeg
tado por los secretarios de Estado y jefes de depértaméﬁto a --
éuienes corresponda €l asunto materia del amparo, o a los subse
cretarios, secretarios generales y oficiales mayores de dichas-
depepdencias, durante las auseéncias de los tituiares respecti--
vos de las mismas,’'y segdﬁ la distribucién de funciones que ha-
ce’la Iey dé Secretarias y Departamentos de Estado o por el)Prg
'curador General de la Replblica cuando el titular del poder Eig
cutivo le otorgue su representacién en los casos relativos a la

dependencia a su cargo, esto es, del cargo del procurador.
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1. LA ACCION EN EL PROCESO CIVIL
A) IMPORTANCIA DE SU ESTUDIO

“El ilustre mentor argentino Hugo Alsina comenta que a -
'trévés:dé“un‘largo proceso histdrico, el Estado absorbié por --
“Compléto*ié‘tutela del ordenamiento juridico, prohibiendo, des-
"de el derecho romano, el empleo de la violencia en la defensa -

privada del derecho, lo cual‘constituye -afirma- su funcién ju-
riédic¢iohal;'ieconOciendo en los individuos la facultad de re-
querirle su intervencidn para proteger un derecho que se consi-
dera }?Siopgdo,»él ser imposible la solucién pacifica del con--
‘fl}gtp,:kA esa fgcultad se designa en doctrina con el nombre de
"acciénﬁ y ella se ejerce en un instrumento adecuado al efecto,
esto es en el '"proceso". Jurisdiccidn, accién y pfocesoA-conti
nia sefialando Alsina- son asi conceptos correlativos, que for--
. man }gsmgrgggaspectos fundamentales delkDerecho Procesal, cuyo-
g???teP?dS,fs gl_conjunto de normas qué regulan la actividadvjuf

1
risdiccional del Estado.

C U Eseribe el invocado autor argentino que el vocablo "ac-

tiéfé"en"dérecho y alin en el derecho procesal numerosas -
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acepciones. Nos dice: "En efecto, el proceso tiene por objeto-
la decisién de una litis conforme a las normas del derecho subs
tancial y en €l intervienen por lo menos tres sujetos: el actor,
el demandado y el juez; este iltimo en ejercicio del poder ju--

risdiccional del Estado“.2

Cabe sefialar que para llegar a los conceptos de "accidn"
que en la actualidad se esgtudian, aquei vocabo hubo de sufrir -
mﬁltiples‘variéciones, leﬁta y gradualmente, evolucidn que par-
te de las eécuelas romanistas, continuando en la clasica y re--
cibiendo, después, la influencia de las escuelas alemana, fran~
cesa, italiana, hasta llegar a‘las posturas dltimas de nuestra-

época.

A continuacidén expondremos algunos criterios, los méas -
relevantes, que pretenden explicar la naturaleza juridica de la

accidn.
B) NATURALEZA JURIDICA®

J. Chiovenda nos habla de la accidén como “"el poder juri
dico de dar vida (porre in essere) a la condiéién para la actua

cidén de la voluntad de la ley“.3

Ya que si bien es cierto que-
el fin principal de una obligacién juridica es la ejecucidn de-
la ley, no todas las normas que regulan las relaciones entre --

los sujetos juridicos son ejecutadas por el obligaddf'ni todas-
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esas normas tienen una naturaleza adecuada para poderse ejecu--
tar por el particular. En muchos casos la actuacidn del dere--
cho es realizada por Srganos publicos. Peré estos Organos pro-
&een la aplicacidn de la ley por su iniciativa, es decir, por -
deber de oficio, o bien, pueden hacerlo solamente a peticién de
parte -y he a@ui la actualizacidn de la norma juridicé- en este
Gltimo caso la actuacidn de la ;ey depende de una condicidn: la
manifestacidén de voluntad de un particular, el cual decimos que

tiene "accidn".

El derecho de accidn aspira a conseguir el bien garanti
zado por la ley, accidn que tiene érigen en el derecho subjeti-
vo (real o personal) derivado de la norma. Existe entonces, un

’ P ' iy ) L. 4
estrechisimo lazo entre la accidn y la obligacion, puesto que-
ambas se dirigen a la misma voluntad concreta de la ley que ga-
rantiza un bien determinado y tienden a la consecucidn de esté-
mismo bien, aunque, por caminos y medios diferenﬁes. Accidn v~

~obligacidén llenan la voluntad concreﬁa de la ley, més la accién
‘no es una sola cosa con la obligacidén,no es el medio para ac---
tuar la obligacidn, ni un efecto de la obligacidén, ni un elemen
to ni una funcion del derecho subjetivo, sino un derecho distin
- to y autdnomo QUe ﬁace y puede extinguifse iﬁdependienteménte -
de la obligacidn. De agui gque permaneciendo inmutable la norma

.

que rige la obligacidn, puede cambiar la norma (procesal) que -
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rige la accidn.

La estrecha relacién entre accidn y obligacidén se obser
va si se considera que satisfecha una obligacidn mediante la ~--
prestacidn del obligado se extingue la accién, y satisfecha la-

accién en la ejecucidn forzosa, se extingue la obligacién.

“La accidén, es un derecho sustantivo, qué consiste en -~
una relacién‘entre la voluntad de un particular y la organiza--
cién juridica. Este poder puede encaminarse a la actuacidén de-
la ley de diferentes maneras: en forma de 'declaracidén' median-
te sentencia, en formakde Aplicécién de medidas de ‘'previsidén',
de meaidas 'ejecutivas'. La sentencia puéde declarar pura y‘-~
simplemente la voluntad de la ley (sentencia‘de declaracidn) o-
declararla como preparacidn para su ulterior actuacidn (senten-
éia de condena) ; alguﬁas veces la sentencia pfoduce efectos ju-
ridicos que la parte tenia derecho de producir en viftud de un-
derecho potestétivo (sentencia constitutiva).‘ De la s?ntencia-
‘nace un nuevo podér juridico que tiende a la actuacidn de la de
claracién de voluntad contenido en la sentencia (accién ejecuti

va, ‘actio judicati'). En todos estos casos hay accién".5

Esta teoria expuesta en Italia por Chiovenda y seguida-
en Alemania por Weismann, concibe la accidén como un derecho po-

testativo, y precisamente como la facultad de obtener lakactuaf
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cidn del derecho objetivo.

Rocco6 califica de impropiedad técnica al concepto de -

*degecho potestativo. "El derecho potestativo no es m&s que un-

derecﬁo éue se‘agota en una simple facultad a la que no corres-
ponde ninguna obligacidn en otro, c;mo no sea la necesidad de -
soportar los efectos juridiéos produéidos bor el ejercicio de -
aquella facultad..., afirmar la existencia de un defecho al que

no corresponde una obligacidn, es afirmar una cosa inadmisible.

El derecho como norma de conducta, impone mandamientos o prohi-

biciones a los que corresponden obligaciones de hacer o de no -

‘hacer. En esto consiste la naturaleza general imperativa del -

derechq. Pero si el derecho es imperativo, si consta de manda-

mientos o prohibiciones, es evidente gue no pueden existir los-

1llamados derechos potestativos, porque de todo mandamiento o --

prohibicién deriva un derecho y una obligacién juridica corres-

pondiente".

“De”1o anterior se desprende que no puede hablarse de de

recho potestativo, sino més bien de facultades contenidas en -~

los derechos subjetivos, a los que corresponde no una obliga---

_cién particular sino sélo la obligacidn determinada en forma ge

”_né;igagrcqrrespondiEnte al derecho de que forman parte. En tal-

_forma, lo
R At RS Y o

£se _género,

1

amados derechos potestativos son "facultades" de -

84
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No éuede dejar de reconocerse la eficacia juridica de -
la voluntad individual‘para ei ejercigio de cierta activiﬁad -
por parte de los organos del Estado por lo que estamos en pre--
sencia dé Qn interés individual independientemente proteéido -

frente al Estado.

Para F. Carnelutti la accidén es actividad juridica por-
excelencia, se traduce "en una serie de actos que producen con-

. e 7
secuencias juridicas".

Desde el inicio del litigio, hasta la existencia de las
pruebas o los bienes, que son instrumentos de que el proéeso se

sirve, hay toda una serie de hechos,8

gue no se coloéan‘por si-
SOIOs>én£e loé ojos del juez, sino que es‘préciso due aiguien -
los fraiga al prOCGSO. 'Después dencuando han sidb llevados, es
préciéd manejarlos conforme a normas juridicas o a feéi%é de4e§
periéncia, para extraer de ellas la aplicacidn deyla ley, que -
conétituye la substancia tanto de la sentencia como del provei-

miento ejecutivo. Esas dos actividades se designan mediante --

los nombres de "accidén" y "Juicio®.

En la teoria de Rocco "derecho de accidn, es el derecho
por parte de los ciudadanos, como tales, de pretender dél‘Eéta-
do elvéjercicio de su actividad péra‘la satiéfaéciéh deAlééiin—
tereseé émparados por el derecho y el deber coffelaﬁiéo'éélﬁés—
9

tado de intervenir a peticién de aquellos". A tal derecho de-

56



accidn lo clasifica en la categoria de los derechos pablicos --
subjetivos,‘asimismd de los derechos civicos, por cuanté tiene-
por objeto una prestacidn pér parte del Estado de su actividad-
jurisdiccional para la declaracidn del derecho incierto y para-

la realizacion forzosa de los intereses de tutela cierta.

Se caracteriza por ser un derecho abstracto, en el sen-
tido de que prescinde de la existehcia efectiva de un derecho -
material concreto. Lo demuestra el hecho de que éualquiera pue
de ejercer el derecho de accidn, es decir, puedé provocar los -
6rgan0§(jurisdiccionales del Estado, aun cuando en realidad no-

tenga un verdadero derecho material que hacer valer.

Luego no siempre la accidn es un derecho a un "acto de-
terminado y favorable, sino que puede, en algunos casos, s€r -=-
simplemente un derecho a un acto del Estado, independientemente

de su chtenido".lo

En los fines perseguidos por el actor, ob-
tener una sentencia favorable es el fin. remoto que el derecho -
no toma en consideracidn de modo algunc; pero el fin préximd,wo
sea el interés que ﬁniéamente el derecho protege, es el de obfg
ner una sentencia, es decir, la declaracidén de una relacidn in-
cierta. s6lo de este modo -explica Rocco- el derecho de accidn
puede corresponder también al que no tiene el derecho material,
y sélo asi puedé darse .al proceso una base.éﬁténoma, indepen---
diante del derecho‘privédé. . | |
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Hugo Alsina nos dice en su Tratado Tedrico Préctico: --
"pPensamos que la accidn es un derecho piblico subjetivo median-
te el .cual se requiere la intervencidn del Srgano jurisdiccio--

nal para la proteccién de una pretensién juridica".ll

Accidén y jurisdiccidén son, por lo tanto, conceptos que-
se corresponden, y llevados a un Ultimo andlisis, podria decir-

se que "la accién es el derecho a la jurisdiccidn".l2?

La pretehsién que se deduce en la accidn, podrd o no ---
prosperar -dice Alsina- segﬁn qué ella esté o no amparéda por -
una norma sustancial, pérb en cualguier caso la accidén se habra
ejercitado y la acfividad jurisdiccional se habri puesto en mo-

vimiento.l3

C) ELEMENTOS DE LA ACCION

Considerada la accidn comé un derecho auténomo, se ad--—
vierte la presencia en ella de tres elementos: los sujetos, el-

objeto y 1a causa.

a) E1 problema de la determinacidn de los sujetos esta-

vinculado al de la naturaleza juridica. Dice Alsinal?

que defi
nida la accidén como un derecho piblico subjetivo contra el Esta

do para proteger una pretensidén juridica material,’es facil ad-

vertir que en la accidén existen dos aspectos: uno de carédcter -
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procesal y otro de caricter substancial. Desde ese segundo pﬁg
to de visté, el sujeto activo es el titular de la relacidén juri
dica que‘sé pretende amparada por una norma legal, por lo que —.
en el proceso se llama 'actor', y el sujeto pasivo es aquel ---
frente al cual se pretende hacer valer esa relacidén juridica, -
por lo que se llama ‘'demandado'. Pero actor y demandado, son -
sujetos activos de la accidn en su funcidn procesal, en cuanto-
ambos ‘pretenden que el juez, sujeto pasivo, haga actuar la ley~

‘en ‘su favor, admitiendo o rechazando la pretensidén juridica.15

b) Siguiendo con el procesalista argentino Alsina, nos-
dice que una situacidn similar se presenta en cuanto a la deter
minacidn GEL‘objeto; o sea, el efecto al cual se tiende con el-
ejercicio de" la accién (petitum). La doctrina moderna demues--
tré“qﬁe‘io‘dué el actor busca, en realidad, es una sentencia --
que declare si su pretensidén es o no fundada. En ambos casos -
el Estado, mediante la institucidén de la cosa juzgada que nace-
de la ‘sentencia, habra satisfecho el interés piblico restable--
ciendo el orden juridico, y habrd satisfecho el interés privado
haciendo actuar la ley en favor de alguna de las partes; es de-
cir, que en definitiva la accidn habra desempefiado su funcidén -

social.l®

¢) La "causa" es el fundamento del ejercicio de la ac--

L3

cién. Normalmente -asienta Alsina- comprende dos elementos: un
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derecho y un hecho contrario al mismo, de cﬁya presencia nace -
la préfeﬁsién juridica al recbnocimiento del derecho, y €sta es
la éausa en la accidn de condena. En la éccién declarativa fal
ta esa relacidén contraria‘de hecho, pero supone la existencia -
de un obstéculo al ejercicio del dereché cuya remocidén pretende
quieﬁ la ejercita. En la accidn constitutiva el fundamento es-
td dado por la pretensidén a un nuevo estado juridico. En defi-
nitiva, la pretensién juridica deviene como fundamento dnico- de
la accidén, pero, como ella, a su vez, tiene como antecedente un
hecho constitutivo, es el analisis de éste lo que permite deter

. .17 ~
minar su esencia. , .

Nosotros sélo enunciamos los rasgos y caracteristiqas -
esenciales de eStOS‘treS elémentos, ya que el andlisis ylalcane
ce ¢oncre£os de los mismos depen hacerse al estudiar, en’éarti—
cular, cada uno de los distintos ti@os dé accidn en‘que los tra
tadistag la ﬁan dividido, estudio tal que rebasa los lineamien-

tos elementales que informan este tema de nuestro trabajo,
2. LA ACCION EN EL JUICIO DE AMPARO

Sobre el tema de la accidn de amparo han sido bien po--
cos los tratadistas que se han preocupado por elaborar un estu-
dio expreso y concienzudo, y como afirma Pix Zamudio, son mencs

adn los que la distinguen con precisién del derecho sustantivo.

18 : : ‘ . B
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Asi -sigue diciendo el citado autor- mientras en otras-
ramas del derecho procesal, nuestros jurisconsultos han acepta-
do la autonomia de la accidn, en materia constitucional no se -

ha establecido plenamente esta independencia.

Apﬁntamos yaveﬁ el inciso precedente, las ﬁotas esencia
les a la accidn en generzl, las que son imputables a la aécién—
de amﬁaro; asi pues,‘seré un derecho subjetivo pﬁblico que tie-
ne como finalidad el poner en‘movimiento al servicio pﬁblicong
risdiccional. Debemos ahora apuntar las notas caracteristicas-
y privativas de la accidn de amparo y establecer en qué consis-
te su finalidad éenérica y senialar cu5185 soﬁ los elementos --—-

esenciales de la misma.
A) SUJETO ACTIVO

De la lectura de la fraccidén la. del articulo 103 Cons-
titucidnal, el que seﬁala la procedencia en general del amparo,
inferimos’que la accidn constitucional respectiva opera en fa--
vor de cualquier gobernado que ha sufrido en su esfera de garan
tias individuales una violacidén por parte de cualquier autori——
dad. De lo antes dicho, el jurisconsulto Ignacio Burgoa infie-
re el siguiente concepto»de'sujeto activo de la relacidén juridi

co procesal: "Es el sujeto como.gobernado victima de cualquier-

contravencion a alguna garantia constitucional,‘cometida.por,——
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cualquier autoridad del Estado".19

No obstante lo anterior, también es procedente la ach—
cidn constitucional’cuando se actualizan las hipdtesis conteni-
das en las fracciones segunda y tercera del citado articulo 103
del cdédigo Politico; segun la fraccidén segunda del mﬁlticitado~
articulo, puede iniciarse el juicio de amparo cuando las sobera
nias locales se ven vulneradas pqr actos de autéfidades federa-
les, ocasionando con e€llo un agravio direéto vy personai. La --
fraccidn tercera del citado articulé 103 constitucional declara
la procedencia del amparé cuando‘son las autoridades locales de
los estados las que invaden o pretenden restringir o de hecho -
restringen la esfera de actuacién de las aﬁtoridades federales,

causando con e€llo un agravio a una persona.

Asentamos el concepto queé Ignacio Burgoca vierte en tra-
tandose dél sujeto activo que contempla la fraccidn la. del. ar-
ticuio 103 Constitucional. Corresponde ahofa hacer lo propio -
‘segin las hipdtesis contenidas en las fracciones'seguhaa y ter-
cera: "El titular de la accidn de amparo serd aquel gobernado -
en cuyo perjuicio tanto la federacidén como los estados, hayan -
realizado algin acto en contravencidn a su respectiva competen-
cia como entidades politicas soberanas, independientemente de -
que dicha contravencidn impliqué también una violacidn de ‘garan

tias individuales".zo
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segin: lo expuesto, Ignacio Burgoa encuentra que el pri-
mer_elemeﬁto de accidén, o sea el actor o titular de aquella se-

bifurca-en-dos diferentes concepciones:

a) El que contiene la fraccién la., del articulo 103 -~
Constitucional y que ya comentamos, o sea cuando un gobernado -
es victima de ‘una violacidn a sus garantias individuales por --

cualquier autoridad estatal en virtud de un acto, o de una ley.

b) La contenida en las fracciones 2a. y 3a. del érticu—
lo 103 ‘Constitucional, en virtud de la cual, autoridades loca--
les o -federales se invaden mutuameﬁte mediante la realizacidén -
vde,algﬁn acto particular o la expedicién de alguna ley lesiva a
los intereses personales v que con ello contravengan su respec-
tiva esfera de actuacién administrativa, con independencia de -
que aquélko’ésta»impliquenAo no alguna violacidén a las garan---

tias constitucionales del gobernado.
B) SUJETO ; PASIVO

=i« o Siguiendo él'orden'establecido él'tratar del primer ele
@entd«de:la*accién; rios encontramos que el suijeto pésivo, de --
conformidad. con la fraccidén la. del articulo 103 Constitucional,
estd constituido: ~afirma Burgoa+~ por cualquier autoridad esta--
tal;=de.cualguier - naturaleza politicaVconstitucidnal quevsea, -
quesyiole las:garantias individuales por una’léy o un acto en ~:
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sentiao estricté. Y de acuerdo.con las fracciones 2a. y 3a. el
sujetoipasivo’se integra, respecti§amente, por lés autoridades-
federales o por las locales que hayan producido la invasidén en-
la Srbita de competencia poliiica soberana que no les incumba,~

con el consiguiente agravio individual.

Esta es la tesis que, en términos generales, es unénime
mente aceptada por la mayoria de los autores y con la que esta-

‘mos acordes.

sih embargo, Eduardo Pallares sostiene queé contra lo --
Que generalmente se afirma por los jurisconsultqs mexicanos, el
sujeto pasivo de la accidn de amparo es el Srgano jurisdicciOw—
nal feaeral que conoce de dicho juicio. Asegura que los juris-
~conéultos que creen que el sujeto pasivo es la autoridad respon
sable, se quedaron con la concepcidn que tuvo su origen en una-
mala interpretécién del ;exto que aparece en la éompilacién de-
Justiniano y que se atribuye al jurisconsulto Celso,‘pero que -
como queda dicho,vtal manera de concebir la accidn procesai va-
pasé a la historia. En la actualidad, afirma, la mayoria de --
los procesalistas sostienen la tesis de que es un derecho subje
tivo de orden piblico, cuyo sujeto pasivo es el Estado o el 6r-
gano jurisdiccional encargado de impartir justiéia. Sigue di--
ciendo'Péllares que este derecho que por su propia naturaleza -

es un derecho'subjetivo de orden publico, consiste en obtener -
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de los ﬁfibuﬁaleskcu$plida vy eficééijusgiéi;: Es un derecho --
que ia 1ey otorga no ;onffg el déﬁéﬁda&é‘éh el juiéig,‘siﬂo con
tra los 6rganoérencargado§ derédﬁih;sfféf justiciaha lo;kéuevla
uexige el éétbf?zik o | o |

C) CAUSAS

Segun Burgoa la causa es el tercer elemento de la ac~--
cidn, la que a su vez se¢ subdivide en causa remota y causa pré-

‘xima o causa petendi.

Sseglin Chiovenda, la causa remota de la accidén en gene--
zfaifés'aquélié situaciéﬁ juridica.cOﬁcreta que permite al indi-
Qidub‘EI impétrér ia intéfvencién dé’los 6fg$nos jurisdiccioné»
Tles parAIQué éstos hagéﬁ actuar en su favor,jlé‘voluntad de la-
‘léy.>vPef6; QEﬁél eéﬁeéa éituaéién 5uridiéa‘en traténdose de la
kééciéﬁaen él‘juibio de amparo? Comb‘hicimos‘énteriormente, ng
feﬁés eﬁfécar nuééﬁra atencién a las hipéteéis de précedencia -
constitucidnai qﬁe se éonsagrén en ias fracciones pfimera, se——~

gﬁnda y tercera del articulo 103 de nuestra Ley Fundamental.

Como- quedé dicho, la fraccién la. del articulo multici-
tado de nuestra constitucidn enmarca la proteccidn de las garan
tias al gobernado, siendo ese precisamente su objeto primordial.
Siguiendo a Bonnecase, este precepto contiene situaciones juri-
dicas abstractas.
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Estas situaciones.pueden ser referidas individualmente—
a cada gobernado, siendo en esa referencia partiéular, como se-
producen las situaciones juridicas concretas atendiendo al esta
tuto juridico que las contiene. TLuego, de conformidad con la -
mencionada fraccién la. del articulo 103 constitucional, la cau
sa remota de la accidén de amparo, es decir, la situacidn coﬁcrg
ta gue hace posible la consecucidn del objeto pE;seguido, es la
 ~posici6n juridica del gobernado frente al estatuto constitucio-.
nal que contiene las garantias individuales y que automdticamen

te lo convierte en su titular individualizado.22

M&s, ¢cudl es la situacidn jufidica concreta?, icudl es
la causa remota de la accién del juicio de‘garantias en las ---
ffacciones 2a. y 3a. del artiéulo que marca la procedencia del-
juicio de amparo? Comencemos por mencionar el articulo 124 de-
la Constitucidn Federal, que reza: "Las facultades que no éstén
expresamente concedidas por esta constitucidn a los funciona---
rios federales se entienden reservadas a los Estados". De lo -
>anterior‘se infiere que existen dos diversas d&rbitas de cbmpe-—
tencia entre las autoridades federaies y las estatales. Asi, -
1& esfera de competencia federal estd compuesta pbr todos aque-
llos preceptos constitucionales que imputan atribuciones y fa--
cultades a la federacidn y por aquellos cuerpos legales s€cun--
darios qgue reglamentan y organizan esas atribucionés v faéulta—
des. En lo tocante a las autoridades locales, si bien su esfe-
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ra ‘de cpmpetencia,lde cénformidad,con el articule 124 constitu
‘cional~citado,\po se encuentra fijada expresamente, si en. cam--
q?}9:e$¢53€oﬁstit9ida PQr ordenamientos normativos en los que --

las mismas entidades fEGeiativas han’organizadé»su competencia-.

constitucional de carécter reservado a través de sus constitu--
iéiénég;loéélééw§ leyes idcaleshreglamentariés;

A&E :yigta dg_esas esferas de qompetenciatentfe la federa
m9i§EJ¥3;9§:e$t§gos! perfectamente delimitada, y como consecuen-
.cia de las respectivas situaciones juridicas abstractas en que-
ngﬁt;a@ugenlne; gobernado en particular deéiva} para si,.una.co
‘;;e%gtiyai§ituagiég juridica'concreta, consistente en la posi--
“gL@gfeg qg?lsg;gngqentra frente a las autoridades,federales-0 a
};égb%ggqlgﬁ“enﬁelmsgntidp.de que solamente,puedeyser»afégtad0'~
vppgEcqa;gqigxa,dﬁwellas, en el caso de que actiéen déntfo,de,suf
cgmp%;@nc@a.%?VhIgnacio;Burgoa, de lo anterior, concluye .que.la
kCéQF%,fG@gFéldexla gccién contenida en las fracciones 2a. y 3a.
qu¥:35§i95¥9,%03 ?onstitucional, esté,formada,p&r esa situaciodn
juridica Sgpg;etg,vque se deduce,para el individuo de esa situa
cién juridica ahstracta de competencia entre las soberanias lo-

cales y federales en los términos que se acaban de sefialar.

.. Por otro lado, al referirnos a la causa préxima o causa

petendi, en _la accidén en general, vimos que Chiovenda afirma --

que es aquel "Estado contrario a derecho”, o, como.dice Ignacio
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Burgoa, aquel suceso que provoca una contravencidn o un incum--—
plimiento a las condiciones o modalidades de la situacidén juri-
dica concreta. Orientemos ahora esta causa préxima en relacidn

con el juicio de garantias.

Segln la fraccidn la. del multicitado articulo 103 Cons
titucionél; la causa prdéxima es aquel suceso que produce una al
teracién a la situacidn juridica concreta del gobernado; es una
violagién al status particﬁlar cuyo conteniao'eSté,constituido-
por las garéntias individuales. La violacidén podria llevarse a
cabo mediante un acto de autoridad en sentido estricto 0o por --—
una ley. O sea, que la causa prdéxima o causa petendi de la ac-
cidn de amparo, desde el punto de vista de la‘ffaccién primera-
del articulo 103 éonstitucional es, segin Burgoa,‘"La violacién
cometida por una ley o un acto de cualquier autoridad del Esta-
“do, contra las garantias individﬁales que forman el contenido -
del‘estado juridico personal o situacidén juridica éoncreta co--—
rrespondiente”, que es la causa remota de dicha accidn, en los-

términos y bajo el concepto expresados con antelacion.

"Segun las fracciones 2a. y 3a. del aludido apartado --

. . L ]
constitucional, la causa préxima de la accidén de amparo estard-
constituida por la ley o acto mediante los cuales la federacidn
o las autoridades locales, contravienen la Srbita de su respecé

tiva competencia como entidades politicas soberanas dentro del=-
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l.,égimen federal,‘en‘perjuicio de algin gobernadc",24

D) OBJETO Y FINES

Este juicio tiene dos finalidades, una de caracter gene
ral y otra de indole particular, y rigurosamente individual, si
se respeta y cumple lo que ordena el articulo 107 Constitucio--

nal en su fraccidén segundc.

El fin mediato v general de la accidén de amparo consis-
te en mantener el orden constitucional y el principio de legali

dad.

En cuanto al primero; lo hace en dos capitulos muy im--
portantes: a,saber, en lo concernienté a las garantias indivi--
duales que otorgan los primeros 28 articulos de la Constitucidén
y también como medio para mantener incSlume el sistema federal-
establecido por nuestra Ley Fundamental. Asi se déduce sin gé-
nero de dudas del articulo 103 de la Ley Fundamentai y lo. de -

la Ley de Amparo.

El fin préximo o inmediato de la accién de amparo es --
conceder a la entidad juridica que lo ejercita, la proteccidén -
de la justicia federal, lo que se realiza en los términos cla--
ros y precisos de la llamada "Férmula Otero", que se encuentra-
en la fraccidén 2a. del aiticulo'107 Cénstituéional; que a la le

tra dice:
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"La sentencia ser& siempre tal, que sdlo se ocupe de in
dividuos particulares, limitédndose a ampararlos y protegerlos -
en el caso especial sobre el que verse la queja, sin hacer una-

declaracidén general respecto a la ley o acto que le motivare" .25

Por otro lado, el maestro Burgoa comeénta en la obra a -
que hemos hecho referencia que, no es pdsible contraefse arsoLg
citar la prestacidn del servicio jurisdiccional sin perseguir -
un objeto especifico y determinado, es decir, sin obtenef una -
pretensién del Srgano estatal de que se trate. Por lo tanto, -
lo que en realidad se ejercita eé una accidn espécifica, o sea,
una accidn que tenga un objeto determinado mediante la presta—¥
cidén del consabido servicio. ﬁo es posiblé acudir a la presta-
cidn del servicio jurisdiccional sin un determinaao fin preciso,
que es la pretensidn, lé cual implica, el objeto especifico mis
mo de toda accidn especifica, Unica que es susceptible de enta-

blarse en la realidad juridica.

Sin el cbjeto del concepto abstracto de "accidn en gene
ral" (prestacidén del servicio pﬁbliéo jurisdiccional) pﬁedé dig
tinguirse de la pretensidn; ésta no puede divorciarée del obje-
to especifico de cada accidn en particular por existir entre --

los dos una indisoluble identidad.

Las anteriores aseveraciones sientan el precedente para
dilucidar si la accidn de amparo es auténoma o no, y hacia el -
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egclarecimiento de su objeto.

La accidn de a@paro se deduce ante los 6rganqs‘jurisdig
cionales federales, y excepcionalmente ante el superior jerar--
quico:Qel_juez quekhaya efectuado la violacidn alegada segin lo
preceptuado por el articulo 37 de la Ley dé Amparo: o sea, el -
objetp de la accidn de amparo consiste en que, a través de la -
pxestacién del servicio jurisdiccional, se imparta la tutela al
gobernado en contra del acto de autoridad (Lato sensu) que le -
infiere’un ggravio por violacidén a las garantias‘constituciona-
les o por igtervencién del régimen federal o local. Esa protec
qién‘conllevavla invalidacién del acto agraviante para«resti~——
tqir,las cosas,al estado en que se encontraban antes de su rea-
;izgcién, reponiendo al sujeto agraviado en el éqce de sus dere
ghos‘constitucionales. Es pues, la pretensidn del queijoso que-
ejercita la accidn de amparo ese mismo objeto especifico, pues-
seria absurdo solicitar tal prestacidén jufisdiccional paré qué—
no se le administrara dicha proteccién contra el acto de autori

dad agraviante.

""De ello resulta que la consabida pretensidn y el 6bjeto
ésﬁééifiéo'déwlé'accién de amparco se identifican cabalmente sin
R R P R 27
que puédan sépararse.
-..B) CONCEPTO

«.Ignacio Burgoa define de,la‘siguiente manera lLa accidn-
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de amparo: "Accidén de amparo es el derecho piblico subjetivo -—--
(caracferistica genérica), que incumbe al gobernado, victima de
cualquier contravencidén a alguna garantia individual cometida -
por cualquier autoridad‘estatal, mediante una ley o un acto (en
estricto sentido), o a aquel en cuyo perjuicio éanto la redera-
¢idén como cualquier Estado, por conducto de un acto concreto o-
la expedicidn de ﬁna ley, hayan infringido su respectiva compe-
tencia como entidades politicas soberanas (sujeto actiVo),‘derg
cho que se ejercita en contra de cualquier éutoridad, de la Fe-
deracidn o de las autoridades locales, en sus respectivos casos
(éujeto pasivo o demandado), y con el fin de obtener la réstitu
cidén del goce de las garantias violadas o la anulacidn concreta
del acto (en sentido amplio) contraventor del régimen de compe-
tencia federal o local, por conducto de lbs 6rganos jurisdiccio

nales federales (objeto)".
F) NATURALEZA

Quedd asehtado que la causa remota de la acqiénide anmpa
ro, en las diveréas hipdtesis de la fraccidén la., asi como de -~
la segunda y tercera del articulo 103 Constitucional, consistia
en la posicién o situacidén juridica concreta que el‘gobernado -
guarda, resultado, por un lado de la referenciaiparticular del;
estatuto‘constitucional gue contiene ‘las garantias individuales

y, por otra parte, de la implicacidn concreta que.se hace :a su-
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favor respecto de una situacidn juridica abstracta que estable-
ce la delimitacion de competencia federal y local. Es autoriza
do, pues, sosténEr que en amboé casos, la situacidén concreta de
derecho en que se encuentra el sujeto titular de la accién de -
amparo, es de indole cOnstitucionai, puesto que se traduce en -
la referencia particu.ar que se hace avuna persona, en su carac
ter de gobernadé, acercé de hipétésis constitucionales abstrac-

tas.

Por tal motivo, la accién de amparo, que e€s el medio de
salvaguard;a de esa situacién juridico consti#ucional concreta,
tiene forzosamente que participar @e la naturaleza de ésta, por
lo que debemos llegar a la conclusién de que se trata de una ac

cidén constitucional.

Esta naturaleza estd corroborada por el objeto mismo a-
que tiende dicha accidn, que no es otro que "restituir al agra-
viado eﬁ‘el goce de la garantia violada y nulificar la ley o ac
to en que ée hubiere traducido la infraccidén al régimen de com-
petencia federal y local, mediante la intervencidén del Poder Ju

dicial Federal".28

Ahora bien, cuando éste realiza concretamente el objeto
de la accidén de amparo, propiamente tutela al orden constitucio
nal en sus‘diveréos.aspectos, al declarar su supremacia contra-
las actividades de lasAautoridades del Estado quefviolen la ---
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constitucidén al contravenir las garantias individuales y al ex-

cederse o actuar fuera de su Srbita de competencia respectiva.

Eduardo‘Pallarés concibe la accion de ambaro como una -
accidn de nulidad para dejar sin efectos juridicos el agtorré--
clamado Y, €n consecuencia, volve; las cosas al estado de heéhé
que tehian antes de que se mandara o ejecutarével propio aéto.—
Lo anterior lordeduce del articulo 80 de la Ley de Amparo; que -
a la letra dice: "La sentencia que conceda el amparo tendrd pcr
objetb restituir al agraviado en el plenc goce de la garantia -
individual vioclada, restabieciendojlas cosas al e€stado qué guar
daban antes‘de>la violacién, cuando el acto reclamado sea de ca
récter positivo y cuando sea de caracter negativo, el efecto --
del-amparo serd obligar a la autoridad responsable a que obre -
en el sentido de respetar la garantia de gue se trate, y a cuﬁ~
plir, por éu parte, lo que la mismé garantia exija"f Dicg Pa—-~
lla?eé que la accidén de ampéro es, pues, tipicamente personal‘—
porque solamente puede iniciarse por la perséna qﬁe hé sido vic
tima del atentado constitucional, y también’principalmente por-
la especial proteccidn que ellé‘otorga a la‘persona a quien sef ;
ampara en los términos de la fraccidn 2a. del articulo 107'Coﬁ§

titucional.
Por su parte, el maestro Fix Zamudio opina queé con .res-
pecto a la jurisdiccién, que es la,contrapartida del derecho de .
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aqcién, pero que al mismo tiempo implica una potestad, en nues-
t:é pais existe una verdadera jurisdiccidn constitucional en --
virtgd‘de‘gue el.proceso de amparo se€ hace valer exclusivamente
en viatde accién v, ademds y fundamentalmente, porque la fun---
cidn jurisdicéional‘constitucional seé realiza en principio por-
los»tribunales de la rPederacidn (articuio 103 Constitucional), -
puesto que la intervencién de los tribunales comunes en la re--
!paracién constitucional (articulo 161 de la Ley de Amparo), y -
en los casos en que se reclame la violacidn de cierﬁos derechos
fundamentales cpncerniéntes a la libertad personal (articulos -
3?‘a 41fd¢‘la Ley de Amparc) se realiza en auxilio de la justi-

cia federal.3o

Quedsd sentado antériormenfe que la autonomia de la ac--
cidén en general implica que ésta pueda surgir y vivir sin que -
previamente_exista un derecho sustantivo que sirva de base o -~
apoyo; cabe preguntarse si esto es posible tratandose de la ac-
cién de_amparof Siguiendo la interrogante del maestro Burgoa, -
gguede,nuestravaccién de control‘intentarse sin que haya una --
violggiép;ovupa situacidén juridica concreta previa?, evidente--
mente que:en gn.terreﬁo estrictamente 1logico juridico habrd de-
contestarse queé .no, pues como se puede deducir de la lectura --
gel §rt;qu9‘LQ31Constitucional, la procedencia del jucio de am

paro, se.suscita siempre y cuando exista una violacién a las ga-
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rantiasvdel gobernado, una vulperacién o restriccién a la sobe-
rania de los estados o a uﬁa invasién“pOr parte de €stos a la -
esfera competencial de las autoridades federales. Ahora bien, -
como no puede haber contravencion o infraccidn élguna éin»aigo—
quekse contravenga, esto es, sin una situACién cuyo contenido -
positivo o neéativo sea uno o varios derechos;'luegb el ejerci-
cio de la accién de amparo, cuya causa proxima es ese acto in--
fractor, presupone siempre la existencia de un estado suStéﬁtif
vo préevio. - Légicamente se infiere gue la acéién‘de”émpéro, co-
mo cualquiera otra accién especifica, no tiene*autOhbmfa‘ngica
31

o intelectiva, pues al -ejercitarse, el gobernado siempre invo

ca su causa remota y su causa préxima.

Sin embargo, la accién de amparo si tiene dna"autondmia
procesal o real, puesto qﬁe se pmedéAEntablar sin que vérdadérg
mente exista el acto de autoridad que se impugna icaﬁéé‘préiima
o petendi) y en cuya auseﬁcia dicha accién no pﬁedé légrar su -
objeto especifico, es decir, la pretemnsidn del agraﬁiédo} asi -
comé‘en el caso de que, resultando cierto elyacto'feéiémadd;"§
te no se repute inconstitucicnal por el drgamo jurisdiccional -
de control constitucional o no se analice su inconstitucionali-
dad por alguna causa de improcedencia del juicio. ”Eﬁ 6tréé{pa—
labras, dicha accién no consigue su objetivo, consistente en -=-

gue el agraviado cbténga la protECéién'fedéfai‘céﬁtfécél:écfé -
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de autoridad que lo afecta (pretensidn), si se le niega esa pro
teccidn o si se sobresee el juicio de amparo, aunque el Srgano-
jurisdiccional de control haya sido puesto en actividad median-

te su ejercicio.

Sin embargo, otro ilustré estudioso de nuestro juicio -
de amparo, Fix Zamudio, afirma qué no es exacto que para la pro
cedencia de la accidén de ampaio se requiera una violacidn de ga
rantias, sino que dicho requisito es necesarié para obtener una
sentencia favorable, es decir, para que la pretensidn del acfor
se conéidere fundada; y, por tanto, el Gnico presupuesto de la-
accién de amparo es la existencia de un litigio constitucional-
y sus Unicos elementos son la capacidad de accionar, instancia-

'y pretensidn.

Afirma Fix Zamudio que los que spstienen el caricter --
concreto de la accidn, dirigida a obtener una sentencia favora-
ble, confunden la accidn propiamente dicha, con la'pretensién,4
y més particularmente, con la pretensién fundada. Dice que es-
por esd que Guasp propone gue el concepto de accidn sea’elaborg
do fuera del émbito del derecho procesal, y su lugar en esta --
disciplina deba’ocuparlo el concepto de pretensidn; entendida -
como la "declaracidén de voluntad" en la que se solicita una ac-
tuacidén del Srgano jurisdiccional frente a persona determinada-

y distinta del autor de la declaracién.32
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Sigue dicieﬁdo Fix Zamudio que en cuanto a lo que‘nues-
tros tfatadistas denominan presupuéstos y causas de improceden-
cia de la accidén de'amparo, son en‘realidad presupuestos o cén—
diciones de una resolucidén sobre el fondo, o sea, lo que Coutu-
re denomina presupuestos para la validez‘del prpceso, y\cuya -
faita determina no}la improcedencia de la accidn, sino de la -~

,
pretensidn, motivando el sobreseimiento del amparo.

Esta improcedencia de la accidn puede consistir en la -
falta inicial de requisitoé procesales; en el momento en que se
presenta la demanda, y entonces se denominé "inadmisibilidad", -
o bien, en las irregularidades procesales sobrevenidas en el -~
curso del proceso por hechos o actos materiales o juridicos, -~
que afecten la relacidén substancia, impidiendo un pronunciamieg
to sobre el mérito, y entonces se le,intitula'"improcedibiii?——

dad".

Las causas de inadmisibilidad de la pretensidén del que-
solicita la proteccidn constitucional, estén enumeradas por las

diversas fracciones del articulo 73 de la Ley de Amparo Vigente

~e

por cierto que este articulo habla incorrectamente de la impro-

cedencia del juicio de amparo, ya que aln en el caso dé S€r —-—=
inadmisible la pretensién, el juzgadof estd obligado a proveer-
la demanda, es decir, a instaurar el procesb, aunqﬁe el procedi
miento se reduzca al rechazo de la demanda, cuando é€sta conten-
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ga una pretensién inadmisible, dé manera manifiesta e indudable,
segun los articulos 145 y 177 de la ley de Amparo, rechazamien-
to que puede ser combatido por medio de los recursos de revi---
sién o de reclamacidn, segiin el caso, dando lugar a ﬁn nuevo --
procedimiento, el de iﬁpugnacién; Los motivos de improcedibili
dad, estan establecidos por el articulo 74 del mismo ordenamien

. s 33
to que se refiere al sobreseimiento.

Dice Fix Zamudio que la accidn de amparo {como todo de-
recho de accién), es dindmica y bilateral; es dinamica porque -
no se reduce a la'facultad de iniciar el proceso, a franquear -
la puerta de la jurisdiccidn, sino "una vibracidén continuada --
para que llegue a su destino" (pronunciamiento de fondo), que -
no se reduce al poder de dar el primer impulso a la jurisdic---
cidén sino también al de preparar para el juez la materia y el -

: . ., 34
programa de su providencia.

La accidén constitucional es bilateral porque pertenece-
tanto al promovente como a la autoridad responsable (y al terce
ro perjudicado, cuando existe, y que es al mismo tiempo coadyu-
vante y litis consorte'de la autoridad), por lo que se dice que
en todo proceso existen dos partes.accionantes, aun aunque res-
pecto del demandado derive m&s propiamente el nombre de reac---
cién o defensa, siendo de la misma entidad y opuesta a la ac---
cidén del promovente; y esto lo vemos méé claramente en los pro-
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cedimientos de impuémacién, en los cuales la parte demandante -—
puede ééumir la posicidén activa, es decir, de recurremte, lo —-
cual se explica dnicamente en virtud de gue en estos casos el -
demandado es accionante desde que comparece emn primexa instan--

. . . ‘ « . 35
cia, vy al recurrir no hace otra cosa qué seguir acciomando.
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A) LA SOCIEDAD MERCANTTIL EN GENERAL

1. Concepto

El maéstro Mantilla Molina dice que una sociedad mercan
til puede definirse como "el acto juridico mediante el cual los
socios se obligan -a combinar sus récursos o sus esfuerzos para-
la realizacion de un fin comin, de acuerdo con las normas, que-
para alguno de los tipos-sociales eh ella previstos, sefiala la-
Ley‘Mercantil".l Notemos también gue se habla de "socios" por-
indicar uné pluralidad de personas, ya fisicas ya morales, pues
to que el concurso necesario de cierto nimero de personas res--
ponde al fin econdmico del acto juridico: se trata de reunir ca
pitales y eventualmente de asegurar una labor comin. La forma-
juridica de ia éociedad‘no se pone, al menos en priﬁcipio, a —-
disposicidén de una solé persona que quisiese aprovechar para si
las veﬁtajas que aquella presenfa. De agui que en la mayoria -
de los paises, incluyendo el nuestré, se proscriban las socieda
des de una‘pergona, comportando tal hecho la disolucidn y ligqui
daciSn de la sociedad. No'obstahte, la realidaa acusa que los-
llamados "socios de paja" se encargan de hacer nugatorias‘las -
disposiciones legales eh este sentido. -
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Es preciso, sin embargo, observar que algunas sociedaé—
des nacionalizadas han sido mantenidas bajo la forma juridica -
de sociedad, a pesar de que el Estado ha reunidoven sus manos -

‘ . . 2
todas las acciones o partes sociales.

2. Naturaleza juridica

El referido autor mexicano dice no estar de acuerdo con
la posicién tradicional de considerar a las sociedades mercanti
les como un contrato, como en varias ocasiones lo sefiala nues--
tra legislacidn mercantil. Dice que desde fines del siglo pasa
do, y como consecuencia de la elaboracidén de la doctrina de los
hechos juridicos, se afinaron los conceptos de negocio juridico
y contrato, encontrandose que no podiaisubsumirse en este dlti-
mo concepto el acto qonstitutivo de una sociedad mercantil, que

es un negocio juridico de distinta especie.

Leon Duguit3 tampoco esta de acuerdo con lé concepciéﬁu
contractnaiista de las éociedades. Apunta que en éstas "no hay
interdependencia entie las voluntades. Hay identidad y cohcbmi
tancia de quereres. Quieren al mismo tiempo una’éosa,.determi—,
nado por la misma fiﬁalidad. Hay, simplemente, una pluralidad-
de declaraciones unilateraies de voluntad... La exérésién, ac-

to colectivo, parece caracterizar exactamente esta situacidn".

‘En efecto, los articulos 1792 y 1793 del cddigo Civil -
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pg;a ei Dis%?itpiFeéeféi §igehte, dicén qge ééﬁtraﬁo ésvﬁn -5-;
;cué;d; dé.Q;iunfédes gue produce o transfierelobliéééiones. <~
'ﬁfééti;éﬁénté;vdé’io dicﬁ; en loé citadéévafticﬁloé no podemos_
Wdés;fénéé¥ﬂié‘?osibiiidad jurigicavde la créacién‘aé peréoﬁas-—

morales, puesto que excede en mucho a su contenido.

'Enggentra Mantilla Molina que en el aspecto puramente -
creadgrﬂde'qbligaciones y derechos difiere la sociedéd de los -
contrétgs; eghéstos las partes asumenvla ﬁnakel'carécter de ---
ag%ea@q;:y;}aﬁqtfa el de deudor, o ﬁien, ambas partes aﬁbas cé—
lidadesf En laysociedad, no; un socio no eskacreedof de ia ;——
p{egtac§6n §§‘la qué es deudgr otro sociﬁ; todos los‘socios son
deudores de sﬁ aportacidn, y‘acréedora de ella no lo es ninéuna
de las otras‘partes sino 1a>sociedaé misma, que se constitﬁye v

~adquidré’ personalidad juridica como consecuencia del negocioc --

‘rismo“del” que “nace.

"Los derechos de los socios tampoco tienen como correla
tos las obligaciones de los otros socios, sino que tiene el ca-

“rActer de obligada la sociedad misma que se constituye".

Donati afirma que en las sociedades, los socios tienden
a la satisfaccién de necesidades comunes, concurrentes o parale
L . , .
las.
©7 “rgin émbargo, la mayoria de los cédigos del mundo si de-
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finén a la éociedad meréantil como un contrato. Asi por ejem--
plo el Cddigo Civil francés en su articulo 1832 definé a la ——-
sociedad como "un contrato por el cual dos o més personas con--
vienen en poner algo en comdn con intencidn de‘répértir los be-

neficios que pudieran resultar".>

Ripert, por su pérte, también critiéakla postqfa con---
tractﬁaliéta de‘lé socieaadral decir que "La‘idea de contrat® -
‘no agota los efectos jurfdicos que resultan dé:ia creaci6n'de -
la sociedaﬁ?. Sigue diciendo que los socios éueden, bor.maYO—-
ria modificar el paéto primitivo,:ﬁientras que en el contrétd -
se exige el éonsentimiento undnime de lasrparteé;k La sociedad-
nace sin'duda de un "actd juridico voluntarié“;‘pefo'éé dﬁdosb,

afirma, que este acto sea un contrato-6

El ilustre autor francés que comentamos critica diver--
sas teorias contractualistas, pero a nuestro juicio adolece del
defecto de no precisar su posicidn ante la naturaleza juridica-

de las sociedades.

En México, la Ley Genefal de Sociedadevae;cantiles omi
te un concepto sobre lo que debe entenderse por tales, limitan-
dosé a eﬁumerar seis tipos diversoé que pueaeﬁ asﬁmir las socie
‘dédés v estéblecefAposteriérmenté, los réquisitos dé‘céﬁétiﬁu~_
cidén y funcionamiento de cada una de ellas, sefialando, comoudﬁg
as dicho,,que‘enbvérias ocasiones se refiere‘al,ﬂcoﬁtrato de so
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ciedad".

Ahéra,bien,‘si se pretende refutar el cardcter contrac-
tualista de las sociedades mercantiles, debemos sefialar enton--
cés, como habfé‘de considerarlas. -‘Algunos autores anticontrac-
tualistas han dado en llamar a las sociedades mercantiles como-
un “"acto complejo" y aigunos otros como de "acto colectivo", -
aunque como sefiala Mantilla Molina, tiende ‘a preferirse el ﬁiti

mo de los conceptos seialados.

El mentor mexicano que hémos venido citando, cree que -
la constitucidn de una sociedad puede configurarse como un acto
colectivo, ya que exige, de cada uho de los fundadofes, "decla-
raciones de voluntad emanadas en el ejercicio de poderes o dere
chos distintos (el de cada uno dé los socios constituyentes) --
unidas para la satisfaccién de intereses paralelos, y el efecto
del acto se refiere distintamente a cada uno de los sujetos".7*
Luego, bonati afirma que para que las personas que en el Ffuturo
emitiradn su voluntad para conformar el acto colectivo, es nece-
sario un acuerdo previo, no solamente en lo que se tefiére a la

constitucién de la sociedad, sino para determinar las consecuen

cias y efectos del mismo.

No obstante, Joaquin Rodriguez Rodriguez dice que en de
recho mexicano, el contrato de sociedad es un auténtico contra-

to. Dice que se debe considerar a la sociedad mercantil como =~

87



resultado de una declaracidn de voluntad contractual, si bien -
es cierto que €sta tiene caracteristicas especiales, que la ha-
cen merecer una calificacidén especial: la de contrato de organi

zacidn.

Sigue‘diciendo el citado catedratico Rcdriguez que los-
’contratos de cambio, presuponen, como su propic nombre indica,-
un cruzamiento de prestaciones, en contraposiciéh con ellos se-
habla de contratos de organizacidn, de los que son ejemplo la -
sociedad, para indicar aquellos en los que las partes no se cam

bian prestaciones, ya que las mismas constituyen un fondo comin

El contrato de¢ cambio -afirma- se agota con la~realizé—
cién de las prestaciones; el cqntrat§ de organizacién créa gene
ralmente una personalidad juridica, que persiste después y a —-
causa de la realizacién de las prestaciones. ' En el contrato de
cambio, 165 intereses de los céntratantes son opuestos y de sa-
tisfaccidn contradictoria; en el contrato de organizacidn losv—,

- intereses siguen siendo opuestos, pero de satisfaccién coordina
da, de manera que la aténcién del interés de una de las partes-

es paralela a la satisfaccidn de los intereses de los demds.

Y asi se siguen esgrimiendo argumentos en favor de la -
posicidén contractualista de las socieéadES los que nos parecen-
menos valederos que lé'postura anticontractualista\que citamos-
en principio.
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3. personalidad de las sociedades mercantiles

Por otra parte, un asunto que es de trascendental .impor
tancia considerar, lo cdnstituye el hécho de gqgue las sociedades
me;cantiles estéh dotadas de personalidad juridica distinta a-
la de cada uno de los componentes. En efecto, la calidad de --
persona o sujeto de derecho, presupone ciertas condiciones que-
se sintetizan en una fundamental, la capacidad de qﬁerer y de -
obrar; esta condicidn arranca en el hombre de su misma constitu
cidn psicofisica en la que estan los elementos para que pueda -
rEConocérsele’ia calidad de éujeto juridico. Pero, dada la evo
lucidn histérica que el derecho ha sufrido en los modernos pue -~
blos civilizadoé, se dice que no sSlo en el individuo se encuen
tran los requisitos necesariés para ser juridicamente persona.-
Para ello se ha aréﬁido que el hombre, ademds de existir como -
individuo, vive y obra dentro de varias formas de comunidad so-
cial, las cuales organizadas, dan lugar al surgimiento de enti-
dades juridicas distintas de los individuos que las integran; -
por eso, por no poder el hombre individualmente realizar por si
todos los fines de la vida y para conseguir los que no podria -
realizar solo, o los éue no podria ;ealizar asi con suficiente-
eficacia y estabiiidad, ha debido ocurrir a asociarse, a organi
zarse en-ngecgividad: teniendé pues, de comin, poseer una exis

tencia y una individualidad propias distintas ante el derecho -
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de los individuos que las componeén o representan.

El derecho romano no cred respecto de esas entidades un

cuerpo de disposiciones. Fue Savigny quien comenzd por dar a -
. . ‘ a R

esas entidades el nombre de personas juridicas y las dividid en

necesarias y posibles, dividiendo estas dltimas en corporacio--

nes y fundaciones.

Para Savigny laé personas juridicas son entes dé fic—f~
cidén, personalidades ficticias, lo que le ha valido severas cri
ticas y que se diga que €ste es el principal defecto de su doc-
trina. Asi, pregunta Freitas, que quién osard decir que el Es-

tado es una ficcidn.
Realmente a nosotros se nos ocurre tal osadia.

No obstante los detracfores‘de lanosicién de la perso-
nalidad juridicé como fi¢ci6n,'hos encontramos que la déctrina-
que predomina en Estados Unidos es la de Marshall, segin la —---
cual la persona ﬁuridica es “un ser artificial, invisible, in--

tangible, que existe sdlo en consideracidén legal®.

En fin, debemos concluir gque el reconccimiento de la --
personalidad de las sociedades mercantiles es un hecho univer--
sal, aungue no haya uniformidad en la doctrina acerca del funda

mento de dicha personalidad. Son controversias empefiadisimas -
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que como dice Garrigues pretenden dar una explicacidén técnico--
juridica a un hecho de la realidad. Para nosotros, la exposi--
cidén y consideracidn abundante de este tdpico éxceden del propd

sito de este trabajo.

L.a personalidad de las sociedades'mércantiles trae como
consecuencia una serie de atributos que serdn estudiados mis --
adelante; sin embargo, queremos exponer en este sitio el proble
mé de la nacionalidad de los entes juridicos comerciales, por -
ser una cuestiép que atafie a todo tipo de personas colectivas y
cuyo €studio no se limita a los preceptos contenidos por nues--

tra legislacidn.

4. Criterios sobre su nacionalidad

En determinados paises, el criterio principal para de--
terminar que una persona fisica eg extranijera, es el que tiene-
en consideracién el lugar de su nacimiento. Otros, en cambio,
toman en cuenta la naciohalidad de los padres. También en la ;
generalidad de los Estadbs puede ser un individuo extranjero -
por haber adquirido, por ciudadania o naturalizacidn, la nacio-~
nalidad de un pais distinto a aguel desde cuyo punto de vista -~
esgtd siendo considerado. Y como evidentemente, ningunoc de eg-—
tos criterios puede aplicarse a las sociedades, que no tienen -
propiamente lugar de nacimiento, ni padres, ni para las que tam
pcco existe el procedimiento de la ciudadania o ﬂatﬁralizacién,
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cabe pregumtarse emtomces, por gqué es corriente el uso de ese -
calificative y ofmo es gue se habla y se escribe habitualmente-

sobre la naciomalidad de las sociedades.

Actualmente este problema tiene miltiples soluciones -
doctrinales y legales sobre el reconocimiento o negacidén de. na-
cionalidad. El asumto mo se detiene en consideracioneé juridi-
cas y socioldgicas, simoc gue segin el criterio iégal adoptado -
@ewem@xézmvmme@mm«:ias practicas ‘tales como las togantes Va ma-
terias tribotarias, requisitos de }funcionamiento, actuacidén an-
T te los ﬁihmmales estatales, adguisiciones y 6tr;>s ’de naturale-

za harto varizda.

Expondremos mme:rameme algunas pos'icio‘nesv gque afirman-
la maciomalidad de los entes juridicos‘colectivos y otras que -
les miegam tal atribwto. La posicién legal de nuestro derecﬁo-— ~
1a mmm@mm al abordar las consecuencias de la personali--

dad juridica de las s«»@i&eﬁa&es mercantiles mexicanas.

Demtro de las teorias afirmativas existen dos criterios
] primero gue idemtifica p]bemamente la nacionalidad de las so-
ciedades com la de Las PErSOnas fisicas, entre cuyos exposito--w‘
res podenos nemciomar a Ferrara. E1 segundo, mds centrado, qﬁé
@méi@em que la naciomalidad se aplic;a a las sociedades por --
amalogia com las persomas fisicas, qonside‘rAando la ‘distinta na-
tmal@:ga de las personas jsmzridicas colectivas.
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De los apologistas de esta segunda postura enéontramos-
al mexicano Enrique Heiguera Soine’,9 quien afirma: "Considero -
qgue las sociedades mercantiles tieneh'una nacionalidad. é‘esto,
dicho sin metaforas o en sentido figurado como algunos autores-
afirmah, no, la sociedad tiene una nacionalidad verdadera qué -
no necesita compararse a la de los individuos para que de este-~
parangén derive el convencimiento de qué existe. En realidad, -
si la atribucidn de personalidad tanto a los individuos‘como a-
las sociedades, es llevado a cabo por el derecho, parece 1ldgico
decir que el ?roblema de pertenencié a un’Estado debe ser. pues-
to en un mismo plano para las dos especies. Ambos, en su cali-
dad de sujetés de derecho, tienen igual pfetensién al disfrutar
de la naciohalidad, Jcon qué'base‘légica se ha de negar naciona
lidad a las sociedades, y otorgar a los individuos, siendo am--
bas personas juridicas? La nacionalidad es el concepto gue con
toda~preqisi6n exprésa la relacion de vinculacidn entre persona
y Estado, y por ende, puede ser aplicada indistintamente al in-

dividuo o-a la sociedad".

Més édélante afiade "al afirmar que la sociedad tiene -~
una nacionalidad-no vamos a sobrecargarla con conéecuénéias po-
liticaSIQue s6lo son pensables en el individuo: obligacidén mili
tar ovderécho de voto, sino que su vinculacidn con el Estado le

implicard la sujecidn a su derecho, la determinacidén de su esta

93



tuto personal, su calidad de perténencia a tal Estado € imcluso
el disfrute de derechos y”obligac;iames‘m solamente de comdi-—
cién juridica sino también politica. gSe puede megar acaso Que
las sociedades tengan el derecho politico de am«:iaciém? gNo ~—
es una obligacién de todo integrante de un Estado, de una ma——
cidén, el pago de impuestos? ¢Se puede megar que las sociedades
“tengan la obligacidn de pagar contribuciones? Hvidemtememte -—

" gque no".

"Por otra parte, comsidero la maciomalidad como uma com
secuencia logica de la atribucidm de persomélida&!.. Hm eﬂ:‘em”—-
basta con que la ley de un paits determinado le haya otorgado ——
per sonalidad a la sociedaé, para ”que 1aut@ma'{tticmnemﬂ:e surja 31@ -
vinculacidén juriciica entre el ente y el estafo y que esé:a 1@3} -

se pueda considerar como su ley nacional®™.

"Las sociedades tiemm. naciumali@a& sms«;eptible de ser--
determinada por medio de los diversos factores de comexidom se——
gin el criterio écogido, pero vinculada desde su origem a la ——
ley de su constitucién, gue, aparte de comferirles la califica—
cidén de pertenencia a un estado, las sujeta a su ley para lo re
lativo a .su estatuto personal, su funcionamiemto y capacidad yp-
las reviste de los dexechos y cbligaciones que pmediem imvocsr -
los naéibhales, siempre y cuando mo vayan en contra de la mato—
raleza de 1la pErsoxﬁa juridica®.

94



Déntro de las teorias que niegan nacionalidad a las so-
ciedades en general y para nosotros a las mercantiles, asisten-
juristas de prestigiado nombre como Niboyet o nuestra tratadis-

ta Jos€ Luis Siqueiros.
El primero se exoresa en la siguiente forma:

"A nuestro juicio, solamente el individuo, la persona -
fisica, es susceptible de poseer una verdadera nacionalidad. -
La ?ersona juridica no es mas que un velo gue por razones de cg
modidad juridica, oculta a los asociados que la integran. Noso
tros aceptamos desde luego como una necesidad juridica esta ---
construccidn juridica, sin que a nuestra argumentacidn importe,
que sea o no sea, una ficcidn. Lo esencial estd en no ovlidar-
a los seresg fisicos, Gnicos sujetos de derecho interhacional, -

en beneficio de una creacidén puramente artificial".lo

José ILuis Siqueiros nos dice:

"Dentro de una precisa terminologia, el concepto "nacio
nalidaé' socioldgica o juridicamente, sdlo puede ser atribuida-
a los individuos. Sin embargo, el lenguaje comin ha venido abu
sando del citado concepto para referirlo a toda clase de. abs---
tracciones u objetos: en’ese sentido se habla de caminos nacio-
nales( moneda nacional, palacio nacional, bugues y aeronaves me
xicanas, sociedades mexicanas, llegdndose al extremo de distin-
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guir entre instituciones de crédito "nacionales" y "mexicanas".

Sin Embargd, mas a@elante afiade: "La mayor parte de los
vocablos anteriOreé han echado raices en la terminoiogia legal¥
y nuestros juristas no reparan en lé frecuente utilizacién de -
los mismos: es probable también que muchos de los conceptos ju-
ridicos no son inmunes a las variaciones seménticas y que las -
nociones transformen su sentido primitivo. Prefender) en. aras-~
de la pureza de los conceptos, detener el uso consuetudinarid vy
arraigado de cualquier vocablo seria tarea infructuosa; por lo-
tanto y no obstante que doctrinalmente rechazamos la atribucidn
de nacionalidad a las pefsonas morales, a las embarcaciones, a-
las aEronaﬁés} etcétera, tendremos que doblegarnos ante su uso-
constante, pero unédnimemente aceptado dentro de la.legislacién—

mexicana y practicamente del mundo entero®.

"gEs aceptable dentro de estas consideraciones juridi~;
cas,.el que la vinculagién teleoldgica entre‘hombres y Estado, -
" sea también v&lida entre persona moral y Estado?; en 6tras payg
bras, ¢se puede considerar que las entidades juridicas forman -

parte del pueblo del Estado?*

Mas adelante agrega Siqueiros: "Nosotros, no obstante -
las consideraciones aducidas por las teorias realistas sobre la

personalidad moral, no podemos dejar de aceptar que la entidad-
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moral, la sociedad en particular, no €s mds que una creacidn --
abstracta del legislador, con el fin de satisfacer apremiantes-

necesidades juridicas".

"pero, la consideracién misma de necesidad legal de re-
conocimiento doctrinal y positivo de estos seres ficticios no -
implica, igualménte, el qué deban ser equiparados juridicamente

" a los seres humanos".

"En la evolucidn histérica del concepto de personalidad
podemos apreciar que nurca se le ha llegado a‘idéntificar,por -
'completo con el del individué humano. Los esclavos y los exe—--
tranjeros, seres biolégiéamente humanos, no fueron considerados
como ﬁersbnas por el derecho antiguo. Si esta identificacién -
no puede admitirse ni adn en la actualidad, para ciertos efec--
tos de la capacitad (muerte civil) menos podemos aprobar €l que
las personas ﬁorales, centros de imputacidn juridica, se confun

‘dan con los hombres integrantes del pueblo del Estado".

Y gpncluye diciendo que: "Para esquivar por razones de-
comodidad practica ﬁna expresidn tan compleja como seria la de-
“wéstatuto juridico de la persona moral, respecto al Estado que-
debe su existencia", pero tal vez mas apropiada dentro de la --
““téb&ié*jhfidica,‘sé‘ha conservado una expresién hibrida, como -

“é's7-I'a "hacionalidad' de las sociedades". 'l
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12 que no existe un con-

Verdad’es‘—escribe‘Malagarriga—
senso undnime sobre qué sociedades deben ser consideradas nacio
nales y cudles extranjeras, al expreso de que, podria sélo de--
cirse, intentahdo comprender en una férmula general todas las -
soluciones, que una sociedad se reputa extranjera cuando, por -
determinadas razones, se}la coloca bajo un régimen juridico dis

tinto a aquel al cual se somete, por el contrario, a las que se

consideran nacionales.

Afirma Malagarriga que, adn admitiendo con Pillet y Ni-
boyet que a las sociedades no puede atribuirseles nacionalidad,
porque €sta es un vinculo politico y afectivo que no existe ni-
es susceptible de existir con respecto a entes de naturaleza in
corpdrea, creadoé en la generalidad de los casos, al ménos para
la consecucidén de finalidades fundamentalmente econdémicas y aje
nos, por ello, a la ciudadaniavy,a‘ia nacionalidad propiamente-
dicha, no cabe tampoco olvidar que tras de la SO¢iedad, entidad
ciertamente incorpdrea, estén personas fisicas, éstas si con na

cionalidad determinada, que las dirigen o controlan.

Asi, sigue diciendo el citado autor argentino, si desde
un punto estricto corresponde afirmar que las sociedades no tie
nen nacionalidad sino domicilio, sede o asiento? ello no obsta-
a que sé admita que la nacionalidad‘de sus socios o de qgienes,

sin ser socios, las dominan o influencian, determine, en cir---
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cunstancias especiales, a considerarlas extranjeras pese a te--

ner su sede en el pais.

No obstante las aseveraciones anteriores, la verdad es-
qﬁe la generalidad de los autores admiten la nacionalidad de --
las personas colectivas, reconociendo que la nacionalidad de ta
les entes no puede tener todas las consecuencias politicas y ju
ridicas que produce la nacionalidad de las personas individua--
les y que, por ello, la cuestidn gira mas bien sobre la exacti-
tud del vocabulario. En esta forma se expresa el jurisconsuito
francés Ripert,l3 quien ademds agrega que los autores que nie--
gan la nacionalidad a las sociedades estan obligados a recono--
cer la existencia de una "dependencia politica" de las personas

morales al Estado al cual pertenecen.

La opinidén mas difundida es, pues, la de que la socie--
dad tiene una nacionalidad que le es propia y que no se confun-

de con la de las personas fisicas que la integran.

Sentados que ﬁan‘sido lo; principios esenciales, genera
leé, atribuibles a toda sociedad y en particular a laé socieda-
des mefcantiles, obligado es particularizar sobre los requisi--
tos esencialés y caracteristicas que son prqpigs de las socieda
des mercantiles mexicanas seglin nuestras cbdificaciones vigen——

tes y la doctrina de nuestros jurisconsultos nacionales.
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B) SOCIEDADES MERCANTILES MEXICANAS

1. Su consideracidn legal

Comenzaremos por repetir que en nuestra Ley de Socieda-
des Mercantiles no encontramos un concepto que nos indique lo -
que débemos entender por €stas. Sin embargo, nos parece perfec
tamente aplicable el concepto que vertimos en este trabajo al -
tratar de las sociedades mercanﬁiles en general y que tomamos -
de las ideas del maestro Mantilla Molina. Quedd asentado ya én
las aseveraciones anteriores que las sociedades mercantiles po-
seen personalidad juridica propia, independiente de la persona-
lidad de céda uno de los socios. Al respecto de las'personas -
juridicas colectivas, nuesﬁra legislacidén civil en su articulo-

25 dice gue son personas morales:

pPor otro lado, el articulo segundo de la Ley de Socieda
des Mercantiles nos dice que "las sociedades mercantiles inscri
tas en el Registro. Piblico de Comercio, tiene la personalidad -
juridica distinta de la de los socios". Y para ampliar mis la-
liberalidad contenida en las disposiciones mercantilés mexica--
nas, el parrafo tercero del citado articulo segundo de la Ley -

de Sociedades afirma que "las sociedades no inscritas en el Re-
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gistro Piblico de Comercio que se hayan exteriorizado como ta--
les frente a terceros, consten o no en escritura publica, ten--

dran personalidad juridica".

2. Atributos de las sociedades mercantiles

La mayoria de los mercantilistas modernos estdn acordes
en sefialar determinados atributos que son‘prbpiOS de las socig-
dades en -general, y para nosotros de las'sociedédes mercantiles
en particular. Estos atributos son el nombre, domicilio, patri
monio, nacionalidad y capacidad los gque nuestra ley recoge y’rg‘

glamenta.
‘a) NOMBRE

El artiéulo 6°. de la Ley de Sociedades Mercantiles enu
mera en sus siete fracciones iniciales las cliusulas esenciales
de toda escriﬁura constitutiva de una sociedad mercantil. La -
: terqe:a{deydiehas fracciones nos dice que la escritura constitu

tiva deberd contener su razdn social o denominacién.

La razén social se forma con el nombre de alguno o va--
rios de los socios. Existe una denominacién cuando el nombre -
se forma libremente.

Para algunos tipos de sociedad tales como la Sociedad -

!

en Comandita Simple y la Sociedad en Nombre Colectivo, es nece~
SeE NIRRT g loEE L e Lo : - -
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saria una razén:social. Para otras, como lasvSociedadeé Andni-
mas o las Cooperativas, es indispensable una denominacidén. -—--
Otras, en cambio, pueden ostentar indistintamente razén social-
o denominacién;‘como sucede en‘el caso de ‘la Sociedad de Respog

sabilidad Limitada o en la Sociedad en Comandita por"i!\cc;ioneES.}“4

Todos los tipos de sociedades excepto si se trata de --
una colectiva, deben ir siempre seguidas de la indicacidn del -
tipo social adoptado, siendo valido el empleo de las siglas que

les corresponden segin su tipo social.

La distincidn entre razdn social y denominacidn, estd -~
claramente plasmada en nuestra Ley de Sociedédes Mercantiles en
su articulo 59 al decir que la sociedad de responsabilidad limi
tada existira bajo una denominacion é bajo una razdn social que
se formard con €l nombre de uno o més socios, €l cual estd co-~
rroborado expresamente por los articulos 27, 52, 60 y 210 de la
aludida ley, segun los cuales se debe désprender que ia denomi-

nacidén, cobviamente, no se forma con el nombre de alguno o va---

rios de los socios.
b) DOMICILIO

El articulo 33 del C&digo Civil para el Distrito y Te--
rritorios Federales nos dice que las personas morales tienen su
domicilio en el lugar donde se halle establecida su administra-
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cién y la fraccidn séptima.del‘mencionadg:articulo’sexto de la-~
Ley de Sociedades Mercantiles dice que la escritura constituti-

va debera contener el domicilio de ‘la sociedad.

| Céménta Mantilla Moliﬁa>que éh pfincipioupéreceﬁ‘céﬁtrg
puestos los dos articulos antes citados, sin embargo, considera
mos compatibles las dos normas,.ya que la exigencia de la Ley ;
de Sociedades deben entenderse en el sentido de que ha de sefia-
larse el lugar en que se estableceri la administracidn de la sgo
ciedad, el cual serd, en fuerza de lo dispuesto por el Cédigo -

Civil, el domicilio social.l®

Eﬁfidue'Heiguera coméntana§ a Escarra; hos dice: “besde
eikpunfo de vista jufidico, conviene‘éonségraf la preeminencia;
de la éedé:sbcialysobre la sede de EXplotaciéﬁ. En la séde éo—
cial estén;cbhéehtfadgé los 6£gan§s de direccidn devlé empresa.
ﬁé én ésté“doﬁaéyse toméﬁ laé decisionés esenciales que_iﬁtefe—
saﬁ a ié ééciedad y‘en la Qﬁevée préducen las manifestacioﬁes -
principales de su éxistgncia juridica. La sede de explotacidn-
es_aquella en la que se llevan a cabo 1as,0peraciones téénicas.
Es, pues, normal, que se determine el domicilio en funcidén de -

la actividad juridica de la empresa..."16

El domicilio también tiene su eficacia como lugar de ing
cripcidn en el Registro Pidblico de Comercio, para la publicidad
de la convocatoria de las asambleas y para la celebracidn de --
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las mismas; para €l emplazamiento en los juicios en que se vie-
re involucrada y para la determinacidn de la competencia juris-

diccional; para el aspecto fiscal y, finalmente, para la fija--

cidn del derecho comin aplicable con carécter'supletorio.17

En nuestro derecho rige el principio de ia libertad de-
domicilio incluso con independencia de la efectiva residepcia -
de la administracidn, ya que si la administracidén cambia su se-
de, cambiara de hecho el domicilio social aunque no se modifi--
que la correspondiente clausula. Obviamente, éada sociedad tie
ne su domicilio y sélo uno, aparﬁe de las agencias y sucursales
qué eventualmente pudiere establecer en diferentes partes del -
pais, aﬁn»cdando no debemos olvidar lo preceptuado por el ter--
cer parrafo del articulo 33 del C8digo Civil que dice que las -
sucursales gque operen en lugares distintos de donde radica la -
casa matriz, tendrdn su domicilio en esos lugares para el cum--
plimiento de las obligacioheé contraidas por las mismas sucursa ‘

les.
¢) PATRIMONIO

"Patrimonio es el conjunto de bienes, derechos y debe--
res, susceptibles de valoracidn econdémica y que constituyen una

universalidad juridica".18
Nos dice el autor francés Ripert en su Tratado Elemen--
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tal de Derecho Coﬁeréial;lg gue “la soCiedad,'perséna moral, es
propietaria de los bienes que le han sido aportados por los so-
cios o que ha adquirido despu€s de su constitucidn. Los socios

no tienen ningln derecho sobre los bienes que figuran en este -

R R BN

&
patrimonio; de ahi la disposicidn que considera el derecho del-

socio como un bien mueble por determinacion de la ley, aungue -

la sociedad posea inmuebles".

©- 0L OBl patrimonio social e€s el conjunto de bienes y dere---
“chos”dé “la“sociedad, con deduccidén de sus obligaciones; se for-

“ma,tinic¢islmente, con el conjunto de aportaciones de los socios

20,

Cabevaclara: que no debchanundirse el patrimonio so--
cial con ei capifal social, adn cuando originalmente éeanAcoig*
cidentes. EIl capital social es la suma de las aportaciones de-
cada uno de los socios; y el patrimonio de la sociedad es cam--

biante por naturaleza, ya que estd sujeto a los aumentos en ca-

so de progreso, o bien, a disminuciones en hipdtesis contrarias

Y

Sin embargo, efeéctivamente el nlcleo del patrimonio social es -

3 S a

o

Hglig%piﬁa}»secial,,por lo tanto, la proteccidn de éste lo és -
tamﬁiéﬁ’dekaqﬁéi, por lo que el érticﬁlo 9°. de la Ley de Socie
dades Mércantilés dice que bodré disminuirse el caéiﬁai de la -
sociedad siempre y cuandé se publique el acuerdovrespectivo, -

rras  eeey onpiry e b o . N e o P .
Ypor “tré§ veces, con intervalo de 10 dias en el periddico ofi-—-
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cial de la entidad federativa en la que tenga su domicilio la -

sociedad.

El mismo articulo de la Ley de Sociedades faculta a los
acreedores sociales para oponerse jﬁdicialmente a la reduccién-
en cuestidn, la que nc¢ se llevard a cabo mientras no se paguen-
0 garanticen los créditos respectivos, o no se dicte sentencia-
que declare infundada la oposicién. Debemos notar Que‘este ar-
‘ticulo éélo faculta a los acreedores paré oponerse cuando la --
reduccidn del capital social se efectlie mediante reembolsoc a --
los socios o liberacién concedida a €stos debexhibiciones no --
fealizadas; por lo que no tendran tal derecho si se trata de —-—
disminuir el capital social en virtud de una disminucidén del pa
trimonio social en una suma tal que se vea £ambién disminuido -

efectivamente el capital social.
d) NACIONALIDAD

Abordamos ya este punto al tratar de las sociédades mer
cantiles en generél. Sin émbargo, caﬁe aclarar que‘lé Ley de -
Sociedades Mercantiles no contiene ningén ciitefio qﬁe sefiale -
cudles sociedades son mexicanas o cudles habran de congiderarse
como extranijeras, sélo supone’la diferencia al consagrar su ca-

pitulo XII a las sociedades extranijeras.
Es la Ley de Nacionalidad y Naturalizacidn la que en su
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articulo 5°. declara mexicanas a las sociedades constituidas --
conforme a las.leyes del pais y que establezcan en él su domici

lio legal.

Para esta conéepcién es indiferenteylavnacionalidad‘de-
los socios o la delscapital, pretendiendo defender el principio
de la persohélidad de la sociedad, pero‘dejando a ﬁh‘lado algo-
mucho més importante como lo es la segﬁridad o independencia --
econdmica y politica de 1la nacién. Afortunadamente en otros --
cuerpos normativos, que luego coméntaremos, se encuentran impor
tantes limitaciones a la intervencién de cépitaleé extranjeros-

en la vida econdmica de nuestro pais.

En México, a nuestro juicio, es innegable que si se —--
atribuye nacionalidad a las sociedades. Aparte del ya citado ~
articulo 5°. de la Ley de Nacionalidad y Naturalizacidén, del --
tambiénbmencionado capitulo XII de la Ley de Sociedades Mercan-
tiles y que se refiere a las sociedades extranjeras, encontra~;
-mos que la fraccién v del articulo 182 de ésta'misma ley dice -
que el "cambio de nacionalidad de'la sociedad"”, debera tratarse
en‘Asambleavextraordinaria; mayormente ehcontramos que el parra
fo pendltimo de la fraccidn primera del articulo 27 de nuestro-
Cédigo Fundamental dice, al refefirse a la capacidad para adqui
rir el dominio de tierras y aguas de la nacidén que "S6lo los me
xicanos por‘nacimiento o por naturalizééién y laé,soéiedades me
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xicanas tienen derecho para adquirir el dominioc de las tierras,
aguas y sus accesiones, o para obtener concesiones de-explota--

cidén de minas o aguas".

igualmente de la lectura de los articulos 2736 y 2738 -
del Cédigb Ccivil del Distrito que se réfieren a las aseociacio--
nes y sociedades civiles extranjeras, es autorizado concluir --
que uné&nimemente los cuerpos 1egislativosqvigen£és en el pais --
establecen la distincidén entre sociedades;mexicanas y extranije-
ras, lo que equivale, légicamente, a atribuir nacionalidad a -~
las personas juridicas colectivas y, por ende, a las‘comercia——

les.
e) CAPACIDAD

Una sociedad mercantil tiene plena capacidad juridica.-
No es preciso preocuparse de las incapacidades que afectan a -~
los individuos, pues €stas se deben al estado fisico o intelec-

tual de las personas, o al estatuto fal'niliar.:Zl

Vimos en el capitulo primero de esﬁe trabajo que ser --
persona equivale a ser sujeto de'defechos y deberes juridicés;—
nos dice Mantilia Molina que atribuir personalidad a las socieg
dades, implica, por lo tanto, reconocerles capacidad juridica;-
capacidad de goce y de ejercicio. BAhora Bien, ia éociedéd mer-

cantil ejerce libremente la explotacién que constituye su obje-

. los



to social. En cambio, como vimos al tratar de la nacionalidad,
‘no pueden éozar las sociedadés de los derechos pUblicos que per
tenecen a los comerciantes como personas fisicas y, en general,
de todo :individuo que la ley no le prive de tales prerrogati---

vas.

'La’Ley ae Sociedades Mercantiles hos dice que la repre-
sentacién de toda sociedad mercantil corresponderd a su adminig
AéQaﬁ&? élaaﬁinistradores, quienes podran realizar todas las opg
rééigneé iﬁhérentes al objeto de la sociedad, salvo lo que ex--

presamente establezcan la ley y el contrato social.

. Las sociedades mercantiles mexicanas no tienen en dere-
cho una capacidad amplia sino méds bien una capaéidad restringi-
da. Consideramos que la capacidad juridica de las sociedades -
ﬁeféahfiieéiéééé‘condici@nada a la realizacién de su obje£o so-
éiél} ASiguiendo akMantilla'Molina peﬁsamos también que el ar--
"éiculo 26‘de1 Cédigo Civil impone una respuesta en este seﬁtido

al deélaréfudue "las personas morales pueden ejercitar todos --

los derechos que sean necesarios para realizar el objeto de su-

institucidén". Ademds, como quedd ya dicho, la sociedad no pue-

de realizar negocios juridicos si no es a través de sus érganos:

de representacidn, esto es, de sus administradores, los que de-

conformidad con el artfculo 10 de la Ley de Sociedades Mercanti

Sy

les que ya-comentamos, sdlo podrén realizar las operaciones in-
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herentes al objeto de‘la sociedad, salvo lo que expresamente es
tablezca la ley y el contrato social; esto que parece una am~--
pliacidn de atribuciohes, en realidad se trata de una restric--
cidén de las mismas, en virtud de que de ampliarlas se trataria-
de una ampliacidén del objeto o finalidéd.social. Concluimos --
con el autor citado, que conforme a este precepto de la Ley de-
Sociedades, los administradores no podrén realizar operaciones-
' extrafias al objeto de la‘sociedad, y como la sociedad no puede—
actuar'sino por medio de ellos, debe cdncluirse que ella misma-
nb puede realizar tal tipo de operaciones, y se corfobora asi ~
.la tesis de que la sociedad sSlo estd capacitada para realizar-
los negocios juridicos tendientes a la realizacidn de sus pro--

pios fines.

Ahora bien, efectivamente, 1as sociedades mercantiles -
pueden a través de sus administradores fealizar‘actos juridicos
que estén fuera de los limites de su finalidéd social. No pode
mos decir que tales actos estén afectados de/uné nulidad ni si-
'qdiera relativa, ya que los mismos son equiparébleé a los actos
que ejecuta una sociedad irregﬁlar, la que también tiene perso-
lidad juridica de conformidad con los parrafos 3°. y 4°. del ar.
ticulo 2°. de la Ley de Sociedades Mercantiles; de lo cual débg

mos inferir que tales actos son validos respecto de la sociedad

sin perjuicio de la responsabilidad personal en gue incurran --
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los propios administradores, como lo preceptia el parrafo 2°. -

del articulo 2 de la ley mencionada.

Continuaremos con algunas otras incapacidades que con--
templa el articulo 27 de la Cdnstitﬁcién politica mexicana, re-
feridas especificamente a las sociedades mércantiles mexicanas,
ya que las que afectan a las sociedades extranjeras las estudia

remos €n el inciso siguiente.

En efecto, en 1a fraccién III del mencionado articulo -
27 Constitucional, encontramos que "las instituciones de benefi
ciencia pﬁblicé o privada...., no podran adquirir més bieneg -~
'raices que los indispensables para su objeto; inmediata o direc

tamente destinados a €l...."

La fraccién IV del articulo de referencia menciona que-
las "sociedades comerciales, por acciones, no pbdrén adqgirir,—
poseer o administrar fincas rdsticas". De la lectdra de este -~
precepto se infiere que }as sociedades que se organicen para €s
tas actividades, estin obligadas a adoptar una forma distinta a
la que ofrece la sociedad andnima, fundamentalmente la de la 50
ciedad de respohsabilidad limitada y la sociedad en nombre co--—

1ectivo.22,

ademas, el articulo 3°. de la Ley Orgénica de la Frac--
cién I del articulo 27 Constitucional, sefiala que dentro del su
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puesto de sociedades mexicanas que posean fincas rusticas con -
fines agricolas, no podri concederse el permiso de constitucidén
cuando quede en manos de extranjeros el 51% o mas del interés -

de la sociedad.

La fraccidn v del articulo 27 Constitucional que veni--
mos comentando dice que "los bancos debidamente autorizados....
‘no podrén tener en propiedad o en administracidén mis bienes rai

ceés que los enteramente necesarios para su objeto directo”.

La fraccidén vI del mismo articulo dice que “fuera de --
las corporaciones a que sé refieren las fracciones III, IV Yy V,
asi como’de 163 nidcleos de poblaciéh gque de hecho o por dérecho
guarden el estado comunal, o de los nicleos dotados; restitui--
dos o constituido; en centros de poblacién agricola, ninguna --
otra corporacién civil podr& tener en propiedad, o administrar-
por si, bienes raices.o capitales impuestos sobre ellos, con la
nica excepcidn de los edificios destinados‘inmediata-y directg.
mente al objeto de la instituciédn...."

3. Como sujetos titulares de las garantias constitucio-
nales

Existiendo al lado de las personas fisicas o individuos
las personas-morales, cuya sustantividad y capacidad de adqui--

rir derechos y contraer obligaciones las crea la ley, es eviden
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te que cuando se ostentan como gobernadas, son titulares tam-—-
bién‘de gafanﬁias individuales. Interpretando 1igeralmente los
articulos pr;meros de las constituciones de 1857 .y 1917, puede-
uno“registi#se a considerar a las personas morales como sujetos
agtivps de las garantias individuales, concluyendo que é€stas sd
lo pueden imputarse a las personas fisicas. -Sin embargo, la/gg
rantia’individual in genere puede atribuirse también a las per-
‘sonas morales como entidades sometidas al imperio autoritario -
VdelrEstgdo, puesto que bajo ciertos aspectos, constituidos por—k
derechos o potestades que no tengan un substrato bioldgico (vi-
da), dichas peréonas estén colocadas por la ley en un rango se-

mejante al que ocupan los individuos propiamente dichos.

Por tal motivo, la titularidad de las garantias indivi-
duales en favor de las persponas mora%es, sera légica y realmen-
te factible cuando no se trate de garantias cuyo contenido esti
integrado por potestades de naturaleza bioldgica, sino cuando -
15 prerfogativa garantizada sea de indole propiamente juridica.
La extensidén de lasvgarantias individuales en beneficio de las-

Apeysoggs mo;ales ha sido corroborada constante e invariablemen-
te por la jufisprudencia de la Suprema Corte, asi como estable-~
cida indirectamenté por la Ley de Amparo al tratar la cuestién-A
de la personalidad y la representacidén en el juicio constitucig

aat _23— TRLET L
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El jurista don Ignaéio L. Vallarta, sostuvo, en la €po-
ca en que este punto era de lo mas &lgido, que las cofporacio—-
nes tieneﬁ.derechos civiles, propiedades y capacidad para cele-
brar contratos; y que, a pesar de que solamente lés indiVidqos—
iienen’derechos naturales que gozan en éu condicién de hombres,
ias "compaﬁias" también pueden disfrutar de tales derechos, por
que "esas personas morales pueden ser juzgadés como cualquier -
individuo, y sus propiedades estan bajo la proteccidn de la Ley
Constitucional, proteccidn que necesitan contfa los actos’arbi-

trarios, lo mismo que cualquier individuo“.24

C) SOCIEDADES MERCANTILES EXTRANJERAS

1. Concepto

Como ya comentamos, la ley no define a las sociedades -
extranjeras. La Ley de Nacionalidad y Naturalizacidn establece
en su articulo 5°. cudles son las personas morales mexicanas --

~con base en dos criterios:

a) Su constitucidn con base en las leyes de'lakRepﬁbli~
ca

b) Que tengan en ella su domicilio legal

El Lic. Siqueir0525 dice que, para identificar a una so
ciedad extranjera, la disposicidn mencionada debe interpretarse
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a contrario sensu y considerar como tales aguellas que son le--
galmente conétituidas fuefa del pais y que tengan en el extran-
jero su domicilio legal. A noéotros ﬁos parece’qﬁe el maestro-
.Siquéirbs debieré decir "o que ﬁengan en el extranjefo su domi-
cilio'legal“, eﬁ virtudkde que ei articulo 5?. de la mencionadé
Ley de Nacionalidad y Naturalizacidn exige aﬁbos requisitos meé
cionados para considerar a las sociedades como mekicénas, deA;—

tal forma que faltando uno de ellos debemos considerarlas como-

extranijeras.

Es verdad, pues, como dice Malagarfiga —cuyé opinidn ya
quedd expuesta- que'no exiéte un consensé uhénime sobre‘qué‘so—
ciedades deben ser consideradas nacionales y cudles extranjeras
al expreso de que, podria sélo decirse, intentando comprender -
en una férmula general todas las solucioﬁes, gue una sociedad -
se reputa extranjéra; cdéndo pdr determinadas razones, se la co
loca bajo un régimen juridico distinto a aquelyal cual se some-

te, por €l contrario, a las que se consideran nacionales.

Asi pues, debemos afirmar con Mantilla MolinaZGIque la-
nacionalidad, desde él punto de vista juridico, es una cualidad
que se atribuye a las personas, para determinar la aplicacidén -
de un determinado conjunto de normas juridicas, asi cuando se -
den los requisitos para calificar de mexicana a una sociedad, -
le serin aplicables las normas sobre constitucidén, otorgamiento

115



de 1la personalidad, capacidad, etc. que han quedadc estudiadas.

Por lo contrario, si la clasificacién‘juridica gue co--
rresponde a la sociédad es la de extranijera, habran de aplicar-
éele otras normas. Los criterios para determinar la nacionali-
dad de una determinada sociedad son diversos. Pueden mencionar

se, por ejemplo, los siguientes:

a) La que le otorgue la voluntad de los fundadores;

b) La derivada de’la sede de la administracién:

c) La del lugar de reunién normal de los socios;

d) La de la legiSIacién conforme %Jla cual se constitu-
;yér .

e) El lugar de su constitucidn;

f) La nacionalidad de los socios;

g) El1 lugar de la érincipal explotacién‘soéial;

h) El domicilio social, etc.

- Excederia de los limites de este trabajo la exposicidén-
y andlisis de cada uno de estos criterios, por lo que nos con-=-

cretaremos tan sélo a enunciarlos.

Cabe sefialar que la frase que emplea el texto dél ar—---—
ticulo guinto de la Ley de Nacionalidéd y Naturalizacién: “éer—
sonas morales.... gue tengan en ella (la Replblica Mexicana) su
domicilio iegal", plan£éa el problema de si basta el sefialamien

116



to en la escritura constitutiva de un determinado lugar de la -
Reéﬁgiiéé3ﬁé§iéané:coﬁo'ddmiéilio sociél, para atfibuif a una -
cdmﬁéﬁfé'léuﬁééiohélidéd‘méxicana,;o si eé;necesarid Que dentro
déi‘ééfgiéorid'méxiéénO’hayé unraomicilio real; ﬂEéte proﬁleﬁa—
no es sino una consecuencia del que pléntea‘la determinacidn -
dei domicilio de iaxébciedad, el cual yé estudiamos en su op§r¥

tunidad.

V:”A:eéfe éaiﬁiéuiar; afirma MantillavMélina; que de acuer
éddébn’iaqgggiCiéh édéptadé respecto dei<domicilio, que éste de
be corﬁéé?éﬁdef:él?lﬁgar en donde se encuentra la administra---
ciéﬁ'déblé?SSéiedéd;‘yiqué, por tahto;vno éendfié el caracter -
ééﬁmé;iéahé;ﬁﬁa‘ééciédad constituida confofﬁe é ﬂﬁeétra legisla
éién;A;iAIAﬁéémihistfécién social éstuvieéé fuera de la Repibli

ca.??

2. Requisitds legales para su funcionamiento en México.

Las disposiciones que rigen los requisitos legales para
el funcionamiento de las sociedades extranijeras en México estéan
é&été;idééﬁeﬁ‘ioéuarficulos 2736 y 273? del‘cédigbvciVil, en ~-
los artfoulos 3, 13, 14, 15, 24 y 25 del Cédigo de Comercio, y-
en los articulos 250 y 251 de la Ley General de Sociedades Mer-

cantiles.
Los dos articulos primeramente mencionados, esto es, el
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2736 y 2737 del cdédigo Civil, feferentes a las asociaciones y a
las socieéades extranjeras, exigen qﬁe’para que €stas puedan --
ejercer sus aqtividades en el Distrito y Territorios Federales,
deben conﬁar con la autorizacién de la Secretaria de Relaciones
Exteriores. Tal autorizacidn se otorga cuando las‘corporacio—~

nes interesadas comprueban:

I. Que estdn constituidas con arreglo‘a las leyes de -
su pais y que sus estatutos nada contien§n en con;—
trario a las Leyes de México de orden piblico:

II. Que tienen representante domiciliado en el lugar -
donde van a opeérar y suficientemente autorizado pa-‘
ra fespénder dé las obligaciones que‘contraigan las
mencionadas pé?sonas morales.

El articulo 2738 exige quekﬁna vez concedida la autori-

zacién por la Secretaria de Relaciones Exteriores, los estatu--

tos deben ser inscritos en el registro.

En lo que respecta a las sociedades comerciales que pri
mordialmente interesan en este trabajo, el Cédigo de Comercio -
en su articulo 3°., fraccidn III, considera como cqmerciantes -
a las sociedades extranjeras o a las agenciasyy sucursales de<~
é€stas que dentro del territorio‘nacional’ejerzan actos de co-

mercio.
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Fl articﬁlo 13 del mismo'ordenaﬁienﬁo disponé gue los -
extranjeros seradn libres para el ejercicio del comercio, seguin-
lo que hubiesen convenido en los t:atados con sus respectivas -
néciones, vy, lo que dispusieren las leyes que arreglen los dere

chos y obligaciones de los extranjeros.

El articulo 14 sujeta a los extranjeros comerciantes a-

las disposiciones del ordenamiento de comercio.

El‘articulo 15 de ' referido cuerpo normativo, esta con-
sagrado a las sociedades extranjeras que se establecen en el te
rritorio nacional, o bien, que tengan dentro de €1l alguna agen-—

{
cia o sucursal, otorgédndoles la posibilidad de ejercer el comer
cio sujeténdose a las prescripciones del Cédigo de Comercio en-
todo lo concerniente a la creacidn de sus estableéimientos den-

tro del territorio del pais, a sus operaciones mercantiles y a-

la jurisdiccidn de los tribunales de la nacidn.

El articulo 24 enumera las obligaciones a las gue estén
sujetas las sociedades extranijeras que quieren establecerse en-
la Republica; presentar y anotar en el registro, ademas del tes

timonio de la protocolizacidén de sus estatutos, contratos y de-

mas documentos referentes a su constitucidn, el inventarioc, o -

el dltimo balance si lo tuvieren, y un certificado de estar

constituidas y autorizadas con arreglo a las leyes del pais_res
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pectivo, expedido por el ministro que ahi tenga acreditado la -

Repliblica, o en su defecto, por el cédnsul mexicano.

Los articulos 25 y siguientes sefialan el procedimiento-

para el registro.

De gran interés para nuestro trabajo resultan los ar---
ticulos 250 y 251 de la Ley General de Sociedades Mercantiles,-

que regulan la actividad de las sociedades foréneas.

La mencionada Ley de Sociedades dispone que las socieda
des extranjeias legalmente constituidas ti%qen personalidéd ju-
ridica en la Replblica y que €stas sélo podrin ejercer el comer
cio desde su inscripcidn en el registro. Este punto, contempla
do a la luz de la evolucidén histérica y doctrinaria, tiene un -~
gran intE;és para nosotros. Antes de la vigehcia de la Ley Ge~-
neraL de Sociedades Mercantiles y de acuerdo con la jurisprﬁdeg
éia de la Suprema Corte de Justicia, se supeditaba el reconoci-
miento de la personalidad juridica de las sociedades extranje--
ras a su inscripcidn en el registro. Esta posicidn tan critica
da se inicid en el afio de 1929 y no seria siné hasta el éﬁo de-
1935 en que habria de variar. Esta controversia dioﬂlugar a la
conceptuacién de sociedades extranjeras que realicen actos ais-
lados de comercio y sociedades que actdan permanentemente en el

pais. Las primeras no tienen necesidad de registrarse, como lo
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veremos mas adelante en su oportunidad.

Agrega €1 articulo 251, al gue aludiéramos anteriormen-
te, que dicha inscripcién sélo se efectuard mediante autoriza--
cidén de la Secretaria de Industria y Comercio cuando se cumplan

los siguientes requisitos:

I. Comprobar que‘se han constituido de acuérdo con —
las leyes del Estado del que sean nacionales, para lo cual se -
exhibird copia auténtica del contrato social y demds documentos
relativos a su constitucidén y un certificado de estar constitui
das y autorizadas conforme a las leyes, expedido por el repre--
SentantgAdiplomético o consular que en diché Estado tenga la Re

piblica.

II. Que el contrato social y demas documentos constitu
tivos no sean contrarios a los preceptos de orden plblico esta-

blecidos por las leyes mexicanas.

iII. Que se establezcan en la Repdblica o tengan en ella

alguna agencia o sucursal.

: En;los:aiticulos 67 v 68 de la Ley del Notariado encon-.
tramos que adEhés de la exigencia de cubrir los requisitos ante
riormente mencionados se’exige que sean autorizados por un juez
déiiéjQRViiyéé:§£ihéfé instanéia para que proceda su protocoli-
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zacidn y, posteriormente, la inscripcidén en el Registro Publico

de Comercio.

Las sociedades extranjeras,'ademés, estan obligadas a -
publicar anualmente un balance general de la negociacidén, visa-
do por un contador publico titulado, segun lo dispone el dltimo

parrafo del mencionado articulo 251 de la Ley de Sociedades.
3. Limitaciones

El articulo 1°. de nuestra Carta Fundamental consagra -
la igualdad entre todos los habitantes del pais, al establecer:
"En log Estados Unidostexicanés, todo individuo gozari de las-
garantias que otérga esta Constitucidn, las cuales no podran —-

restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condi--

ciones que ella misma establece".

Por otrabparte, el articulo 33 Constitucional étorga a~-
los extranjeros las garantias que contiene la parte dogmética -
de 'la Constitucidén Politica. siendo una de las disposiciones -
de vital interé€s para nuestro estudio el articulo 4°. que esta-
blece la libertad de trabajo: "A ninguna‘persona podrd impedir-
se que se dedique a la profesidn, industria, comercio o trabajo

que le acomode, siendo licitos".

La igualdad a la que estén sujetos nacionales y extran-
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jeros da lugar a interesantes consideraciones. Una de las con-
secuencias qué'sé desprenden de este principio es el hecho de -
squtar a los ektranjEros a las leyes y tribunales del pais. -
Sin embargo, los inversionistas, que en cualquier medida de 1los
gobiernos receptores de capital, pretenden ver vehiculos de’atg
gue a sus intereses, han intentado eludir la competencia del rg
gimen juridico mexicano. El instrumento que han ﬁtilizado con~-
frecuencia, es la celebracidn de tratados internacionalequue -
contengan protecciones adicionales a los extranjeros y sus pfo—
piedades. Dentro de estos medios podemos destacar por su actua
lidad los programas de garantias a las inversiones que han pues
to en marcha los Estados Unidos de América, Alemania y Japén.28
La celebracién de estos tratados para instituir un régimen espe
cial para los extranijeros aepende de las consideraciones de los
Estados interesados. México ha manifestado su oposicidn para -
participar de cualquier intento que otofgue proteccién eépecial

a los nacionales de otros paises.

Esta postura tiene su fundamento en diversos préceptos—
de nuestras leyes internas. En principio el articulo 12 del cd
digo Civil para el Distrito y Territorios Federales que estable
ce: "Las leyes mexicanas incluyendo las que se refieranval esta
do y capacidad de las personas, se aplican a todos los habitan-

tes de la Repiblica, ya sean nacionales o extranjeros, estén do
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miciliados en ella o sean transeintes". Por su parte, el ar---
ticulo 32 de 1la Ley:de Nacionalidad y Naturéiizacién reproduce -
en términos parecidos esta disposicidn: "...estan obligados =—--
(los 6x£fanjeros) a obedecer y respetar las‘instituciones, le—-
yes y autoridades del pais sujetandose a los fallos y senteh———
cias de los tribunales, sin poder intentar otrosvrecursos que -
los que las leyes conceden a los mexicanos. S6lo pueden apelar
a la via diplomatica en los casos de denegéciép de justicia o -
retardo voluntario y notoriamente malicipso en su administra---

cidn®.

Esta es la postura de México, la absoluta negativa de -
establecer cualquier mejoramiento en beﬂ;ficio de los extranjé—
ros, ya que‘aceptar cualquier sistema que les otorgue privile--
gios, colqcaria a nuestros nacionales en un §lan'de desventaja-

absurda en cuanto a quienes se les brinda generoso hospedajé.29

La equiparaciénvde los extranijeros con los nacionales,-
después del movimiento revolucionario de 1910, ha pretendido -
ser un firme principio del sistema juridico‘mexicano. Esto es-
comprensible si pensamos que siempre México’ha‘sido apologeta -
de cualquier disbosicién en que se trate de reconoqer a los Es-
tados el derecho de estableéer por medio dé_éﬁs propias leyes -

la condicidén y situacién de los extranjeros.
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En este sentido se orientd también ié Convencidn sobre-
Derechos y.Deberes de los Estados suscrita en la séptima confe-
rencia interamericana, reunida en Montevideo en 1933, en la ---
cual participé nuestro pais y cuyo articulo 9°. estd concebido-
en los siguientes términos: "La jurisdiccidn de los Estados en-
los limites del territorio nacional se aplica a todos los habi-
tantes. Los ﬁacionales y los extranjeros se hallan bajo la mis
ma protéccién de la legislacidn y de las autoridades nacionales,
los extranijeros no podran pretender derechos preferentes ni més

extensos que los de los nacionalesg".

Hemos mencionado a la igualdad como politiga firme de -
nuestro pais. Sin embargo, tampoco es de justicia la igualdad-
entre désiguales: es por esto que en nuestro pais se establecen
ciertasklimitaciones a la actuacidén de los extranjeros dentro -
de determinados renglones econdmicos qﬁe dentro de la familia -
latinoamericana, son las nuestras las mds ampljias y las més -
acentuadas;3o Algunas de estas limitaciones derivan expfesaﬁeg
te dé nuéstra Carta Magna y han sido objetoc de reglamentacidn -
en leyes especiales, como el éetréleo, la mineria, la energia -

-eléctrica, ‘etc: Existen otras disposiciones que restringen la—_
‘participacidn de capitales extranjeros en determinadas activi§§
- de's que ‘no tienen su fundamento en disposiciones expresas de --

:nuestro Cédigo:Politico, como las que exigen a los capitales ex
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tranjeros asociarse en minoria con capitales nacionales y den--
tro de éstas las contenidas en el Decreto de 1944 gue menciona-

remos mas adelante.

No han faltado quieneé han preténdido ver en los actos-
legislativos que rigen la inversidén extranijera una violaciéﬁ a-
la constitucidn en lo que se refiere a su articulo 4°, gue éon—
'sagra la libertad de trabajo y la libertad para dedicarse a la-

actividad que desee cualquier persona.

Sin embargo, pensamos con Ricardo Méndez Silva, que den
tro deila carﬁa magna pueden encontrarse dos disposiciones que -
dan fundamento a. las limitaciones que se dirigen hacia la inver
sidn extranjera. APor un lado el enunciado contenido en elrar——
“ticulo 27 Consﬁitucicnal que dice: “La naéién tendri en todo --
tiempc‘el derecho de imponer a‘ia prépiedad'privada'ias modali-
dadés que dicte el interés pidblico, aéi como el de reéular‘el -
aprovechamiento de los elementos naturalés Vsusceptibles de apro
’piacién; para hacer una distribucidn equitativa‘de ia riqueza -

piblica, y para cuidar de su conservacidn".

Cabe sefialar que este mandamiento pertenece a las éarqg
tias sociales que‘fueron una de las conquistasbﬁés valiosas que
enriquécieron nuestro sistema juridico politico en 1917. Otro-
precepto en que sevencuentra un fundamento a las leyes que  limi
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tan la participaciéy del‘extranjero en las ipyersionestmexica,_
nas, €s lo contenido en el artigulo 73’de la Constitucidn en su
fraccién XvI, gue dice: "El Congreso tiene facultad para dictar
leyes sobre nacionalidad, ‘condicidén juridica de los extranje--
ros', ciudadania, naturalizacién, colonizacidn, emigracidn, in-

migracién y salubridad general de la Repiblica..."

No obstante, ha sido propuesta por-aigunos estudiosos -
de esta materia 1avposibiiidad de adicionar el articulo 33 de -
la Constitucién con algin enunciado que establezca claramente -
1avfacultad del congreso para legislar en materia de inversio--
nes extranjeras, ya sea de sociedades propiamente extranijeras, -
5 bien, de sqciedades mexi¢anas con cépital extranjero y posibi

lidad de tener participacidn extranjera.3l

Analizaremos ahora someramente algunas de las limitacio

nes en concreto que contienen nuestras leyes particulares:

Clausula Calvo. Los lineamientos de esta cliusula que-

ahora, en el seno de la comunidad latinoamericana constituye un
postulado firﬁemente defendido, lo recoge nuestra Legislacidén -
Fundamental en su articulo 27, parrafo 7°. fraccidn I, sefialan-
do una limitacién de gran importancia: "S3lo los mexicanos pér-

nacimiento o por naturalizacidn y las sociedades mexicanas tie-

nen derecho para adquirir el dominio de las tierras, aguas y --
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sus accesiones o para obtener concesiones de explotacién'dé¥mi—
nas y aguas. El Egtado podra conceder el mismo derecho a los -~
Aextranjeros, siempre que convengan ante la Sécretaria de Rela--
ciones en considerarse como nacionales respecto de dichos bie--
nes y en no invocar por 1o'mismo la proteccidn de sus gdbieﬁnos
por lo que se refiere a aquellos: bajc la pena, en caso de‘fal—
tar al convenio, de perder en beneficio de la nacién los bienes

que hubieren adquirido en virtud del mismo".

Légicamente en esta clausula, han visto los paises ex--
portadores de capital una limitacidén al libre juego de sus inte
reses, diciendo que su aplicacién se hace de acuerdo con las le

) <
ves dom€ésticas, la cual nunca puede prevalecer en contra de la-
internacional que proclama como derecho especifico del Estado,-

el derecho de proteccién.38

Los paises, como el nuestro receptores de grandes canti
_dédes de capital extranjero, defiendén afanosamente'Ia postura-
de la cliusula Calvo, arguyendo entre otras consideraciones las
siguientes. Un Estado no pugde reclamar a otro sino cuando -~~~
exista un reclamante individual y un dafio a‘él causado. Ahora-
bien, cuando un particular conviene en que determinada acqién -
de un Estado no causa perjuicios a su patrimonio, porque las --

pérdidas o dafios que pudieran causarse se compensan con los be-
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neficiqs que seArecibeanel dafio no se produqef; ademas, cuando
la Egrsgnavgpnvigne, para el caspvde discrepanciaken la inter--
pregggiééAdgmun”cont;ato,‘efectuar ciertos agtos, como absteneg
sgﬂdeﬂragur;}rkg su gobierno, estd impedido por la equidad y la
lgusticiaiQarapreplamarrante ningdn tribunal internacional( en =
virtud de un contrato cuyas contraprestaciones no ha cumplido.f
En ambos casos se encuentra la falta de un reclamante y un dafio
v por tanto la ausencia de fundamentos para una demanda interna

AhQ?a’bien, los que pretenden destruir la validez inter
nacignal‘de 1§‘Cléusula Calvo afirman que‘el,ejercicio de la --
proteccién diplomitica es un derecho piblico, cuya aplicacién -
es ufi"atributo del Estado. A esta aseveracién, el Dr. Modesto-
ééafaﬁﬁéééﬁéii‘cbntesta lo siguiente: "... buscando la causa --
d‘el’éﬁd‘o‘s‘d;ﬂ'qﬁe es el que pone en marcha la proteccidn diplomi-
tica, hb‘héy‘dﬁda de que el individuo es el que puede conside--
rar ‘s1 €T dafo le ha sido causado, y queda a su libre voluntad-
éfﬁbé&§¥ ;;ﬁ6:a'su propio Estado, que ejerza la protéccién di--
piggé%iéé:wwéi;lérproteccién diplomatica fuera realmeﬁte un de-
ré¢h6 pﬁgli§b; no podria quedar supeditada a la voluntéd de un-
péftiéﬁlar;yanqﬁé un particular no puede decirle a su Estado si
déééagzghg}aaésegérza un dereého Que 1é corresponde al Estado -

Amismo..."34
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e} sea, que’61 maestro Séara Vazquez ¢onsidera que la -
proteccién diplomitica no es un derecho pidblico, sino’por el --
contrariorun derecho privado. De gste afgumehto, en el orden -
Internacional, podria extraer su validez la Cl&iusula Calvo,'mig
ma a la‘que le ha otorgado en la préactica internacional un va--

lor en extremo limitado.35

A este respecto nos dice el Lic. José Luis Siqueiros:»—
"No obsténte que la etapa histdrica de las reclamaciones inter-
nacionales parece que harquedado definitivamgnte superada, cree
ﬁos gue la Clausula Calvo debe seguir subsistiendo como una ---

. . . . . 6
institucidn permanente en el sistema constitucional mex1cano"3

Zona prohibida. La limitacidén que ahora trataremos, --

‘dentro del sistema juridico mexicano, tiene sus antecedentes re
motos en las leyes de 11 de marzo de 1842 y 1°. de febrero de -
1856, que prohibieron a los extranjeros la adquisicidn de terre
nos situados en una zona distante de 20 ieguas de las fronteras

vy 5 leguas de las cbstas.37

Esta disposicidn eé resultante de-
nuestra amarga experiéncia histérica, la que se recoge en nues-
tro articulo 27 Constitucional al decir: "En una faja de 100 ki
16m3£ros a lo lafgo de las fronteras y de 50 en»las‘playas, pdr

ningin motivo podrén los extranjeros adquirir el dominio direc-

to sobre tierras y aguas".
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A este respecto surgen consideracicones muy interesantes,
como lo son laé referentes a lbs fideicomisos constituidos en -
lzs franjas prohibidas. El licenciado Siqueiros recientemente-
s2fialaba gue actualmente la Secretaria de Relaciornies Exteriores
permite el fideicomiso en favor de extranijercs dentroc de la —---
ﬁranja prohibida, siémpre y cuandoc la institucidn fiduciaria de
muestre que sus estatutos sociaies han sido modificados de -—--
acuerdo con lo establecido en el Decreto Presidencial publicado

el 30 de diciembre de 1965, que mencionaremos mas adelante.

Esta cénsideracién es explicable §i atendemos a la in--
terpretacidén que el doctor Molina Pasquel da a esta prohibicidén
constitucibnal en el sentido de que el régimen contemplado den-
tro de la disposicidn constitucional aludida se refiere a la --
prohibicidn de obtener el dominio directo vy no simplemente él -
de adquirir el uso o disfrute de un bien. Esto queda corrobora
do si atendemos a lo dispuesto por el articulo 10 de la Ley Or-
génica de la fraccidén I del articulo 27 Constitucional, la que-
apuntaique no se estima como enaijenacidn de propiedades; los --

arrendamientos de inmuebles por término mayor de diez afios.

Pero para subrayar la absoluta prohibicidn para obtener
el dominio directo de inmuebles a los extranjeros dentro de la-

zona prohibida, el articulo 1°. del Reglamento de la Ley Orgéni
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ca que mencionamos sanciona a los notariés} cénsules mexicanos—
en el ektranjero y cualesquiera otros funcionarios, con la pér-
dida de su oficio'o'empleo, si extendieran o»autorizaran docu~-
‘mentos o instrumentos que represenfaran la adquisicién del domi
nio directo de tierras, aguas y sus accesiones dentro de la fa-

ja prohibida.

Por otra parte, puede darse el caso de que un extranje-
ro tuviese que adquirir un inmueble‘dentroﬂde la zona prohibida
en virtud de alguna herencia. La Ley Organica de la fraccién I
del articulo 27 cOnstitucional, en su articulo 6°. contempla --
tal hipétesis, bajo la cual circunstancia la Secretaria de Rela
ciones Exteriores pﬁ%de otorgar el permiso de que se realice ia
adjudicacidén a nombre del extranijerc pero siemé;e y cuando se -
dé la condicién de transmitir los derechos de que se trate a —-
una persoﬁa capacitada, dentro de un plazo de cinco afios a con-
tar de la fecha de la muerte del autor de la herencia. Por su-
,pérte, el articulo 11 dél Reglamento de la Ley Orgdnica sefiala-
_que si es imposible realizar la enajenacidén dentro del término-
de cinco afios, la propia Secretaria de Relaciones Exteriorés se
encuentra facultada para ampliar el lapso ofiginal, en la medi~

da que fuese necesario.

Agricultura. La fraccién IV dellarticulo,27 Constitu——

cional que ya comentamos apunta "las sociedades comerciales, --
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.por acciones, no podrén adquirir, poseer o administrar fincas -
rﬁsticas".' Este precepto -como dijimos-~ obliga a las socieda--
des que se organicen para e€stas actividades, a adoptar una for-
ma distinta a la que ofrece la sociedad andnima, fundamentalmen
te la de la sociedad de responsabilidad limitada y la sociedad-

en nombre colectivo.

Luego, el articulo 3°. de la Ley Orgénica de la frac---
cién I del articulo 27 Constitucional, sefiala que dentro del su
puesto de sociedades mexicanas que posean fincas rusticas con -
fines agricolas, no podrd concederse el permiso de constitucidn
cuando quede en manos de extranjeros el 51% o mas del interés -

de la sociedad.

Petrdleo. El petrdleo, ha sido sin duda, uno de los re
cursos més importantes de la economia nacional y aquel que ha -
recibido por parte de los gobiernos surgidos después de la revo
lucidn, especialmente el del presidente Lizaro Cardenas, su ac-
tuacidén més decidida. Tal medida, la expropiacién, pondria fin
a uno de los pasajes mds draméticos en la historia, juridica, -
econdémica y politica del pais. La fecha del 18 de marzo de --—-
1938, abriria las éompuertas a una nueva etapa, cuyos primeros-
signdslfuéron de tenaz lucha contra el blogueo econdmico y 1a;—
infiﬁidad dé gresiones que levantaron en contra de nuestra inde
Vpesdéhcia;nlaé cémpéﬁias éxtranjeras y sus gobiernos.38
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El régimen juridico aplicable al petrdleo en la histo—-—
ria de nuestro pais, admité diveisas etapas. Al principio gue-
fue considerado el subsuelo como propiedad exclusiva del rey. -
Luego, ya en el México independiente, Maximiliano sigue la mis-
ma linea de no otorgar automaticamente al duefio del suelo, la -
explotacién del subsuelo, sino dque deberia ser llevada a efecto
mediante una previa concesidn derivada de las autoridades cﬁmgg

tentes.

Posﬁeriormente, el cédigo Minero de 1884 rompe en forma
sustancial con los preceptos tradicionales qﬁe regian en México
sobre la proﬁiedad del subsuelo. En efecto, su articulo 10 se-
fialaba que eran de la propiedad exclusiva del duefio del suelo,—

el carbén de piedra y el petrdleo subterraneo.

otra ley expedida en 1901, fue bastante benévola y de -
la cual se aﬁrovecharon dos pefscnajes que estuvieros'intimamqg
té l;gados con la explotacidn petrolera de nuestro pais, 1 in-
glés Weetman Dickinson Pearson y el norteaméricano Edward L. —

Doheny.

Por dltimo, la etapa que arranca a partir de la Consti-
tucidn de 1917, en la que tiende a rectificarse la situacidén —-
prevaleciente en la época del porfirismc., La Constitucidn de -

1917 va a tener entonces un tono reinvindicatorio sobre los re-

134



cursos que habian sido - abandonados en pérjuicio de los intere--
ses de la nacidn. ‘El articulo 27 Constitucional ubicaba al pe-
trdleo bajo el dominio directo de la'ﬁacién, volviendo a los -~
‘postulados que rigieron en México antes dél Cédigo de Mineria -
de 1884. El régimen contenido en este artfculo recibe’un énfa-
sis redoblado, al apuntar que el dominio de la nacién es inalie
nable e imprescriptible y que las concesiones sélo podrian ser-

otorgadas a los particulares por el gobierno federal.39

De este precepto constitucional derivaron leyes regla--
mentarias. TUna de'ellas fue la de 26 de diciembre de 1925, con
teniendo entre otras disposiciones la ratificacidn a los lineéw
mientos constitucionales sobre el dominio directo del petrdleo,
inalienabilidad, imprScriptibilidad, prohibia igualmente a las
sociedades de extranjeros la adquisicién de bienes raices, limi
taba 1a magnitud de las concesiones, deélaraba de utilidad pa-—
blica ia industria del petrdleo, reducia los derechos de confir
macién a los concesionarios a 50 afios, y otras de indole simi--

lar.

La reaccidén de las compafiias petrqleras establecidas, -~
fue la de manifestar un abierto desacatc a esta ley. "Se abstu
vieron de hacer nuevas perforaciones, disminuyeron la produc---
cién‘delllS miliones de barriles en 1925, a 90 millones en 1926,
a 64 millonesfen 1927;Aretiraron sus depdsitos bancarios y fue-
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ron un activo factor que produjo una crisis bancaria y financie

] . 40
ra en el pais".

Las presiones politicas y econdmicas de las empresas re
vistieron tal magnitud, que a través del Decreto de 3 de enero-
de 1928, el régimen contenido en las leyes anteriormente mencio
nadas tuvo que ser abandonado. Las medidas legislativas deja--
ban précticamenté a los hidrocarburos del subsuelo fuera del ré
gimen constitucional. Una de las disposiciones centrales adop-
tadas, era que se conformaran sin costo alguno y mediante la ex
pedicidn de concesiones confirmatorias de los derechos deriva--
dos de contratos ceiebrados antes del 1°. de mayo de 1917. Las
cohfirmaciones, de’acuerdo con esta ley, se otorgaban sin limi-
te de tiempo cuando se referian a los superficiarios y pér el -
tiempo fijado en los contratos celebrados por los superficia---
rios con Eerceros. Fue, finalmente, con esta ley de 1928, que-
las émpresas petroleras y sus gobiernos -particularmente Esta--
dos Unidos e Inglaterra- que se mostraronFSatisfechoé frente él
,cuerpo legislativo que tendia a regular la explotacidn del pe~-
tréleo. Para lograr esto, un régimen favorable y benevolente,-
pleno de privilegios,‘no escatimaron ningdn medio de presidn, -
habiendo sido frecuente inclusive, la amenaza de una interven--
cién extranjera. Debe recordarse que el presidente Calles lle-

gé a denunciar ante el presidente norteamericano Coolidge, la -
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maniobra concertada por el embajador Sheffield y el secretario-
de Estado Kellog que tenia como fin la invasién armada contra -

México, logrando evitarla.41

Tal es el historial de las empre-
sas privadas extranjeras en México, una sintesis de ‘luchas y ---
pugnas en contra del gobierno y del pueblo de M€xico, que repre
sentaban un menoscabo y’un atentado directo en contra de nues--

tra soberania.?2

La cuarta etapa en la reglamentacidén de petréleo en Mé-
xico se inicia oficialmente con el Decreto de Expropiacidn de -
18 de marzo de 1938 dictado por el presidente Lizaro Cardenas.-
Esta fecha estd precedida por acontecimientos que tiénen los --
rasgos distintivos de las etapas anteriores, el ataqué y desobe

diencia de las empresas a nuestras instituciones.

En 1936, el Sindicato de Obreros ?etroleros demandé de-
las compaﬁias'un aumento de salarios y prestaciones que asCen—;'
dia aproximadamente a 70 millones de pesos; las compaﬁias, fren
te a esta peticidn ofrecian Gnicamente 14 millones. De esta --
forma surgia el problema petrolifero més grave con las empresas
extranjeras. -Los inversionistas extranjeros se negaron obstina
damente a acceder a las mejoras, aduciendo que la situacidn eco
némica de las empresas no permitia tales erogaciones. Después-
de interminables conversaciones entre los trabajadores y las em
“presas;'la‘huelga que habia‘sido propueéta, estalld finalmente-
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el 27 de mayo de 1937.43

Lds;obreros acudieroh‘ante la Junta de Conciliacidn y -
rArbitraje; habiéndose levantado la huelga el 9 de junio. La --
junta, con base en un estudio hécho por tres peritos designédos
expresémente para conocer del caso, ordend a las empresas que -
aumentéran los salarios de acuerdo con las recomendaciones pro-
puestas por los peritos. El dictamen de los peritos ponia de -
manifiesto las extraordinarias ganancias obtenidas por las em--
presas petréleras‘en México. Se decia que durante el aﬁo de ---
1936 la industria petrolera en los Estados Unidos obtuvo una —-
utilidad de 1.44% sobre el capital invertido no amortizado, en-

México la utilidad en cuestidn fue de 17.82%.44

La inconformidad de las empresas petroleras se tradujo-
en un amparo ante la Suprema Corte de Justicia. La intransigen
cia de estas empresas, se‘estréllé en la confirmagiéﬁ'que hizo—
la corte del laudo que se habia emitido en los Tribunéles del -
Trabajo. Tal,cosé ocurrka el l°; de marzo de 1935., Las compa-
filas petroleras, en abierta rebeldia y frente a la obligacidn -
juridica de cumplir con lo ordenado por los tribunales de la kg
pﬁblicé, aemoraron el cumplimiento con la esperanza de eludir -
las obiigaciones que el régimen legal mexicano les habia impues
to. Anté esa actitud de desafio y por el enorme perjﬁicio que -
representaba para ia nacién tener detenidas ias actividades de-~

138



estas empresas, el gobierno mexicano no tuvo otra alternativa -

que decretar la expropiacidn.

Las compafiias petroleras, ante el inminente decreto ex-
propiatorio quisieron dar cumplimiento al Laudo. Sin embargo, -
la nacidn estaba ya consqiente de la amenaza constante que re--
presentaban no Unicamente el desacato de las empresas extranije-
ras, sino la gama amplisima de presiones y perjuicios que reci-
bia, por lo que el gobierno del presidente Lézaro Cardenas, el-
18 de . marzo, dicté la Expropiacidén petrolera, marcandole al ---
pais con esta medida, una nueva etapa en‘su vida vy nuevos rum--
bos a su independencia econdmica, y ¢por qué no decirlo?, tam--

bién politica.

4Después ae los dichos acontecimiEntos la explotacidn de
los yacimientos petroliferos deriva de 1o‘contenido en la ey -
Reglamentaria del articulo 27 Cpnstitucignal en el ramo.del pe -
trdleo que en su articulo 1°. sigue lo sefialado en la Constitu~
cidn Politica: "Correspénde a la nacidén el dominio directo, ina
lienableve imprescriptible de todos los carburos de hidrdgeno -
que se encueéntran en el territorio nacional -incluida la plata-
forma continéntal— en mantos o yacimientos, cualquiera que sea-
su estado fisico, incluyendo los estados intermedios y que com-

ponen el aceite mineral crudo, lo acompafien o se deriven de €1".
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El articulo 2°. por su parte, establece: "SSlo la na---
~ cidén podra llevar a cabo las explotaciones de los hidrocarburos
que constituyen la industria petrolera en los términos del ar--

ticulo siguiente”.

El Reglamento de la ley que estamos estudiando, publica
do el 25 de agosto de 1959, contiene preceptos sobre la partici
pacién de los particulares en las actividades petroleras. El -
articulo 25 sefiala: "Los particulares que deseen utilizar deri-
vados bésicos de refinacidn para producir especialidades de los
mismos deberadn obtener previamente de la Secretaria del Patrimo
nio Nacional y'de Industria y Comercioc la autorizacidén de las -

actividades respectivas".

A este respecto nos dice Lépez Rosado que "la reciente-
legislacidn mexicana divide en dos ramas la industria dé los -~
productos quimicos que se derivan de los hidrocarburos: la pe--
troquimica basica, que se reserva exclusivamente como industria
propiedad del Estado y la de los productos finales pertenecien-
P : ,
tes a la industria quimica, para ser elaborados por las empre--
sas privadas.45 Debemos hacer notar gué una comisidén interse--
cretarial con base en el decreto de 1944, prohibidé todas las ag
tividades relacionadas en cualquier fdrma con la industria'pe—é
trolera a compafiias mexicanas con menos del 51% de capital mexi
cano. »
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Energia eléctriéé. Contra riamente é lo'abuntado al re-
ferirnos éi‘petréieo; la enérgia eléétrica ha seéuido una tra--
Yéctoria del todo diferente. El poderoso fluido fue también na
éionalizadé no al influjo de una atmésfera confiictivé‘sino so-
bre una base de concordiavy armonia entfe el gobierno nacional-

y los propietarios.

'Lé“Constitucién de 1917 en su versidn original, no in--
ciuyé ningdha feferencia sobre ia materia eléctricaven forma ex
presé. No fue sino hasta el afio de 1932, cuando el Ejecutivo -
de la ﬁnién solicitd del Congreso la reforma a la Qohstitucién—
Politica de los Estados Unidos Megicanos, en su articulo‘73, ——
fréccién X, a través de la cual se otorgaba al congresé facul--
tad para legislar sobre energia eléctrica. Dicha reforma fue -

aprobada en diciembre de 1933, y promulgada en enero de 1934.46

Esta reforma obedecidé a la necesidad de fundamentar ---
constitucionalmente al anterior Cédigo Nacional Eléctrico de --
'1926; el que fue ampliamente atacado precisamente por no encon-

trar apoyo en algln enunciado constitucional.

La nacionalizacidén de la industria eléctrica en el afio-
de 1960 por el Lic. Adolfo Lépez Mateos, habria de culminar con
la adicidn al articulo 27 Constitucional parrafo 6°., quedando-

el texto en cuestidén de la siguiente manera: "Corresponde exclu
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sivamente é la nacidn, generar, conducir, transfofmar, distri--
buir y abastecer energia eléctricaAque tenga por objeto la'preé
tacion de servicio pﬁbiico.  En esta materia no se otorgardn --
concesiones a los particulares y lé'nacién aprovechara los bie-

nes y recursos naturales que se requieran para dichos fines".

La nacionalizacidn se llevé a cabo por conducto de dos-
grandes operaciones. Una con la American & Foreign Power Co. -
‘con un monto de 70 millones de délares y otra con Mexican Light

& Power Co. por un total de 52 millones de ddlares.

Es conveniente sefialar que la adicién al articulo 27 --
Constitucional se refiere al monopolio que tiene la nacién so--

bre la energia eléctrica en un sentido de servicio piblico. .

Esto es, que deja abierta la posibilidad a los particu-

lares para seguir generando energia eléctrica por su cuenta, pe

ro siempre y cuando sea con fines propios.47

Materia férestal. La Ley Forestal de 1960 en su articu
lo 87 condiciona el otorgamiento de permisos de explotacidn, al
requisito de que las personas solicitantes fisicas o morales ;,
sean de'ﬁacionalidad mexicana. En actividadES de explotacidn - -
forestal la prohibicién a la participacidn extrénjera es absolu

ta.48
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Mineria. Ya en la época independiente de nuestra pa---
tria, continuaron en vi@of lag leyes espafiolas sobfe mineria, -
las que atribuian a la nacidn las riqﬁezas del subsuelo. No --
Vfue sino hasta 1884, ya en la €poca porfirista, en qgue se publi
cd el cédigo Minero de 1884, al que aludimos al tratar del pe--
tréleo. Este cédigo atribuia a los particulares las riquezas -
del sﬁbsuelo sin que fuera n8cesaria una concesién para la ex--
plotacidn dél mismo. Fue por ello que un factor que le dio a -
la ﬁevolucién de 1910 una proyeccién nacionalista, fue el hQCho
de-que una gran parte de la riqﬁeza nacional‘estuviEre acapara-
da por extranjeros.49 Esto fue particularmente notorio en la -
mineria. "La mayor parte de las concesiones mineras que se ---—
otorgaron durante la gestidén administrativa del porfirismo caye
ron en manos deé sociedades extranjeras, que iniciaron sus traba

jos repartiéndose los fundos mineros més importantes del pais".

50

Como‘vimos ante;iormente, la cdnstitucién de 1917 conce
did a la nacidén el dominio directo sobre los minerales, inclu--
yendo el carbdn y el petrdleo, estableciendo ademds que el uso-
o el aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los -
particulares o por sOciédades constituidas conforme a las leyes

mexicanas, no podrad realizarse sino mediante concesiones otorga

das por el ejecutivo federal.
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El 6 de febrero de 1961 fue dictada la Ley Minera en la
cual se contempla la posible participacidn de capital extranje-
ro en las extracciones metaldrgicas. Para la citada ley exis--

ten los siguientes tipos de concesiones: .

a) Concesidn ordinaria;
b) Concesidn especial sobre reservas nacionales; y

c) Concesidn para reservas industriales nacionales.

De acuerdo con el articulo 6°. de la Ley Minera que men
éionamos, es necesario; para poder obtener concesiones, en caso
de personas fisicas ser ﬁexicano, y en caso de sociedades que -
sean constituidas de acuerdo con las leyes mexicanas y que la -
mayoria del capital haya sido suscrito por mexicanos. LosS go--
biernos extranjeros y los soberanos extranjeros de conformidad-
con este mismo articulo, "por ningdn motivo pueden adquirir con
cesiones, ni derechos mineros de cualquier especie, ni ser so--

cios, asociados o accionistas de empresas minéras".

Serén nulos de plenoc derecho -apunta el articulo 15 de-
la ley aludida- todos los actos o contratos a través de los cua
les se transmitieran derechos sobre explotacidn minera a socie-
dades, gobiernos o soberanos extranjeros% ni a sociedades mexi-
canas en las que extranjeros representen mds del 49% del capi--

tal social.
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La concesidn ordinaria, la contempla el articulo 14 de-
la Iey Minera segin el cual se exige una participacidén minima -
de capital mexicano de un 51%.

B

La concesidn especial sobre reservas nacionales la en--
marca el articule 76 de la ley aludida exigiendo como minimo de

parﬁicipacién de capital mexicano un 66%. -

La concesidén para reservas industriales nacionales que-
consiste‘en el otorgamiento a una induétria mexicana de los de-
rechos mineros sobre un Srea de ferréno especifico y para una -
substéncia determinada a fin‘de que la indusfria pueda descu---
brir y desarrollar reservas como fuentes de abastecimiento de -
maﬁerias pfimas, para llevar a cabb sus operaciones>normales en

un futuro previsible.

El arficulo 29 de la ley, limita la duracidn de conce--
siones oﬁorgadas a 25 afios, pudiendo ser prorrogadas. El ar---
ticulo 3°. transitorio sefiala que lés antiguas concesionés -la-
mayor parte de las cuales'estaban otoréadas a perpetuidad- és@g
rédn sujetas al mismo t€rmino de 25 afios. José Luis Siqueirgs -
seﬁala‘que en materia de inversiones‘extranjeras, es la Ley Mi-

,néra$y su Reglamento el of&ehamiento/méé avanzado y sistémafi;g

. ’dZO;a 5 1

" Comunicaciones. La Ley General de Vias de Comunicacidn
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en su articulo 12 sefiala que sélo los mexicanos, persomas fisi-
cas o morales, podran obtener concesiones para la construccidn,

establecimiento o explotacidn de vias de comunicacidn.

Los extranjeros no pueden poseer buques mercantes com —
bandera nacional, a ménos que prueben por instrumento piblico,-—
poseer a lo maximo el 25% del valor del buque, segin lo ordemna-

el articulo 277 de la mencionada ley.

Igualmente, el articulo 129 de la Iey de vias de Comumni
cacién prohibe a los extranjeros y a las compafiias extranijeras-
obtener concesiones para la explotacidén del servicio de ferroca

rriles.

Dicha legislacidén en su articulo 152 prohibe la inter—-—

vencidn del capital extranjero en la explotacién de caminos de-

jurisdiccidén federal para servicios publicos de autotransporte.

También esta prohibida segiin el articulo 313 de la alu-
dida ley, la inversidn extranjera directa en el servicio pabli~
co de transporte aéreo y similares; de sistemas telegraficos, y

radiotelegréaficos. La prestacidén de estos servicios queda re——

servada en forma exclusiva al Gobierno Federal.

Seguros, bancos e instituciones de crédito, imstitucio-

nes de fianzas, sociedades de inversién. A partir del 30 de di
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ciembre de 1965 en que los proyectos de ley del Ejecutivo .de::la
Unidn relacionados con inversiones extranjeras, entraron, en wi-
gor, se dio un gran paso adelante en las materias que:. arriba--ci
témos al adiciona: a la Ley General de Instituciones.de. Seguros,
a lé Ley General de Instituciones de Crédité,y‘Qrganizaqionesa—
Auxiliares, a la Ley General de Instituciones de Fianzas .y a:la
Ley‘de Sociedades de Inversidn, diversos articulos y. fracciones
que, en lo‘substancial, son coincidentes con la siguiente leyen
da: "en ningdn momento podrén participar en forma alguna,en_él-
capital de estas sociedades, gobiernos o dependencias oficiales
extranjeros; entidades financieras del exterior o ag%ﬁpaciones—
de'perSOnas'extranjeraé fisicas o moraleé, gsea cual fuefé:ia:;-
forma que revistan, directamente o a través de inféréééité‘péf—

sona'.

Se establecen sanciones segin el caso, de perder los in
versionistas la participacidn de su capital en favor del gobieg

no federal, o bien, la revocacién de la autorizacidn respectiva.

Cabe sefialar que con estas modificaciones, queda abier-
ta la puerta a los inversionistas extranijeros, personas.fisicas,
que pertendan invertir en las sociedades anteriormente menciona

das.

Radio y televisidn. La Ley Federal del Radio y Televi-
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sidén de 1960 ordena en su articulo 14 que las concesiones para;
usar comercialmente canales de radio y televisidn, en cualquie-
ra de los sistemasvde modulacidén, de amplitud o de frecuencia,-
se otorgﬁen exclusivamente a ciudadanos mexicaﬁos o a socieda--
des cuyos socios sean mexicanos. En relacién con las socieda--
des por acciones se advierte la obligacién de ser €stas nomina-
tivas. Las compafiias estan obligadas a proporcionar a la Secre
taria de Comunicaciones y Transportes iavlista general de sus -

socios.

La redaccidn del precepto citado no deja lugar a dudas-
respecto a la prohibicién absoluta establecida para los extran-

jeros en este tipo de actividades.

Decreto de 29 de junio de 1944. Este decreto ha sido -

el centro de mﬁitiples controversias, pero sin duda uno de los-
ordenamientos de méxima importancia que pretende regular la in-.
versidén extranjera en México. El 1°. de juiio de 1942 fue dic-
tado un decreto qﬁe aprobd la suspensién de garantias individua
leg en el pais, el cual otorgaba al poder ejecutivo de la na---
cidén facultades extraordinarias en virtud de la presencia de la

segunda guerra mundial.

Los considerandos del decreto de emergencia sefialan los

peligros que podrian representar para el interés econémico del-
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pais la afluencia de capitales procedentes del extranjero, dado

‘su gran poder de competencia con los. capitales nacionales.

El primer articulo del decreto citado diépone gue'mien—
tras permanezca en vigor la suspensidén de ggrantias deéretada -
el 1l°. de julio de 1942, los extranjeros y las sociedades mexi-
canas qgue tengan o puedan tener socioé extranjeros necesitaréﬁ—
pfeviamente un permiso de la Secretaria de Relaciones Exterio--
res. El citado articulo enumera los actos para los cuales es -

obligatorio el permiso mencionado.

Ei segundo articulo dispone’queidurante él mismo perio-
do a que se refiere el articulo anterior, sera necesario'permi—
so previo de la Secretaria de Relaciones Exteriores, para la --
constitucién de sociedades mexicanas que puedan tener socios ex
tranjeros con .las mismas finalidades de actividad que sefiala el
articulo-l°.; igualmente, exige el requisito para la modifica--
;ién o transformacidn de sociedades antiguas méxicanas en las -
cuales se vayan a substituir socios meéxicanos por extranjeros -
o simplemente ge varie con la forma, el objeto social,’y para -
concertar operaciones de compraventa de accioneg o de partes de
interés por virtud de las cuales pase a socios extranjeros el -
control de alguna de las empresas mencionadas en el articulo —

1°.
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El articulo 3°. concede a la Secretaria de Relaciones -
Exteriores la facultad discrecional de negar, conceder o condi-
cionar los permisos cuya obligatoriedad ha qgedado establecida-
segin se estime que con su otorgamiento se contrarian o no las-
finalidades perseguidas por este decreﬁo. El inciso tercero de
este articulo contiene uno de los enunciados mas importanteg -—-
que es el que se refiere a la exigencia de que la participacidn
‘mexicana debe ser cuando menos €n un 51% y establecida en tal -
forma que se pueda verificar en éualquier momento .y que por lo-
menos en la administracidn de la sociedad exista una mayoria de
socios mexicanos. EL mismo articulo contempla la posibilidad -
de dispensar el cumplimiento de estos requiéitos en caso de que
se tréte de empresas que seé organicen para el establecimiento -~

en el pais de una nueva explotacién industrial.

El articulo 4°. fija la misﬁa obligacién-de permisos y-
condicioneg para las compafiias que vayan a modificarse y para -
aguellas en que vayan a participar socios extranjeros. En se--
guida se establecen una serie de medidas y penas para los que -
contravenqankla ley, tales como declarar la nulidad de los ac--
tos celebrados en contravencidn de la misma. Asimismo, se sefia
lan las facultades que tiene la Procuraduria General de la Répg
blica para gque en juicio sumarisimo pueda decretar la nacioﬁaLi

zacién de las empresas que hubiesen faltado a los requisitos es
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tablecidos por la ley, incluyéndose en distintos articulos pe--
nas de cdrcel y pecuniarias para los gue cometieren la infrac--

cidn.>?2

En abril ae 1945, el Lic. Ezequiel Padilla, entonces Se
cretario de Relaciones Exteriores, firmé una circular basdndose
en la facultad discrecional que le otorgaba la ley, y establ¢~-
cié que sdlo se exigirian los requisitos del)Sl% de capital me-
xicano que sefialaba el Decreto de 1944 a algunos determinados -
renglones econéﬁicos, tales como: produccidén, distribucidén y --
exhibicién de peliculas cinematograficas; transportes aéreos --
que operen tnicamente dentro del térritorio nacional; transpor-
tes urbanos o interurbanos; empresas ae publicidad; embotellado
ras de aguas gaseosas; y empresas editoras de libros, periddi--
coé y revistas. Estas dos dltimas fue;qn posteriormente inclui

das en la lista de actividades gue requerian el citado permiso.

La—vigencia de esie decreto, en rigor estaba reducida -
originalmente al marco témporal que tuviere larsuspensién de ga
rantias. Esa situacidn, se dio por terminada por medio del De-
creto de 28 de diciembre de 1945 que puso fin a las faultades -
extraordinarias vy a la suspensién de garantias. Sin embargo, -
se establecid expresamente en el articulo 6°. que se ratifica-=-

ban con caracter de leyes "las disposiciones emanadas del Ejecu
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tivo durante la emergencia y relacionadas con la intervencién -

del Estado en la vida econdmica".

Dado esto, obligado ha sido argumentar la inconstitucio
nalidad de la vigencia del citado decreto. Asi, la Suprema Cor
te de Justicia, en dos ocasiones lo ha declarado inconstituéio«
nal, al otorgar la protéccién de la justicia federal ante los -
amparos promovidos por Quimica Industrial de Monterrey, S. A. -
fallado el 20 de septiembre de 1962 y por Playtex de México, S.

A.

Cabe sefialar que la nueva politica de la Secretaria de-
Relaciones Exteriores, con objeto de evitar los ataques de que-
ha sido objeto por la aplicacidn de este decreto, ha pretendido
fundar esta facultad en otro enunciado legislativo; tal es el -
articulo 3°., fraccidn VII de la Ley de Secretarias y Departa--
mentos de Estado que a la letra dice: "Conceder a los extranje—‘
ros las licencias o autorizaciones que requieran conforme a las

.leyes para adquirir el dominio de las tierras, aguas v sus acce
siones, o para obtener concesiones de explotacidén de minas, ---
aguas o combustibles minerales en la Rephblica Mexicana y para-
adquirir bienes inmuebles ubicados en el pais, para intervenir-
en la explotacidn de recursos naturalés, para hacer inversiones
en empresas comerciales industriales egspecificas, asi como para
formar parte de sociedédes mexicanas civiles y mercaﬁtiles, y;a
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éstas para modificar o reformar sus escrituras y sus bases cons
titutivas y para aceptar socios extranijeros, y adquirir bienes-

inmuebles o derechos sobre ellos".

Estas son, en términos generales, algunas de las més ig
édftantes limitaciones que el fégimén hexicano~ha impuesto a la
inversién del cabitalyexﬁranjero en éi pais, abarcando en algu-
nas ocasiones rénglénes importantes de nuestra economia nacio--

nal y, en otras, partidas econdémicas que abscrben gran parte --

del ahorro nacional.

4. Analisis de su personalidad en México

A lo laréo ae nuestro trabajo hemos dejado ent£e§er’lo—
téﬁe’ahofé<££étaremos de asentar en forma clara y precisa; esto-
es, lo referente a cuil es la situacidn, hablando dé persénéli—
dad, que guarda una sociedad que nuestras leyes reputan como ex

tranjera.

w’ﬁﬁéhos autores han sostenido que las ééciédades sélo =~
”ti;ﬁéh ;é;édnalidad juridica en el pais dohde fueron'cbnstitui—
”éé;.-tDékéeguir esta tesis caeriamos en el absurdo de déscbno—-
cer validez a los aétos jufidicos que realizara ﬁna sociedad ex

tranjera en nuestro pais.

sNuestra-legislacidén, con un sentido légico establece en
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el ya mencionado articulo 250 de la Ley de Sociedades Mercanti-
les que: "Las sociedades extranijeras.legalmente constituidas --
(en su pais de origen) tienen personalidad juridica en la Repl-

blica".

Este otorgamiento incondicional de personalidad juridi-
ca que hace nuestra legislacidn a los entes juridicos colecti--
vos.6xtranjeros, permitira a éstos celebrar los actos juridicos

tque pretendan, exceptO@si; conforme a la ley que los rige, sélo
pgeden ser ejecutados por quienes tienen nacionalidad mexica—-—-—
na.53 Asi por ejemﬁlo ain lo dispuesto pof‘61 referido articu-
lo 250 de la Ley de Sociedades, una sdciedad extranijera no po--
drad adquirir bienes inmuebles en’l; zona prohibida, a la que --

nos hemos referido con antelacidn; no podrd dedicarse a activi-

dades bancarias, de fianzas, de seguros, etc.

La postura de la legislacidén mexicana havvariado desde-
la existencia de la ILey ée Sociedades Mercantiies, en el sénti—
do de no supeditér, ahora, el reconocimiento de la personalidad
juridica de las sociedades extxahjeras'a la inscripcién en el -
Registro de Comercio del lugar donde pretendan ejecutar el acto
juridico en cuestidn. Debe ser asi, ademads, va que el articulo
24 del cbédigo de Comercio exige registro de las sociedades ex--
tranjerés que pretendan establecerse o crear alguna agéncia o -~
sucursal en el pais. No obstante, la jurispruéencia de la cor-
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te hasta antes de la vigenciakde la ey de Sociedades Mercanti-
les habia venido fallando en contra de las sociedades gue no --

reunian el requisito del registro.

Sirve como ejemplo de la postura actual de la Sﬁprgma -
Corte de Justicia él caso que sefiala Mantilia Molina, en que se
reafirma 1alsoluci6n ae’que el representante 1égél de una socie
dad -no registrada- puede pedir amparo si considera vioiatorio—
de garantias constitucionales el acuerdcique recayo én 1aé ges-
tiones realizadas por'él; pero no se analiza, sino que:se da --
por resuelto, el probleﬁa de si las sociedadeé extranijeras qué-
no tienen domicilio en la Repiblica disfrutan de ias garantias-

del gobernado que otorga la Constitucidn Mexicana.

Notemos la interesante consideracién que apunta el mer-
cantilismo Mantilla Molina en el sentido de que nuestra legisla
cidn reconoce personalidad juridica adn a las sociedadeS»queren
su pais de origen no la tienen. Es el caso de las éociedades -
colectivas italianas que.carecen de personalidad en aquel pais:
pero daao gque en México se les otorga a las sociedades én nom--
bre colectivo y mas adn que el articulo 250 de la Ley de Socie-
dades la reconoce a las extranjeras sin distincidn alguna, debe
mos concluir que dichaASOCiedad también tendria éersoﬁalidaa jg
ridica en Méxicd.54’

Hemos vehido refiriéndonos ai caso de una sociedad ex~;
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tranjera que realiza algin acto juridico‘esporédico o dnico en-
el territorio del pais. Para el caso de una sociédad extranije-
ra gue pretenda domiciliarse o esfablecer alguha sucursal en Mé
xico ya vimos cudles son los requisitos que le soﬁ exigidos pa-
ra tal efecto por lo que nos remitimos a lo tratado en el ihci—
so 2 de este capitulo. Dijimos alli y lo repetimos shora por -
motivos de conexidn que‘una sociedad extranjéra que ejercite de
maneéra consecutiva el comercio sin obsefvar lo dispuesto en el-
articulo 251 de‘la Ley de Sociedades, concretamente si se abs--
tiene de inscribirse en el Registro de Comercio, independiente-
mente de las sanciones qué le pudieran devenir, no ha lugar pa-
ra negarle personalidad juridica conforme a lés leyes de nues--

tro pais.

Esto nos sirve de base para analizar cudl es la situa--
cidn de uné sociedad extranijera ante el ejércicio de la accién-
de ambaro para la protegcién de sus intereses afectados por los
actos, lesivos de sus garantias, ejecutados por alguna autori--
«dad del Estado, o por la aplicacién de una ley que se juzgue in

constitucional.

- 5. Como_suijetos titulares de las garantias constitucio-
nales vy, por lo tanto, de la accidén de amparo. - Bre-
ve referencia a las garantias constitucionales

El vocablo "garantia" en Derecho, tiene midltiples acep-
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ciones, ocasionando con e€llo la imprecisidn en su conceptuacidn.

,Enybrincipio, la connotacidn "tradicionél" de garantias,
las cuales consisten‘en la obligacidn del legislador ordinario-
de no violar los principios de la ley superior; segin este cri-
terio, la inscripcién de ciertos derechos en la Constitucidn im
plica su gafantia ya gque no pueden ser modificados por la via -

legislativa ordinaria.55

Esto equivale a confundir los derechos piblicos subjeti
vos con los medios de hacerlos valer o darles eficacia, que soﬁ
las verdaderas garantias; es lo que ocurre con la Constitucidn-
Mexicana que denomina "garantias individuales" a los derechos -
pﬁbliéos subjetivos que consagra en su parte dogmética (articu-

los 1 a 28).

Posteriormente encontramos a la "garantia como sindnimo
de proteccidén de la Ley Fundamental", como se acaba de ver, o -
sea, como medio de preservar el orden juridico contenido en la-

Constitucidn.>%

Finalmente, la "“garantia como el método procesal para -
‘hacer efectivos los mandatos fundamentales". 'Distinguese aqui,
claramente, el derecho piblico subjetivo constitucional y el me

dio de hacerlo valer.57

El estudioso tratadista Fix Zamudio dice: "En nuestro -
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concepto, sdlo pﬁeden estimarsé.como verdaderas garantias los -
medios juridicos de hacer efectivos los mandatos conétitucionaf
les; pero como la proteccidn que brinda la Ley Fundamental a --
los derechos subjetivos pﬁblicoé vy a ciertas instituciones, Se-‘
traduce en forma indirecta en una defensa de la propia Constitu
cidén, ya que no pueden ser modificados por la via legislativa -
ordinaria y, por otra parte, la tradicidén las considera como ta
les, para evitar cualquief confusidén podemos adoptar, siguiendo
en parte la terminologia Kelseniana, la denominacién de “"garan-
tias fundamentales" para las normas fundamentales o institucio-
nes publicas (o sea: garantias individuales,,sociales e institu
cionales), y "garantias de la Constitucién", para los métodos -
procesalés,'represivos y reparadores, que dan efectividad a los
mandatos fundémentales, cuando son desconocidos, violados 0 —=-

‘existe incertidumbre respecto de su forma o contenido".58

Sigue diciendo el autor mexicano que en nuestra Carta - |
Fundamental, son "garantias fundamentales" las contenidas en --

sus primeros veintiocho articulos.

Por otro lado, sigue diciendo, las "garantias de la ---
Constitucidén Mexicana" son los procesos establecidos por los ar
ticulos 103 y 107 constitucionales (amparo), 105 (conflictos en

tre los Estados y la Federacidn, o los Estados entre si) y 111-
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(proceso de responsébilidad de funcionarios),. que.

ramente procesales, de caracter represivo y reparador

Una vez expuesto lo que debemos entender por "garantia-
constitucional®, sefialaremos cémo deben ser consideradas las so
ciedades extranjeras ante el estatuto juridico Constitucional -

que las contiene.

cQuién es el sujeto activo de la accién de amparo?
¢Quién es el promotor del amparo? Ya lo hemos visto y dijimos-

que lo era el agraviado. Y, ¢qué se entiende poftagraviadb?n -

e -
una lesién o una afectacidn por algin acto de aﬁﬁatiééd:?é5£ii;
mando a esté acto de autoridad contrario a la Céﬁééﬁfuéigﬁﬁéa;;
violatorio de garantiaé. Ehtonces, el COnceptb dewagraﬁiéao ;é
vincula eétrechamente al concepto de gobernado; es ﬁés; 61 go;—
betnado se convierte en agraviado cuando resiehterdwéuéré éifég
to de autoridad agraviante; y el agraviado a su vez se cén&iéf—
te en quejoso cuando éjefcita la accidn de amparo a:tfévésyae'-

la demanda en garantias.

Entonces, nuestro estudio lo enfocaremos en torno.del -~
gobernado agraviado, vy refiriendo las anteriores ideas.al caso-
de las sociedades extranjeras: debemos poner en claro lo que de

bemos entender por gobernado: "Es todo sujeto, independientemen
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te de su composicidn juridica, de .sus fin€s sociales, mercanti-
les, econdmicos, etc., cuya esfera juridica es susceptible de -

afectarse por un acto de autoridad".

En consecuencia, para que surja el agravio se requiere-
la existencia de esa esfera juridica lesionable.” Por lo tanto,
si una sociedad extranjera tiene bienes o realiza algﬁ£ acto ju
ridico en el territorio‘del pais, v un acto de autoridad cual--
quiera, una ley, un acto administrativo, juriséiccional, etc., -
lesiona la parte de su esfera juridica que estd dentro del Esta
do mexicano y bajo el imperio del Estado mexicano, esta socie--
dad extranjera es gobernada en lo que atafie a esé pa;te de su -
esfera juridica, que pueden ser bienes, dereéhos, actividades, -
titulos, etc.; si esa sociedad extranijera se ve afectada en su-
érbita juridica en México, entonces esa sociedad es agraviada y
como tal estd legitimada activamente para promover la accidn de
émparo. Asi se desprende sin lugar a dudas el articulo 8°. de-
la Ley de Amparo que reputa como parte en el juicio de amparo a
‘las per sonas morales privadas sin distincién de su naturaleéa o
nacionalidad. A mayor abundamiento, el articulo primero de ---
nuestra Carta Fundamental, relacionado con el 33, consagra para
todo individuo, radique o sea transedlnte, las garantias indivi-

duales que en sus siguientes postulados enumera.
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‘Pongamos el caso de uﬁa sociedad mexicana que tiene ne-
cesidad de efectuar un contrato mercantil con una sociédad ex--
tranjera; un érgano del Estado mexicano, por ﬁna causa determi-
nada, decreta la nulidad de ese contrato, desde 1uegb la socie-
dad mexicana acude al amparo‘atacando'esekacto de autoridad le-
sivo de sus intereses, pero lo interesante esg dilucidar si la -
sociedad extranjera también puede hacerlo. Pues si puede hacég
lo porgue ese contrato le ha creado derechos, derechos nacidos-
en México y ejercitables en ME€xico, derechos lesionados por el-
poder plblico del Estado mexicano, traducido este poder publico
en determinados actos. Estos actos los puede impugnar en ampa-
ro, primero porque posee personalidad juridica, como vimos en -
el inciso precedente, y segundo porque segin el referido articu
lo 8°. de la Ley de Amparo tiene caricter de parte en el juicio
de amparo sin consideracién de su nacionalidad y; finalmente, -
porque en relacidn con ese contrato y los derechos nacidos de -
€1, esa sociedad extranjera es gobernada y comé tal estd legiti
mada para deducir la accidén de amparo a través de la demanda de

garantias que al efecto entable.

Como acabamos de ver, el concepto de gobernado es de ca
pitalisima importancia para penetrar en este debatido tema en -

gue nos hemos arriesgado a incursionar.

Ahora bien, hemos visto con anterioridad algunas de las
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limitaciones o incapacidades a las que estan sujetas las soéie-
dades extranjeras y, en parte, el capital exﬁranjero. Debemos-
pues plantearnos lé’hipétesis de una sociedad’ex£ranjera que se
constituye para determinados fines f, de hecho, realiza alguna-.
actividadva la gque la ley le prohibe dedicarse o ejercita actos
gue seglin las leyes mexicanas no puede llevar a cabo. Ante es-
ta situacién y de presentarse algin acto de autoridad que lesio
ne esa parte de su esfera.juridica, cpuede, la sociedad extran-
jeré, acudir al amparo para nulificar el acto de autoridéd~leqi
voé A nuestro juicio, tal camino de salvaguardia le estd permi
tido en tanto que el juzgador de amparo no puede concebir "a --
priori" la verdad indefectiﬁle de los hechos; sin defecto, cla-
ro- esta, de negar la suspengién de encontrar ciertos los argu--
mentos que se esgrimen contra la sociedad quejosa, porque de --
ser asi estaria, el ente extranijero, ejercitando actos que aun-
que en si no sean ilicitos, si contravienen lo ordenado por al-
guna ley qué, en todo caso, representa la~seguridad eéonémica y
politiéa del puebio y Estado mexicanos, independientemente de -
que posteriormente, la autoridad correspondiente decrete la nu-
lidad de dichos actos que podriamos calificar de contrarios a‘—
las leyes de orden plblico atento los biénes que pretenden pro-

teger dichas leyes.
Tal seria el caso de una sociedad extranjera que habién
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dose constituido con fines admitidos por las leyes mexicanas ad
quiera, a criterio de la autoridad correspbndiente, un inmueble
en la zona prohibida o invierté por cualquier medio eniéangos,-
iﬁstituciones de fianzas, de seguros, etc., o.bien, una”socie——
dad mexicana en que por ley no pueda quedar'en manos de extran-
jeros mas del 49% del interés deé la sociedad, y por éuaiquier -
causa quede menoé del 51% del capital de la sociedad en’naciong
les mexicanos. Pensamos igualmente que contra el acto de auto-
ridad que pretenda regular tal situacidn es procedente el ejer-
cicio de la accién de garantias, con objeto de gue el juez de -
amparo dirima la controversia y decida si tal acto de autoridad
tiene fundamento legal o, por el contrario, no lo tiene y iesio
na con ello las garantias consagradas en la Constitucién de la-

Republica.

163



.10.
11.
2.

13.
14.
15.
16.
17.
18.
19.
20.
21.
22.
23.
24.
25.
26.

27.
28.

NOTAS BIBLIOGRAFICAS DEL CAPITULO I11

Mantilla Molina, Roberto. El Derecho Mercantil, -
pag. 174. ,

Ripert, Georges. Tratado Elemental de Derecho Co-
mercial, Tomo II, pag. 7. : '

Duguit Ledn; cfr. Mantilla Molina. Ob. cit., péag.
211. -

Donati; cfr. Mantilla Molina. Ob. cit., pag. 211l.
Ripert, Georges. Ob. cit., pag. 1.

‘Ripert, Georges. Ob. cit., pags. 16 y ss.

Mantilla Molina, Roberto. Ob. cit., pigs. 212 y -
ss.

Rodriguez Rodriguez, Joaquin. El Derecho Mercan--
til, Tomo I, pag. 44. :

Helguera Soiné, Enrique. La Nacionalidad de las -
Sociedades Mercantiles, pdgs. 187 y ss.

Niboyet, J. P. Principios de Derecho Internacio--
nal Privado, péag. 44.

Siqueiros, Jos€ Luis. Sintesis de Derecho Interna
cional Privado, pags. 618 y ss.

Malagarriga, Carlos, C. Tratado Elemental de Dere
cho Comercial, Tomo II, pag. 645.

Ripert, Georges. Ob. cit., pag. 30.

Mantilla Molina, R. Ob. cit., pag. 218.

Mantilla Molina, Roberto. Ob. cit., pag. 219.
Helguero Soiné, Enrique. Ob. cit., pag. 149.
Rodriguez Rodriguez, Joaquin. Ob. cit., pag. 49.
Ortiz Urquidi, Rail. Apuntes de su catedra de ---
"Bienes y Sucesiones" en la UNAM; 1967.

Ripert, Georges. Ob. cit., pag. 31.

Mantilla Molina, Roberto. Ob. cit., pag. 206.
Ripert, Georges. Ob. cit., pag. 32.

Siqueiros, Jos€ Luis. Sintesis de Derecho Interna-
cional, cit. pag. 100.

Burgoa, Ignacio. Las Garantias Individuales, pdg.-
159.

Citado por don Ignacio Burgoa. Las Garantias Indi-
viduales, pag. l60.

Siqueiros, José€ Luis. Sintesis de Derecho Interna-
cional, cit. pag. 46.

Mantilla Molina, Roberto. Ob. c1t., pag. 437.
Mantilla Molina, Roberto. Ob. cit., pdg. 438.
Méndez Silva, Ricardo. El1 Ré€gimen Juridico de las-
Inversiones Extranjeras en México, pag. 85.

164



29.
30.

31.
32.

33.
34.

35.
36.
37.
38.
39.
40.

41.
42,
43.
44,
45.

46.
47.
48.

49,
50.
51.
52.
53.
54.
55.
56.
57.
58.

Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. 86.

B.I.D. La Farticipacién de Europa en el Financia-
miento de América Latina, 1966. pags. 52 y ss.
Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pég. 89.

cuélliar Alfredc B. Expropiacidén y Crisis en Méxi-
co, pag. 602.

cu€llar Alfredo B. Ob. cit., pag. 602.

Seara Vazquez, Modesto. Manual de Derecho Interna
cional pdblico, pag. 69.

Seara Vazquez, Modesto. Ob. cit., pég. 225.
siqueiros, José Luis. Ob. cit., pag. 40.
Siqueiros, Jos€ Luis. Ob. cit., pag. 41.

Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. 95.

Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. 96.
Gobierno de México. El Petrdédleo de México, 1940.-
Reedicidén de Sepanal en 1963, pag. 1.

El petrdlec de México, cit., pag. 17.

Méndez Silva, Ricardo, Ob. cit., pag. 98.

El petrdleo de México, cit., pag. 20.

El petréleo de México, cit., pag. 21.

Lépez Rosado, Diego. Problemas Econdmicos de Méxi
co, pag. 1lo4.

Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. lol.
Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. 102.
Gonzdlez Aguayo, Leopoldo. "La Nacionalizacidén en
Am€rica Latina", citado por Méndez Silva. Ob. cit.
pag. 108.

Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. 103.

Lépez Rosado, Diego. Ob. cit., pag. 77.
Siqueiros, José Luis. Aspectos, cit., pag. 98.
Méndez Silva, Ricardo. Ob. cit., pag. 113.
Mantilla Molina, Roberto. Ob. cit., pag. 439.
Mantilla Molina, Roberto. Ob. cit., pag. 440.

Fix Zamudio, Héctor. Ob. cit., pag. 56.

Fix Zamudio, Héctor. Ob. cit., pag. 57.

Fix Zamudio, Héctor. Ob. cit., pag. 57.

Fix Zamudio, Héctor. Ob. cit., pag. 58.

165



ASEVERACIONES FINALES

Hacia el dltim> cuarto del siglo XIX, una vez restaura-
da la Republica, y el pais, vislumbraba el disfrute de una paz-
relativa, se empezd tambi€n a valorar por los juristas mexica--
nos el juicio de amparo, comprendiendo su utilidad como instru-

mento para la vida social € institucional.

Fue entonces cuando don Ignacio L. Vallarta escribid --
~que el juicio de amparo "hace confesar a los extranjeros que MEé
xico, a pesar de sus innumerables desgracias, toma también la -
iniciativa en él proceso cientifico y social" del mundo, perfec

cionando las instituciones del Derecho Piblico.

Tradicionalmente el juicio de amparo se vio, aadas‘las-
condiciones pasadés imperantes en el pais, como un yehiculo pa-
ra librarse de la agreéién inminente, y asi se sigue viendo en~
gran parte; mas vistas la‘paz y estabilidad de México bajo el -
imperio de la Constitﬁcién de 1917, se ha podido justipreciar -

su funcidén politica de control de la constitucionalidad.
No obstante el peligroso vicio del litigante subsiste,-
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éste es el de utilizar al amparo por prurito, como medio de en-
torpecer‘lé actividad 1e§f£ima"de los 6rganos del Estado pasan-
do por alto la finalidad auténtica y noble que juridica y so---
éialmente tiene encomendada, proteger las garantias fundamenta-
les de las personas y, por lo mismo, al orden constitucional -~

mismo.

Finalizamos nuestra modestisima monografiéwééﬁﬂlas pala
bras gue pronunciara el eminente jurista italiand Maufbiééppe-u
lleftiven las conferencias que dictd en nuestra queridé Facul-~
tad de Derecho en 1965: "El genio del hombre ﬁardéscubiefto el-
instrumento mds perfeccionado de esta relativizacidén", de esta-
"positivizacién" de lo absoluto, a través devla‘juéEiCia consti
tucional; pero al fin como instrumento humano, esta éometido co
mo todos los instrumentos creados por el hombre, a cambios, ---
errores e imperfecciones. Por medio de ésta institucién se con
fia a juéces imparciales *la humanizacidn de‘lo absoluto y la -
concretizaciég de los supremos valores", quetserian friéJQVesté
ticamente irrealizables, si se conservaran encerréddSVY'crista-
lizados en las £érmulas normativas de la Conétitucién. "Por --
ello, podemos concluir en el sentido de que la justicia consti-
tucional es la vida, la realidad y el porvenir dehiés‘céffas -

constitucionales de nuestra €poca”.
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